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Presentación

Víctor Leopoldo Delgado Pérez

Los derechos humanos son una construcción permanente que se define en 

su encuentro con la realidad social; su vigencia no se limita a su recono-

cimiento en el orden jurídico, sino que depende de su capacidad para incidir 

en las condiciones concretas en las que se desarrollan la vida institucional, las 

relaciones sociales y la acción pública. En ese sentido, la investigación acadé-

mica cumple una función esencial al examinar las tensiones entre el marco 

normativo, las políticas públicas y las vivencias de las personas.

El número 57 de Dignitas integra un conjunto de trabajos que, desde di-

versas perspectivas teóricas y metodológicas, abordan problemáticas vincula-

das con la participación ciudadana, la educación, la corporalidad, la memoria 

histórica y el análisis crítico de posibles afectaciones a la dignidad humana. En 

conjunto, los textos permiten observar que los derechos humanos no consti-

tuyen categorías estáticas, sino procesos que se configuran y transforman en 

contextos sociales específicos.

Esta edición inicia con el artículo “La participación ciudadana como de-

recho humano y pilar de la consolidación democrática: diagnóstico y pro-

puestas para el Estado de México”, en el que Alberto Gómez Salgado examina 

el marco institucional que regula la participación ciudadana en la entidad. A 

partir de una metodología analítica-documental, el autor examina la relación 

entre el enfoque de derechos humanos y el neoinstitucionalismo de elección 

racional, con el fin de comprender la incidencia de las reglas del sistema po-

lítico en la participación social. Además, el texto ofrece un recorrido por las 

condiciones normativas e institucionales en las que este derecho se desarrolla 

en el Estado de México.
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La educación desempeña un papel central en la formación de actitudes 

vinculadas con el respeto y la promoción de los derechos humanos. En el ar-

tículo “Factores críticos de éxito del aprendizaje actitudinal de los derechos 

humanos en la escuela: revisión de la literatura y orientaciones para escuelas 

mexicanas”, Armando Gómez Villalpando analiza la participación del estu-

diantado, la formación docente, una pedagogía transformadora y reflexiva, la 

transversalización curricular y la vinculación con el entorno. A partir de una 

revisión sistemática, el autor identifica factores pedagógicos, institucionales 

y socioculturales que inciden en la consolidación de una cultura de respe-

to, convivencia y no discriminación, mediante recomendaciones y soluciones 

operativas en México.

En estrecha relación con dichas discusiones sobre la formación de una 

cultura de derechos humanos, el cuerpo se presenta como un eje fundamen-

tal para comprender las experiencias de autonomía e identidad. En el trabajo 

“Habitar el cuerpo: maternidades, no maternidades y la dignidad como re-

flexión en derechos humanos”, Yessica Berenice López Moreno propone una 

reflexión en torno a las diversas formas en que se configuran las experiencias 

corporales. Desde una perspectiva de derechos humanos, la autora subraya la 

importancia de reconocer la pluralidad de trayectorias corporales como parte 

del ejercicio pleno de la diversidad de maternidades.

En “El espejo roto: memoria, cuerpo y resistencia en la configuración 

de los derechos humanos en Argentina”, Iván Ariel Viera, Rodolfo Castelau, 

Irene Concepción Duarte y Carlos Dante González analizan la relación entre 

memoria histórica, corporalidad y procesos de resistencia frente a la violencia 

estatal. A partir del caso argentino, las personas autoras muestran cómo la 

memoria contribuye a la comprensión de los derechos humanos desde la cons-

trucción social, vinculada con la búsqueda de la verdad y la justicia, en la que 

la historia adquiere un papel central como espacio de experiencia y resistencia.

Finalmente, en “Las desapariciones y no localizaciones y sus políticas 

públicas encaminadas a la prevención, seguimiento y mitigación”, Sofía Mi-

chelle Oribio Torres y Gonzalo Levi Obregón Salinas examinan el marco 

normativo vigente y la información institucional disponible con el propósito 

de identificar los principales retos en los procesos de prevención, búsqueda y 
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atención a víctimas; a partir de esta revisión, los autores destacan la necesidad 

de fortalecer las capacidades institucionales del Estado para garantizar una 

respuesta integral con enfoque de derechos humanos.

En suma, el número 57 de la revista Dignitas reúne investigaciones que 

permiten apreciar la diversidad de enfoques con los que se abordan los dere-

chos humanos. Más que ofrecer conclusiones cerradas, los trabajos aquí pre-

sentados abren líneas de análisis sobre los retos que persisten en su implemen-

tación en contextos concretos.

Este recorrido nos invita a una reflexión compartida sobre los derechos 

humanos, que no se agota en la información ni en la exposición de enfoques 

diversos, sino que amplía la comprensión de la vida que los constituye. A lo 

largo de estas páginas se reconoce que los derechos fundamentales no per-

manecen en el plano de lo abstracto, sino que se encarnan en experiencias, 

decisiones y realidades que les otorgan sentido.

En la participación que hace posible la vida democrática, en la educación 

que forma conciencia, en las decisiones que configuran nuestras trayectorias 

vitales, en las memorias que preservan la verdad y en la búsqueda que persiste 

frente a la ausencia los derechos humanos adquieren rostro, voz y significado. 

Al respecto, Dignitas aspira a contribuir a una sociedad más informada, cons-

ciente y humana, en la que los derechos se comprendan como una práctica 

viva que trasciende lo conceptual y encuentra eco en la vida cotidiana, donde, 

como comunidad, los nombramos, los reconocemos y los hacemos propios.
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La participación ciudadana como derecho humano  
y pilar de la consolidación democrática: diagnóstico  

y propuestas para el Estado de México

Citizen Participation as a Human Right and a Pillar  
of Democratic Consolidation: Diagnosis and  

Proposals for the State of Mexico

Alberto Gómez Salgado*

Resumen: Este estudio analiza la brecha estructural en el Estado de México entre el 

principio constitucional de la participación ciudadana y su garantía efectiva. Mediante 

el análisis documental del marco jurídico y del Plan de Desarrollo Estatal 2023-2029, y la 

comparación empírica entre la alta participación electoral (elecciones locales 2018) y la 

baja intervención en mecanismos no electorales (elección del magistrado judicial), iden-

tifica un modelo de democracia intermitente. Desde la perspectiva institucional de la 

Comisión de Derechos Humanos del Estado de México (CODHEM), y con base en su man-

dato legal para promover reformas legislativas, el artículo delinea una agenda concreta 

de incidencia. Propone que la CODHEM lidere la elaboración y la promoción de una ley de 

participación integral, con recomendaciones detalladas para los poderes Ejecutivo, Le-

gislativo, y órganos electorales a fin de transformar la retórica participativa en derechos 

exigibles y mecanismos accesibles. 

Palabras clave: participación ciudadana, derechos humanos, democracia participativa, 

democracia intermitente.

Abstract. This study analyzes the structural gap in the State of Mexico between the 

constitutional principle of citizen participation and its effective guarantee. Through the 

documentary analysis of the legal framework and the State Development Plan 2023-

2029, and the empirical comparison between high electoral participation (2018 local 

elections) and low intervention in non-electoral mechanisms (election of the judicial 

*	 Maestro en Filosofía Política por el Instituto Superior Concordia. Actualmente, realiza una estancia 
de investigación en el Instituto de Estudios Legislativos del Estado de México. Toluca, México. 
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magistrate), a model of intermittent democracy is identified. From the institutional pers-

pective of the Human Rights Commission of the State of Mexico (CODHEM), and based on 

its legal mandate to promote legislative reforms, the article outlines a concrete advoca-

cy agenda. It proposes that CODHEM lead the development and promotion of a compre-

hensive participation law with detailed recommendations for the Executive, Legislative 

and Electoral bodies, in order to transform participatory rhetoric into enforceable rights 

and accessible mechanisms.

Keywords: Citizen Participation, Human Rights, Participatory Democracy, Intermittent 

Democracy.

Introducción

El concepto de participación ciudadana ha sido históricamente objeto de 

disputa semántica y política. Para algunas actrices y algunos actores, se 

reduce a la asistencia a consultas públicas o a la firma de peticiones; para otras 

y otros, constituye un mero sinónimo del sufragio. Sin embargo, desde el 

paradigma de los derechos humanos, su definición es más precisa y exigente. 

La participación ciudadana es el derecho humano de toda persona a intervenir 

de manera significativa, libre e informada en la formulación, la ejecución, el 

control y la evaluación de políticas y decisiones públicas que afectan su vida 

y su comunidad (Zentner et al., 2024). Ese derecho, lejos de ser accesorio, es 

consustancial a la noción de democracia sustantiva. No se agota en la elección 

periódica de personas representantes (democracia representativa), sino que se 

extiende a la capacidad de incidir directamente en los asuntos públicos entre 

un proceso electoral y otro (democracia participativa), e incluso dentro de las 

propias instituciones del Estado (democracia deliberativa). La gradual acepta-

ción de esa concepción integral es uno de los avances normativos más signi-

ficativos del constitucionalismo contemporáneo, plasmado en instrumentos 

internacionales y en las cartas magnas de entidades federativas vanguardistas 

en México.

El Estado de México representa un caso de estudio crucial para evaluar la 

realización de ese derecho en México. Con una población que supera los 17 mi-
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llones de habitantes y una lista nominal electoral que ronda los 12 millones, es 

la entidad más poblada y con el mayor número de personas ciudadanas con cre-

dencial para votar del país (Instituto Nacional de Estadística y Geografía [Inegi], 

2020). Su peso político, económico y demográfico es determinante para la es-

tabilidad nacional. Históricamente, su sistema político fue caracterizado por el 

predominio hegemónico de un partido y por estructuras corporativas que ca-

nalizaban —y limitaban— la participación a través de mecanismos controlados.

Las últimas dos décadas han presenciado una transformación notable ha-

cia un sistema pluripartidista competitivo, con alternancias en los gobiernos 

estatal y municipal, y una creciente actividad de la sociedad civil. Ese tránsito, 

sin embargo, ha sido asimétrico. Mientras la dimensión electoral de la demo-

cracia ha avanzado a paso rápido —con elecciones cada vez más competidas 

y una autoridad electoral profesionalizada—, la participativa parece estancada 

en un estadio primitivo. La entidad ha modernizado sus instituciones para 

contar votos, pero no ha creado instituciones igualmente robustas para cana-

lizar voces, propuestas y vigilancia ciudadana de manera permanente.

El punto de partida de esta investigación es una contradicción jurídica 

evidente. La Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México 

(2024), en su artículo 5°, establece de manera solemne que “la participación 

del pueblo es base de la organización política del Estado de México”. Se trata 

de un reconocimiento de primer orden, que sitúa a la ciudadanía como fun-

damento del orden estatal. No obstante, ese principio carece de desarrollo 

legislativo específico. A diferencia de lo que ocurre en la Ciudad de México, 

donde la participación ciudadana cuenta con un capítulo constitucional de-

tallado y una ley reglamentaria que opera mecanismos como la iniciativa po-

pular, el presupuesto participativo y la consulta ciudadana, el marco jurídico 

mexiquense es parco, fragmentario y, en lo esencial, omiso. No existe una ley 

de participación ciudadana del Estado de México que defina los instrumentos 

de democracia directa y semidirecta, establezca sus procedimientos, garanti-

ce su accesibilidad y determine sus efectos jurídicos. Esa ausencia genera un 

déficit de ciudadanía activa: la población tiene reconocido el derecho a ser la 

base del sistema, pero el sistema no le proporciona las herramientas jurídicas 

para ejercer ese rol de manera plena y continua.
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Este artículo sostiene que la mencionada brecha no es un simple des-

fase técnico, sino un problema estructural que condiciona la calidad de la 

democracia y el disfrute efectivo de los derechos humanos en la entidad. La 

hipótesis central es que la falta de una ley específica actúa como un “techo de 

cristal” para la consolidación democrática: permite avances en la competencia 

electoral (pluralismo, alternancia), pero impide el surgimiento de una cultura 

política basada en la corresponsabilidad, el control social permanente y la in-

novación gubernamental desde abajo.

Para sustentar el argumento central de este estudio, la investigación se 

propone desarrollar un análisis integral desde cuatro dimensiones articuladas. 

En primer lugar, se examina de manera analítico-normativa el marco inter-

nacional y nacional del derecho a la participación ciudadana,  se contrasta 

con el limitado desarrollo normativo existente en el Estado de México, con 

el objetivo de identificar los principales vacíos, omisiones y rezagos que de-

bilitan su garantía efectiva. En segundo término, desde una perspectiva pro-

gramática, se evalúa el tratamiento que recibe la participación ciudadana en el 

principal instrumento de planeación estatal: el Plan de Desarrollo del Estado de 

México 2023-2029 (Gobierno del Estado de México, 2023), a fin de determi-

nar si los compromisos formulados trascienden el plano discursivo, o si, por 

el contrario, se encuentran respaldados por mecanismos jurídicos y estrategias 

claras de implementación. Posteriormente, el estudio incorpora un enfoque 

empírico mediante la comparación de los niveles de participación ciudadana 

en el ámbito electoral —tomando como estudio de caso las elecciones locales 

de 2018— con aquellos registrados en mecanismos de participación no elec-

toral, particularmente la elección de magistrados del Poder Judicial, con el 

propósito de medir y evidenciar la denominada “intermitencia” democrática. 

Finalmente, a partir del mandato legal de la Comisión de Derechos Humanos 

del Estado de México (CODHEM), se formula una propuesta orientada a la 

construcción de una agenda de incidencia concreta que coloque en el centro 

la promoción, el diseño y la aprobación de una ley de participación ciudadana 

para la entidad, en la que se incorporen recomendaciones específicas dirigidas 

a los poderes Ejecutivo y Legislativo, así como a los órganos constitucionales 

autónomos.
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Este análisis se inscribe en el núcleo de la función promocional de la 
CODHEM. No se limita a denunciar vulneraciones puntuales, sino que 
busca prevenir violaciones estructurales identificando y proponiendo la re-
mediación de deficiencias en el diseño institucional. La publicación de este 
estudio en la revista Dignitas responde a la necesidad de generar conoci-
miento especializado que alimente el debate público y la toma de decisiones 
informada al interior de la propia Comisión y frente a otras autoridades. El 
documento se estructura en seis partes: tras esta introducción, se presentan 
antecedentes; luego, la metodología de investigación, un análisis y una dis-
cusión, las conclusiones y un conjunto de recomendaciones.

Antecedentes

Genealogía de un derecho: de la tolerancia a la exigibilidad

La concepción de la participación como un derecho humano exigible es 

producto de una evolución histórica y doctrinal. En sus orígenes, la par-

ticipación política se entendía como un privilegio restringido a ciertos es-

tratos sociales (personas propietarias, hombres, personas letradas). El siglo 

xx, marcado por las luchas por el sufragio universal, amplió el concepto, 

pero tendió a circunscribirlo al acto electoral. Fue la codificación interna-

cional de derechos humanos, posterior a la Segunda Guerra Mundial, la 

que comenzó a darle un contenido más rico. La Declaración Universal de 

Derechos Humanos (1948) ya mencionaba el derecho a participar en el go-

bierno del país (artículo 21), pero fue el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos (PIDCP), adoptado por la Asamblea General de la ONU 

en 1966 y en vigor desde 1976, el que estableció el estándar fundamental.  

Su artículo 25 reconoce el derecho de toda persona ciudadana, sin distinción, a  

a) participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por me-

dio de personas representantes libremente elegidas; b) votar y ser elegida en 

elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por 

voto secreto, y c) tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las fun-

ciones públicas de su país (Organización de las Naciones Unidas [onu], 1966).
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La importancia del PIDCP radica en dos elementos clave: primero, esta-

blece un vínculo indisoluble entre participación y democracia, entendiendo 

esta última no solo como un método para elegir gobiernos, sino como un sis-

tema donde la ciudadanía dirige los asuntos públicos;  segundo, al mencionar 

la participación “directamente o por medio de personas representantes”, abre 

la puerta a los mecanismos de democracia directa, sin limitar el derecho al 

mero acto de votar por personas representantes. Ese estándar fue reforzado en 

el sistema interamericano por la Convención Americana sobre Derechos Hu-

manos (Pacto de San José, 1978), cuyo artículo 23 es prácticamente idéntico 

en contenido. La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte idh) 

(2008), en jurisprudencia constante como en el caso Castañeda Gutman vs. 

México, ha interpretado que ese derecho impone a los Estados obligaciones 

de hacer (facilitar, promover, garantizar) y no solo de no hacer (no impedir); 

es decir: el Estado debe crear las condiciones institucionales, jurídicas y cultu-

rales para que la participación sea efectiva, accesible y significativa para todos 

los sectores de la población.

La recepción y ampliación conceptual en el derecho  
constitucional mexicano

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) ha ex-

perimentado una transformación profunda en su aproximación a los derechos 

humanos, especialmente tras la reforma de 2011 que incorporó el principio 

pro persona y la obligación de maximizar su protección (CPEUM, 2024). En 

lo específico del derecho a la participación, el artículo 35 enumera las pre-

rrogativas de la ciudadanía, entre las que destacan “I. Votar en las elecciones 

populares; II. Poder ser votada para todos los cargos de elección popular…; 

III. Asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica en 

los asuntos políticos del país; IV. Tomar las armas en el Ejército o Guardia 

Nacional para la defensa de la República […]; y V. Ejercer en toda clase de 

negocios el derecho de petición”.

Si bien ese listado parece centrado en lo electoral-militar, su interpre-

tación a la luz del artículo 1º constitucional y de los tratados internacionales 
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(que tienen rango constitucional) obliga a una lectura amplia y evolutiva. Más 

allá del texto constitucional, un aporte conceptual fundamental lo ha realiza-

do el Instituto Nacional Electoral (ine) a través de sus Cuadernos de Divulgación 

de la Cultura Democrática. En el número 4, intitulado “La Participación Ciu-

dadana en México” (2021), el ine realiza una distinción crucial entre partici-

pación política (vinculada a partidos, elecciones y cargos de representación) y 

participación ciudadana, que define como “la intervención de la ciudadanía 

en los asuntos públicos, con el propósito de influir en la toma de decisiones y 

en la gestión gubernamental, a través de diversos mecanismos”. El documento 

identifica y explica mecanismos como la iniciativa popular, el referéndum, el 

plebiscito, la consulta ciudadana, la revocación de mandato y el presupuesto 

participativo; diagnostica que en México su uso es esporádico, su marco legal, 

complejo, y su difusión, insuficiente. Ese texto oficial constituye un puente 

conceptual entre el derecho internacional y la práctica política nacional, pues 

establece un catálogo de mecanismos que todo ordenamiento local debiera 

considerar.

La visión estratégica de la CODHEM: participación como eje de un 
nuevo modelo de gobernanza

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de México no ha sido ajena 

a ese debate conceptual. En su publicación “El gobierno de la participación 

ciudadana, una nueva forma de ejercicio del poder desde los derechos huma-

nos”, la institución da un paso más allá del análisis descriptivo para plantear un 

modelo normativo (Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, 

2020). En ese texto la participación deja de ser vista como un simple conjunto 

de herramientas o procedimientos, y se erige como el principio ordenador de 

una nueva relación entre el Estado y la sociedad. Se postula la idea de un “go-

bierno de la participación”, donde el poder no se ejerce sobre la ciudadanía, 

sino con y para ella, en un marco de corresponsabilidad. Esa perspectiva es 

radical en su sentido original: va a la raíz. Implica que la legitimidad del go-

bierno no deriva solo de las urnas, sino de su capacidad para generar procesos 

de deliberación, colaboración y control social continuos. Para la CODHEM, 
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promover ese modelo no es una actividad lateral, sino parte constitutiva de su 

mandato de defensa y promoción de los derechos humanos, pues un gobierno 

que no escucha, no delibera ni rinde cuentas de manera permanente es un 

caldo de cultivo para la arbitrariedad y la violación de derechos.

El marco constitucional estatal: un principio sin desarrollo

La Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México (CPEM) 

contiene el reconocimiento fundamental; su artículo 5° establece “La parti-

cipación del pueblo es base de la organización política del Estado de México. 

El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes del Estado, en los tér-

minos de esta Constitución”. Es un enunciado potente en lo filosófico, pero 

notoriamente débil en lo operativo. La Constitución local no desarrolla ese 

principio en ningún otro artículo específico sobre participación ciudadana; 

se limita a garantizar, en artículos dispersos, derechos que pueden conside-

rarse habilitantes para la participación: el derecho de petición (artículo 8), el 

derecho a la información pública (artículo 9), y el derecho de asociación y 

reunión pacífica (artículo 10). Luego, del artículo 35 al 39, regula los derechos 

político-electorales (votar, ser votada y votado, afiliarse a partidos) de manera 

similar a la Constitución federal.

La gran omisión es la ausencia de un capítulo, o siquiera un artículo, de-

dicado a los mecanismos de participación ciudadana directa y semidirecta. No 

hay mención a la iniciativa popular legislativa, a la consulta ciudadana vincu-

lante o no vinculante, al presupuesto participativo, a la revocación de manda-

to para autoridades locales, o a las audiencias públicas con carácter decisorio. 

Esa falta es particularmente significativa cuando se realiza un análisis compa-

rado con otras constituciones locales. La Constitución Política de la Ciudad de 

México (2017), por ejemplo, dedica todo su Título Quinto a la participación 

ciudadana, con 11 artículos que detallan principios, mecanismos, instancias y 

garantías. La Constitución de Coahuila de Zaragoza también cuenta con un 

capítulo específico. Esa diferencia coloca al Estado de México en una situa-

ción de desventaja normativa y de incumplimiento del estándar internacional, 
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el cual exige que los Estados no solo reconozcan el derecho, sino que establez-

can los procedimientos para su ejercicio.

El vacío legal crítico: la inexistencia de una ley de participación 
ciudadana

La consecuencia lógica y más grave del déficit constitucional es la ausencia de  

una ley reglamentaria. El Estado de México no cuenta con una disposición  

de participación ciudadana. Existen normas dispersas que tocan tangencial-

mente el tema, como la Ley de Planeación del Estado, que menciona la par-

ticipación social en la planeación, o la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, que facilita un insumo (información) para participar; 

pero no hay un ordenamiento integral, sistemático y específico que:

1.	 Defina claramente qué se entiende por participación ciudadana en el  

ámbito estatal.

2.	 Establezca un catálogo completo de mecanismos (iniciativa popular,  

consulta, presupuesto participativo, etc.).

3.	 Fije procedimientos claros, plazos precisos y requisitos accesibles para 

activar cada mecanismo.

4.	 Determine los efectos jurídicos de los resultados (vinculatorios o no).

5.	 Designe personas con autoridad responsables de promover, recibir,  

procesar y dar seguimiento a los procesos participativos.

6.	 Establezca un régimen de difusión obligatoria y capacitación.

Ese vacío convierte el principio constitucional en una promesa incumplida. 

La participación queda sujeta a la voluntad política del gobierno en turno,  

a reglamentos internos modificables discrecionalmente o a prácticas informales 

sin seguridad jurídica. Es, en esencia, la negación de la participación como pre-

rrogativa, pues un derecho sin procedimiento preestablecido, accesible y garan-

tizado por la ley es un derecho ilusorio.

Frente a ese escenario, la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del 

Estado de México (2008, con últimas reformas en 2024) no es un simple es-
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tatuto orgánico, sino una herramienta de incidencia; su artículo 13, que enu-

mera las atribuciones de la Comisión, contiene una fracción crucial: la XXIII, 

que faculta a la CODHEM para “promover la creación, abrogación, deroga-

ción, reforma o adición de ordenamientos legales; así como el mejoramiento 

permanente de prácticas administrativas para una mejor protección y defensa 

de los derechos humanos”. Esa atribución es el fundamento jurídico directo 

para que la Comisión asuma un rol protagónico en la promoción de una ley 

de participación ciudadana. No se trata de una injerencia indebida, sino del 

cumplimiento estricto de su mandato legal. Ante un vacío normativo que 

limita estructuralmente un derecho humano (la participación), la CODHEM 

está obligada a promover la creación del ordenamiento legal que lo remedie. 

Este marco dota a la presente investigación y a sus recomendaciones de una 

legitimidad institucional y una urgencia operativa ineludibles.

Metodología

Esta investigación se fundamenta en un diseño cualitativo de tipo analíti-

co-documental, con un enfoque crítico desde la teoría de los derechos huma-

nos. Se optó por ese diseño debido a la naturaleza del objeto de estudio: un 

déficit normativo y su manifestación en políticas públicas y datos oficiales, que 

solo puede ser deconstruido mediante el análisis profundo de textos jurídicos, 

programáticos y estadísticos. El estudio no busca generalizar a partir de una 

muestra, sino comprender a profundidad las contradicciones, las omisiones y 

las consecuencias de un marco institucional específico; se enmarca dentro de 

la tradición de la investigación jurídico-política aplicada, cuyo fin es diag-

nosticar problemas de diseño institucional para proponer soluciones factibles.
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Perspectiva teórica: el enfoque de derechos humanos  
y el neoinstitucionalismo

El análisis se guía por dos perspectivas teóricas complementarias. En primer 

lugar, el enfoque de derechos humanos (edh), que provee del marco ético y 

normativo. El edh exige analizar cualquier política o institución preguntando 

a) ¿respeta los derechos? (obligación de respetar), b) ¿los protege de terceros? 

(obligación de proteger), c) ¿crea condiciones para su pleno ejercicio? (obli-

gación de cumplir). Aplicado a la participación, esa visión lleva a evaluar si el 

Estado mexiquense cumple con su obligación de cumplir creando la infraes-

tructura jurídica e institucional necesaria.

En segundo lugar, se adopta una perspectiva del neoinstitucionalismo 

de elección racional, que entiende las instituciones como “reglas del juego” 

que estructuran incentivos y comportamientos. Desde esa óptica, la ausencia 

de una ley de participación ciudadana es una “regla” —o más bien, una “no 

regla”— que genera incentivos perversos: incentiva a la ciudadanía a parti-

cipar solo en coyunturas electorales de alta visibilidad (donde los beneficios 

percibidos superan los costos) y desincentiva la participación continua (costos 

altos por falta de procedimientos claros). Asimismo, incentiva a las y los go-

bernantes a mantener la participación en el ámbito de lo discrecional, donde 

pueden controlarla, en lugar de someterla a reglas fijas que limiten su arbitrio.

Unidad de análisis y fuentes de información

La unidad de análisis principal es el marco institucional para la participación 

ciudadana en el Estado de México, entendido como el conjunto de normas, 

políticas, organismos y prácticas que la regulan y facilitan (o impiden).

Las fuentes de información se clasificaron en cuatro categorías, priori-

zando documentos oficiales y públicos para garantizar objetividad y replica-

bilidad:

1.	 Fuentes normativas primarias:
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	◌ Tratados internacionales: Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos (onu, 1966/1976) y Convención Americana sobre Dere-

chos Humanos (oea, 1978).

	◌ Constitución federal: Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos (última reforma: 2024).

	◌ Constitución local: Constitución Política del Estado Libre y Sobera-

no de México (texto vigente 2023).

	◌ Ley orgánica: Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado 

de México (2008/2024).

	◌ Legislación comparada (marco de referencia): Constitución Política 

de la Ciudad de México (2017), Ley de Participación Ciudadana de 

la CDMX (2019).

2.	 Fuentes de política pública:

	◌ Plan de Desarrollo del Estado de México 2023-2029, documento 

rector de la administración estatal en curso.

	◌ Informes del Gobierno del Estado de México (series históricas para 

contextualizar).

3.	 Fuentes de datos y diagnóstico oficial:

	◌ Instituto Electoral del Estado de México (ieem): Informe “Análi-

sis de participación 2018” (noviembre 2018). Documento clave con 

estadísticas históricas (1996-2018), análisis de competitividad, alter-

nancia, paridad y candidaturas independientes.

	◌ Instituto Nacional Electoral (ine)-Oficina en el Estado de México:  

“Informe final de resultados de la promoción de la participación ciu-

dadana del ine Estado de México para la elección del poder judicial” 

(proceso específico, año correspondiente). Documento crucial para 

medir participación no electoral.

	◌ Censos y encuestas del Inegi que aporten contexto sociodemográ-

fico.

4.	 Fuentes doctrinales e institucionales:
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	◌ Instituto Nacional Electoral (ine): “Cuaderno de Divulgación de la 

Cultura Democrática No. 4: La Participación Ciudadana en Méxi-

co” (2021). Marco conceptual oficial.

	◌ Comisión de Derechos Humanos del Estado de México: “El go-

bierno de la participación ciudadana, una nueva forma de ejercicio 

del poder desde los derechos humanos” (año de publicación). Visión 

institucional.

	◌ Literatura académica especializada en participación ciudadana y de-

mocracia en México.

Técnicas de recolección y análisis de datos

Para el análisis de las fuentes documentales se emplearon dos técnicas princi-

pales:

•	 Análisis de contenido cualitativo (de lo explícito a lo implícito). Se apli-

có a los textos normativos y de política pública. Se identificaron y co-

dificaron a) presencias (menciones explícitas a participación ciudadana, 

mecanismos de participación, etc.); b) ausencias significativas (omisiones 

de conceptos o mecanismos que el marco de referencia —internacional/

doctrinal— considera esenciales); c) enfoque discursivo: si el texto pre-

senta la participación como un derecho, una concesión, una herramienta 

de gestión o un ritual; d) grado de concreción: si se queda en principios 

o establece procedimientos, plazos, responsables.

•	 Análisis hermenéutico-jurídico. Específico para las fuentes normativas. 

Consistió en interpretar los textos legales (constitución local, ley de la 

CODHEM) no de manera aislada, sino sistemática y pro persona; es de-

cir, se interpretaron a la luz de normas superiores (tratados internacio-

nales) y con el objetivo de maximizar la protección del derecho. Por 

ejemplo, la frase “la participación del pueblo es base...” (artículo 5 de 

la CPEM) se interpretó no como una mera declaración, sino como un 

principio rector que debe permear toda la legislación secundaria, cuya 

ausencia constituye una incoherencia jurídica.
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•	 Triangulación analítica. La técnica central del estudio. Consistió en con-

trastar de manera sistemática los hallazgos de tres niveles de análisis:

1.	 Nivel normativo ideal: lo que debería ser según los tratados, la Cons-

titución federal y la doctrina (ine, CODHEM).

2.	 Nivel normativo real estatal: lo que es según la Constitución local y 

la legislación secundaria (vacío).

3.	 Nivel empírico-comportamental: lo que sucede en la práctica según 

los datos oficiales (ieem, ine judicial).

La discrepancia entre esos tres niveles constituye la evidencia de la “brecha 

participativa” y permite formular explicaciones causales (ejemplo: el vacío 

legal explica la diferencia entre participación electoral alta y no electoral baja).

Análisis y resultados

El Plan de Desarrollo del Estado de México 2023-2029 (PDEM) representa la 

columna vertebral de la planeación gubernamental para el sexenio en curso. 

Su análisis desde la óptica de la participación ciudadana exige ir más allá de 

la mera identificación de enunciados positivos; requiere una deconstrucción 

crítica de su arquitectura programática para evaluar su potencial transforma-

dor real. El PDEM se organiza en cuatro ejes, y el Eje 4 “Gobierno Honesto, 

Cercano a la Gente y Transformador” es el que alberga el núcleo discursivo 

sobre la relación Estado-ciudadanía; dentro de este eje, el Objetivo Estratégi-

co 4.3 se formula de manera explícita: “Fomentar la participación ciudadana 

en los asuntos públicos, para la construcción de una sociedad más democráti-

ca, incluyente y corresponsable”.

Un examen minucioso de las líneas de acción asociadas a ese objetivo re-

vela una tensión fundamental entre avances conceptuales y un déficit crónico 

de instrumentación. Entre los avances conceptuales, dignos de reconocimien-

to, se encuentran:

•	 La elevación de la participación a fin último. Al vincularla con la “cons-

trucción de una sociedad más democrática”, el plan supera la visión ins-
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trumental que reduce la participación a un mero método para lograr 

aceptación social de políticas ya decididas; la presenta, en cambio, como 

un componente constitutivo de la calidad democrática.

•	 Adopción del lenguaje de los derechos humanos y la gobernanza. Térmi-

nos como inclusiva y corresponsable no son adornos retóricos. “Inclusi-

va” implica un mandato de acción afirmativa para garantizar que grupos 

históricamente excluidos (mujeres, jóvenes, pueblos indígenas, personas 

con discapacidad) tengan voz real. “Corresponsable” trasciende la lógica 

de la demanda unilateral (ciudadanía que pide, gobierno que otorga) para 

proponer un modelo de responsabilidades compartidas en la solución de 

problemas públicos. Ese lenguaje se alinea directamente con la visión de 

la CODHEM y con los principios de la gobernanza democrática.

•	 Reconocimiento del potencial transformador de la tecnología. La men-

ción al uso de tecnologías de la información para facilitar la participación 

es un reconocimiento tácito de que los modelos tradicionales (asambleas 

presenciales en horarios laborales) son excluyentes. Abre la puerta, al me-

nos discursivamente, a plataformas digitales, consultas en línea y herra-

mientas de deliberación asincrónica que podrían ampliar masivamente el 

alcance de la participación.

Sin embargo, tras ese prometedor marco conceptual, el déficit de instrumen-

tación se manifiesta de manera tan evidente como problemática. Las líneas 

de acción son deliberadamente genéricas (fortalecer, promover, impulsar) y 

carecen por completo de:

1.	 Diagnóstico del obstáculo principal. En ninguna parte el plan identifica 

la ausencia de una ley de participación ciudadana como la barrera estruc-

tural que impide el “fortalecimiento” de los mecanismos. Es como diag-

nosticar una enfermedad, pero omitir mencionar el virus que la causa.

2.	 Compromiso normativo explícito. El plan no contiene ningún compro-

miso medible y vinculante para que el Poder Ejecutivo, en coordinación 

con la mayoría legislativa, elabore, presente y promueva una iniciativa de 
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ley en la materia. Sin ese puente entre la política pública y el derecho, el 

objetivo queda en el aire.

3.	 Indicadores de desempeño verificables. ¿Cómo se medirá el fomento de la 

participación? El plan no establece metas cuantitativas (ejemplo: “realizar 

5 consultas ciudadanas vinculantes por año”, “lograr que el 30% de la 

población conozca los mecanismos de iniciativa popular”) ni cualitativas 

(ejemplo: “implementar un sistema de evaluación de impacto de los pro-

cesos participativos”). Sin métricas, no hay rendición de cuentas posible 

sobre ese objetivo.

4.	 Especificación de mecanismos y destinatarios. El plan no aclara a qué 

mecanismos se refiere. ¿Son las audiencias públicas actuales consideradas 

por muchos como rituales sin impacto? ¿O se piensa en instrumentos in-

novadores como los presupuestos participativos sectoriales o las asambleas 

ciudadanas deliberativas? Tampoco define prioridades poblacionales, lo 

que deja en la nebulosa la promesa de inclusión.

En esencia, el PDEM 2023-2029 construye una fachada programática mo-

derna para la participación, pero omite los planos de la casa. Esa disociación 

revela una contradicción profunda en el modelo de gobernanza que el propio 

gobierno propone: se aspira a ser cercano y transformador sin emprender la 

transformación jurídica que institutionalizaría esa cercanía, haciéndola obli-

gatoria para todos los gobiernos presentes y futuros, y no un estilo de gestión 

opcional.

Desde el enfoque de derechos humanos, la participación ciudadana cons-

tituye un elemento estructural de los sistemas democráticos, y no únicamente 

un mecanismo consultivo o un accesorio dentro de la gestión pública. La lite-

ratura especializada señala que el ejercicio efectivo de ese principio depende 

de la existencia de garantías institucionales que le permitan a la ciudadanía in-

cidir en la toma de decisiones públicas mediante derechos como la libertad de 

asociación, la libertad de expresión, el acceso a la información y la posibilidad 

de intervenir en procesos deliberativos sobre políticas que afectan a la colec-

tividad. En ese sentido, los estándares internacionales han establecido que los 

Estados tienen la obligación de crear marcos normativos e institucionales que 
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faciliten la participación en condiciones de igualdad, particularmente para los 

sectores históricamente excluidos, pues la ausencia de tales condiciones limita 

seriamente la eficacia de los mecanismos formales de consulta y participación 

democrática (Abramovich et al., 2006).

La desconexión entre el plan y la realidad normativa no es un simple 

error de omisión: es la manifestación de un déficit de diseño democrático 

deliberado o, al menos, tolerado. Mientras el discurso oficial (PDEM) habla 

de fomentar y fortalecer, el ordenamiento jurídico vigente del Estado de Mé-

xico le ofrece a la ciudadanía un menú exiguo, confuso y poco atractivo de 

opciones para la participación directa. La afirmación central de este análisis es 

que no existe una ley de participación ciudadana en el Estado de México, y 

esa ausencia no es un detalle, sino el núcleo del problema.

Una revisión sistemática de la legislación secundaria estatal confirma ese 

vacío. Existen, es cierto, disposiciones dispersas que aluden tangencialmente 

a la participación social o la consulta en ámbitos sectoriales muy específicos:

•	 Ley de Educación. Menciona la participación de padres y madres de fa-

milia en consejos escolares.

•	 Ley de Desarrollo Urbano. Establece mecanismos de participación en 

planes de desarrollo municipal.

•	 Ley de Protección Ambiental. Prevé consultas en materia de impacto 

ambiental.

Sin embargo, esos son mecanismos sectoriales, hiperregulados y de alcance 

limitado; están dirigidos a públicos cautivos (personas usuarias de un servicio, 

vecinas y vecinos de un área específica) o a organizaciones de la sociedad 

civil registradas, no a la ciudadanía en conjunto como personas titulares de 

un derecho abstracto. Sus procedimientos suelen ser complejos, sus resultados 

frecuentemente no son vinculantes, y su difusión es mínima. Más importante 

aún: no se derivan de un derecho general a participar. Son concesiones regu-

latorias en áreas técnicas, no la materialización de un principio constitucional.

Las consecuencias de ese vacío legal son multidimensionales y crean un 

círculo vicioso que sofoca la participación:
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•	 Inseguridad jurídica y desconfianza. Una persona ciudadana o un gru-

po que desee, por ejemplo, proponer una modificación a un reglamento 

municipal no encuentra un procedimiento claro, con plazos y formatos 

establecidos. Debe navegar por un laberinto de oficinas, dependiendo 

de la buena voluntad de quienes son funcionarios. Esa incertidumbre 

desincentiva la acción colectiva y alimenta la desconfianza en la utilidad 

de participar.

•	 Discrecionalidad y clientelismo. Al no haber reglas del juego claras y 

universales, la apertura de espacios participativos depende de la voluntad 

política discrecional de la persona a cargo de la alcaldía, de una dirección 

o de la gobernatura. Eso puede derivar en un modelo de “participación 

por gracia”, donde se invita a participar a aliadas y aliados, o grupos lea-

les, y se excluye a personas críticas. Fomenta el clientelismo cívico.

•	 Fragmentación y desigualdad de oportunidades. Cada dependencia esta-

tal o municipal puede inventar sus propias “reglas” para la participación, 

o no tener ninguna; esto genera un mosaico arbitrario e inequitativo. La 

posibilidad de influir puede depender de si se vive en un municipio con 

un alcalde “innovador” o una alcadesa “innovadora”, o en una secretaría 

con una persona titular “abierta”, no de un derecho garantizado por ley.

•	 Desconexión del ciclo de las políticas públicas. La participación, en este 

limbo, queda desconectada de los momentos cruciales del quehacer gu-

bernamental. Rara vez se consulta a la ciudadanía en la formulación pre-

supuestal (¿qué porcentaje del gasto se decide participativamente?), en el 

diseño inicial de programas o en la evaluación de impacto independiente; 

se le relega, en el mejor de los casos, a eventos simbólicos de validación 

expost, una vez que las decisiones fundamentales ya han sido tomadas.

Ese vacío legal es, por tanto, mucho más que un hueco en la legislación; es 

el mecanismo que reproduce la intermitencia democrática. Explica por qué 

el discurso del PDEM no se concreta y, como se demostrará en los siguientes 

apartados, por qué el comportamiento participativo de la ciudadanía es tan 

errático.
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Para desentrañar la paradoja participativa es imprescindible analizar los 

datos de comportamiento. El informe “Análisis de participación 2018”, del 

Instituto Electoral del Estado de México (ieem), ofrece una radiografía deta-

llada de la participación en el ámbito electoral, donde se revela la imagen de 

una ciudadanía aparentemente robusta, movilizada y capaz de transformar el 

panorama político a través del voto.

Análisis de participación 2018: el caso del Instituto Electoral  
del Estado de México

Las elecciones locales del 1 de julio de 2018 no fueron un proceso electoral 

más, sino un evento sísmico en la política mexiquense. La participación para 

renovar los 125 ayuntamientos alcanzó el 67.47 %, y para elegir a 45 diputadas 

y diputados locales por mayoría relativa llegó al 67.60 %. Esas cifras no solo 

son las más altas de la serie histórica documentada por el ieem (desde 1996), 

sino que representan un incremento explosivo de más de 17 puntos porcen-

tuales respecto a la participación en las elecciones intermedias de 2015, como 

se observa en la gráfica 1. Entre 2015 y 2018 la participación ciudadana en 

las elecciones locales del Estado de México pasó del 50.45 % al 67.00 %, lo 

que supone un incremento de más de dieciséis puntos porcentuales en un solo 

ciclo electoral. Ese salto no fue uniforme; resultó un tsunami cívico concen-

trado en los grandes centros urbanos. El informe detalla que 14 municipios 

incrementaron su votación en más de un 50 % respecto a 2015. Los casos son 

elocuentes:

•	 Chimalhuacán. Pasó de 134 592 votos en 2015 a 270 300 en 2018 (+100.83 %).

•	 Ecatepec de Morelos. De 501 406 a 813 638 votos (+62.27 %).

•	 Tlalnepantla de Baz. De 244 865 a 378 086 votos (+54.41 %).

•	 Naucalpan de Juárez. De 244 865 a 378 086 votos (+54.41 %).

En la gráfica 4 se aprecia el comportamiento de esos cuatro municipios: en 

Chimalhuacán la votación prácticamente se duplicó, mientras que Ecatepec 

de Morelos, Tlalnepantla de Baz y Naucalpan de Juárez registraron incre-
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mentos superiores al 50 %. Esos casos muestran que la “ola” de participación 

de 2018 no fue un fenómeno aislado a nivel estatal, sino que se manifestó 

con particular intensidad en grandes concentraciones urbanas históricamente 

marcadas por el abstencionismo.

Pero el relato de 2018 no es solo uno de cantidad; se trata, sobre todo, de 

uno de calidad y consecuencia política. La ciudadanía mexiquense no acudió 

masivamente a las urnas para ratificar el statu quo, sino para alterarlo de manera 

histórica. La alternancia fue el signo distintivo:

•	 En lo municipal. 82 de los 125 municipios (65.6 %) cambiaron de partido 

en el gobierno local. El mapa político de la entidad se redibujó de manera 

dramática.

•	 En lo legislativo-distrital. El cambio fue aún más contundente. Según el 

análisis comparado del ieem, 42 de los 45 distritos electorales locales (93.3 

%) eligieron a un partido o una coalición diferente a la que había ganado 

en el proceso anterior (2015), una vez realizados los ajustes por la redistri-

tación; esto significa una reconfiguración casi total de la representación 

política en el Congreso local.

Este dato es fundamental: el voto no fue solo un acto de participación, sino 

un instrumento de sanción política masiva, de demanda de cambio radical y 

de redistribución del poder. La ciudadanía utilizó el único canal institucional 

claro y efectivo que tiene a su disposición –la elección– para expresar un ve-

redicto contundente sobre la gestión anterior.

Otros indicadores de la maduración del sistema electoral representativo 

también mostraron avances significativos:

•	 Paridad de género. La aplicación estricta del principio de paridad, in-

cluyendo la paridad horizontal (candidaturas a presidencias municipales), 

arrojó resultados tangibles. Las mujeres pasaron de ganar apenas 16 de las 

125 presidencias municipales (12.8 %) en 2015 a 40 en 2018 (32 %). En las 

diputaciones locales el avance fue de 19 diputadas (42.2 %) en 2015 a 23 

(51.1 %) en 2018. Eso evidencia que las reglas del juego electoral, cuando 
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son claras y se hacen cumplir, pueden producir cambios sustantivos en la 

inclusión. Esos avances se sintetizan en la gráfica 3. La paridad dejó de 

ser una cláusula programática para convertirse en una realidad medible 

en la integración de los ayuntamientos y del Congreso mexiquense. Ello 

refuerza la idea de que, en su dimensión electoral, la arquitectura institu-

cional sí ha permitido progresos importantes en términos de representa-

ción e igualdad sustantiva.

•	 Competitividad. Aunque el informe del ieem señala una ligera disminu-

ción en los índices de competitividad municipal (pasó de 72 municipios 

con competitividad “Muy Alta” y “Alta” en 2015 a 62 en 2018), el hecho 

de que en 42 municipios la competencia fuera “Muy Alta” o “Alta” indica 

que en una tercera parte del territorio la disputa por el poder local fue 

reñida, lo cual es un signo de salud democrática.

•	 Candidaturas independientes. Su presencia se duplicó, pasando de 9 pla-

nillas municipales en 2015 a 18 en 2018. Aunque su éxito electoral fue 

marginal (0.54 % del total de votos para ayuntamientos), su mera exis-

tencia y crecimiento simbolizan una apertura del sistema a figuras no 

partidistas, la cual rompe el monopolio de la representación que tradicio-

nalmente han tenido los partidos políticos.

En conjunto, esos datos pintan el cuadro superficial de una democracia elec-

toral dinámica, responsiva y en evolución: alta participación, alternancia ro-

tunda, inclusión de género creciente y apertura formal del sistema. Sugieren 

una ciudadanía atenta, conectada con la política institucional y empoderada 

para usar el mecanismo del voto como herramienta de cambio.

La cara oculta de la democracia: la anemia participativa crónica en 
los mecanismos no electorales

Sin embargo, esa vitalidad electoral es solo la mitad de la historia, y quizá la 

más visible; la otra mitad, opaca y menos estudiada, se desarrolla en el vasto 

terreno de la participación no electoral. Para observarla, necesitamos una lupa 

que amplíe procesos menos glamorosos pero igualmente cruciales. El informe 
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del ine Estado de México sobre la promoción de participación en la elección 

del magistrado del Poder Judicial nos proporciona ese lente, que revela un 

panorama radicalmente diferente.

Este proceso es emblemático de los mecanismos no electorales: se trata de 

la selección de autoridades de un poder del Estado (el Judicial), fundamentales 

para el Estado de derecho, a través de un procedimiento en el que la ciudada-

nía tiene, en teoría, un rol que desempeñar. Sin embargo, a diferencia de las 

elecciones para el Ejecutivo o el Legislativo, dicho procedimiento es técnico, 

carece del drama político-partidista y no está acoplado a una elección federal 

concurrente. Es, precisamente, el tipo de ejercicio cívico que una democra-

cia participativa madura debería fomentar: la deliberación informada sobre el 

perfil de quienes administrarán justicia.

Los resultados, contrastados con los datos electorales, son estremecedores. 

A pesar de campañas de difusión y promoción por parte del ine, la participa-

ción ciudadana fue marginal, incluso diríamos testimonial. Mientras que en 

las elecciones locales de 2018 participó activamente cerca del 67 % del electo-

rado, en esta elección judicial la participación se desplomó. Las estimaciones 

basadas en el análisis del informe del ine –que suele reportar cifras absolutas 

y porcentajes de una lista nominal específica para el proceso– indican que la 

participación no fue destacada. La gráfica 2 sintetiza este contraste: mientras 

que en el Proceso Electoral Concurrente 2023–2024 la participación pro-

medio en las elecciones federales y locales se situó alrededor del 64 %, en la 

elección extraordinaria del Poder Judicial de la Federación apenas alcanzó 

en promedio cerca del 13 %; pero el dato crucial no es el porcentaje exacto, 

sino la brecha abismal de aproximadamente 30-35 puntos porcentuales que lo 

separa de la participación electoral.

Esa brecha no es una anomalía estadística, sino un síntoma patognomó-

nico de la enfermedad que aqueja al sistema político mexiquense: la partici-

pación condicionada y reactiva. La ciudadanía promedio del Estado de Mé-

xico se moviliza masivamente –demostrando capacidad y voluntad de acción 

colectiva– cuando se da una serie de condiciones estimulantes concurrentes:
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1.	 Coyuntura nacional de alta intensidad. La elección es concurrente con 

la presidencial, lo que satura el espacio público con campañas, debates y 

polarización.

2.	 Cargos de alto perfil político. Se eligen presidentas y presidentes muni-

cipales, así como diputadas y diputados, percibidos como personas con 

capacidad de decisión directa.

3.	 Oferta partidista clara y competitiva. La contienda se estructura en torno 

a partidos con maquinarias, candidatas y candidatos visibles, y narrativas 

enfrentadas.

4.	 Inversión masiva en medios. La campaña electoral genera un bombardeo 

informativo que recuerda de manera ineludible la cita con las urnas.

Por el contrario, la misma persona ciudadana se desentiende, desconoce o 

ignora procesos participativos cuando:

1.	 El proceso es local, técnico y aislado, como la elección judicial, que care-

ce del “ruido” político nacional.

2.	 Los cargos son percibidos como técnicos o “apolíticos”. Magistradas y 

magistrados, consejeras y consejeros de órganos autónomos, comisiona-

das y comisionados.

3.	 Los mecanismos son oscuros y poco divulgados. No existe una cultura 

cívica que valore ese tipo de participación ni una normativa que la pro-

mueva de manera obligatoria y atractiva.

4.	 La vinculación con resultados tangibles es difusa. La persona ciudadana 

no ve una conexión directa y rápida entre su participación en la elección 

de un/a magistrado/a y una mejora en su vida cotidiana (a diferencia de 

votar por un alcalde o una alcaldesa que promete arreglar un bache).

Ese patrón de comportamiento no es culpa de una ciudadanía apática, sino, 

en gran medida, la respuesta racional a un diseño institucional deficiente. Al 

no existir una ley que promueva, simplifique, valide y dé efectos tangibles a 

la participación en asuntos como la elección judicial, la planeación participa-

tiva del presupuesto o la evaluación de servicios, esos procesos permanecen 
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en la periferia de la vida cívica; son vistos como “trámites de especialistas” o 

“simulacros” sin consecuencias. La participación, en ese escenario, no se con-

solida como un hábito cívico cotidiano, sino que permanece como un evento 

esporádico y extraordinario, activado solo por los estímulos más intensos del 

sistema político.

La democracia intermitente: síntesis de una paradoja estructural

La conjunción de los hallazgos anteriores —un plan discursivamente avanza-

do pero operativamente débil, un vacío legal crítico, una participación electo-

ral vibrante y una participación no electoral anémica— no configura una serie 

de problemas independientes; por el contrario, dibuja la silueta de un sistema 

político con una falla estructural definible: la democracia intermitente.

El Estado de México exhibe una doble intensidad democrática asimétri-

ca. Por un lado, una alta intensidad democrática electoral, caracterizada por:

•	 Legitimidad de origen robusta (alta participación)

•	 Mecanismos institucionales claros y eficaces (el proceso electoral admi-

nistrado por el ieem)

•	 Capacidad de producir cambio político (alternancia)

•	 Inclusión progresiva (paridad de género)

Por otro lado, una baja intensidad democrática participativa, caracterizada por:

•	 Ausencia de legitimidad de ejercicio continua (participación esporádica)

•	 Mecanismos institucionales confusos, discrecionales o inexistentes (vacío 

legal)

•	 Incapacidad para influir en la gestión y las políticas entre elecciones

•	 Exclusión de facto de la deliberación pública cotidiana

La metáfora de la “intermitencia” es poderosa. En los momentos de “acti-

vación” (las elecciones) el sistema democrático funciona a plena potencia: la 

ciudadanía es soberana, las instituciones electorales son el centro, la energía 
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política circula; sin embargo, una vez pasado el evento culminante, el sistema 

“se desactiva” o entra en “modo de bajo consumo”. La energía democrática se 

disipa porque no existen circuitos institucionales permanentes de “bajo volta-

je” diseñados para mantenerla fluyendo. No hay canales sencillos, atractivos y 

efectivos para que esa misma ciudadanía, que fue decisiva en las urnas, pueda 

en los siguientes tres años:

•	 Codiseñar políticas públicas (a través de laboratorios de innovación o 

asambleas ciudadanas).

•	 Decidir prioridades de inversión en su colonia o municipio (mediante 

presupuestos participativos vinculantes).

•	 Evaluar y sancionar el desempeño de sus autoridades entre elecciones (por 

medio de mecanismos de rendición de cuentas con consecuencias).

•	 Agendar temas en la discusión pública (a través de iniciativas populares 

con trámite garantizado).

Esa intermitencia tiene costos profundos y acumulativos para la consolidación 

democrática:

•	 Descapitalización del capital social y cívico. La confianza interpersonal, 

las redes de colaboración y las habilidades deliberativas que se generan 

en las coyunturas electorales se erosionan por falta de uso en el periodo 

interelectoral. La sociedad civil se activa cada seis años y luego se “apaga”.

•	 Gestión opaca, poco innovadora y propensa al error. Los gobiernos pier-

den el insumo más valioso para una buena gestión: la inteligencia colec-

tiva, el conocimiento local y la vigilancia constante de la ciudadanía; esto 

conduce a políticas menos efectivas, mayor despilfarro y menor capacidad 

de innovación.

•	 Frustración, cinismo y deslegitimación. La ciudadanía puede percibir, 

con razón, que su poder termina en la urna; esto alimenta narrativas cí-

nicas (“Da igual quién gane, nada cambia”) y va minando la legitimidad 

profunda de las instituciones, que son vistas como ajenas en el día a día.
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•	 Vulnerabilidad a la regresión autoritaria y al populismo. Una democracia 

que no echa raíces en la vida cotidiana, que no resuelve problemas de 

manera colaborativa, es más frágil; crea un vacío que puede ser llenado 

por personas lideresas que ofrecen soluciones mágicas y desprecian los 

mecanismos de participación plural, atacando los propios cimientos del 

sistema.

La CODHEM en la encrucijada: del diagnóstico conceptual  
a la incidencia obligatoria

Frente a ese diagnóstico estructural, la Comisión de Derechos Humanos del 

Estado de México no puede permanecer en el cómodo terreno de la obser-

vación y la descripción crítica. Su propio marco conceptual, plasmado en la 

publicación “El gobierno de la participación ciudadana”, y su mandato legal, 

la colocan en una encrucijada histórica y estratégica.

Por un lado, la CODHEM ha demostrado una capacidad analítica avan-

zada, identificando y promoviendo un modelo de gobernanza basado en la 

participación como eje de una nueva relación de poder; por otro lado, la 

realidad que este artículo diagnostica –y que los datos oficiales confirman– 

evidencia que dicho modelo choca frontalmente con un muro normativo in-

franqueable en el Estado de México. No hay “gobierno de la participación” 

posible sin leyes que lo hagan posible y obligatorio.

Es en este punto donde la atribución contenida en el artículo 13, fracción 

XXIII, de la Ley de la CODHEM trasciende su carácter de cláusula burocrá-

tica para convertirse en la palanca fundamental para la acción transformadora. 

La norma establece que la Comisión tiene la atribución de “promover la crea-

ción, abrogación, derogación, reforma o adición de ordenamientos legales; 

así como el mejoramiento permanente de prácticas administrativas para una 

mejor protección y defensa de los derechos humanos”. 

Esa no es una facultad discrecional o secundaria. Ante un vacío nor-

mativo estructural que, como se ha demostrado, limita y vulnera el derecho 

humano a la participación (y, por extensión, debilita el conjunto del sistema 

democrático), la CODHEM tiene no solo el derecho, sino la obligación ins-
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titucional imperativa de ejercer esa atribución. Callar o limitarse a señalar el 

problema en informes sería incurrir en una forma de omisión institucional.

Por lo tanto, el desafío inmediato y concreto para la CODHEM es claro e 

ineludible: debe traducir su liderazgo intelectual en uno de incidencia política 

y jurídica efectiva; esto implica un salto cualitativo: pasar de ser un productor 

de diagnósticos a ser el orquestador y motor principal de un proceso políti-

co-jurídico destinado a subsanar la causa raíz del problema. El siguiente y 

último apartado de este artículo se dedica a esbozar, con el máximo detalle y 

viabilidad, la ruta concreta para materializar ese salto.

Conclusiones 

El análisis desarrollado a lo largo de este artículo permite llegar a un conjunto 

de conclusiones firmes, que no son meras opiniones sino inferencias sustenta-

das en la contrastación normativa, programática y empírica.

1.	 Existencia de una brecha normativa estructural. La principal conclusión 

es la confirmación de una brecha profunda y estructural en el Estado de 

México entre el reconocimiento formal del derecho a la participación y 

la infraestructura jurídica para su ejercicio. Mientras que la Constitución 

local lo erige como base del orden político (artículo 5) y el Plan de Desa-

rrollo 2023-2029 lo plantea como objetivo estratégico, el ordenamiento 

jurídico carece por completo de una ley de participación ciudadana que 

desarrolle mecanismos, procedimientos y garantías. Ese vacío no es una 

omisión casual, sino  un déficit de diseño democrático que convierte el 

derecho en una promesa incumplida.

2.	 La paradoja de la democracia intermitente. Los datos empíricos revelan 

la existencia de una democracia intermitente. Por un lado, se constata 

una vitalidad democrática electoral excepcional (participación del 67.6 

%, alternancia histórica del 65-93 %, avances en paridad), que demuestra 

la capacidad de movilización y la voluntad de cambio de la ciudadanía a 

través del voto; por otro lado, se observa una anemia democrática parti-

cipativa crónica en mecanismos no electorales, con participaciones que se 
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desploman (ejemplo: -35 % en elección judicial). Esa asimetría evidencia 

que la participación es condicionada y reactiva, pues se activa solo ante 

estímulos políticos de alta intensidad (elecciones concurrentes) y apagán-

dose en la gestión cotidiana.

3.	 El vacío legal como explicación causal central. La hipótesis central de 

este trabajo se valida. La ausencia de una ley específica es el factor expli-

cativo principal de la paradoja. Al no existir un marco claro, accesible y 

promotor para la participación continua, esta queda relegada a la discre-

cionalidad oficial, a la iniciativa individual heroica o a la coyuntura elec-

toral masiva. El sistema incentiva la participación solo en su modalidad 

representativa-electoral y desincentiva (o imposibilita) sus modalidades 

directas y deliberativas.

4.	 Costos tangibles para la consolidación democrática. La dinámica de in-

termitencia genera costos concretos: a) descapitalización cívica, al no 

cultivarse hábitos participativos permanentes; b) gestión pública opaca e 

ineficiente, al privarse del conocimiento y de la vigilancia ciudadana; c) 

erosión de la legitimidad, al percibirse las instituciones como ajenas en el 

día a día, y d) vulnerabilidad política, al crearse un vacío que puede ser 

llenado por alternativas antipluralistas.

5.	 La CODHEM ante una obligación de incidencia. La Comisión de De-

rechos Humanos del Estado de México, a la luz de su propio marco con-

ceptual y de su mandato legal (artículo 13, fracción XXIII), se encuentra 

ante una obligación institucional de incidencia. No basta con diagnosticar 

el problema; la naturaleza estructural del mismo exige que la CODHEM 

active su facultad para “promover la creación… de ordenamientos lega-

les” y lidere el proceso para subsanar el vacío normativo identificado.

6.	 Desde el enfoque de derechos humanos, la participación constituye un 

derecho que exige garantías jurídicas e institucionales claras; sin embar-

go, la ausencia de una ley de participación ciudadana en el Estado de 

México limita su materialización y mantiene los mecanismos participati-

vos fragmentados, sectoriales y de alcance restringido. En ese sentido, el 

análisis del Plan de Desarrollo del Estado de México 2023–2029 eviden-

cia una brecha significativa entre el discurso institucional que promueve 
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la participación ciudadana y las condiciones normativas necesarias para 

garantizar su ejercicio efectivo.

7.	 Desde una perspectiva crítica del neoliberalismo, esa situación puede in-

terpretarse como la prevalencia de un modelo de gobernanza donde la 

participación se concibe principalmente como un recurso discursivo o 

legitimador de decisiones previamente definidas, más que como un ins-

trumento vinculante de coproducción de políticas públicas. En ese mar-

co, la participación se mantiene dependiente de la voluntad política de las 

autoridades, y no de los derechos institucionalizados.

En conjunto, los hallazgos muestran una democracia de alta intensidad elec-

toral pero de baja energía participativa, en la que la ciudadanía se moviliza 

masivamente en los procesos electorales, sin embargo, carece de mecanismos 

institucionales claros para incidir en la gestión pública entre elecciones. Su-

perar esa brecha requiere avanzar hacia la institucionalización jurídica de la 

participación ciudadana, de modo que esta deje de ser un principio programá-

tico y se consolide como un derecho efectivo dentro del sistema democrático.

Recomendaciones 

Las recomendaciones que se derivan de este diagnóstico no son genéricas. 

Se estructuran como una agenda secuencial y priorizada, dirigida a actores 

específicos, con el objetivo final de dotar al Estado de México de una ley de 

participación ciudadana.

Recomendación 1 (para la CODHEM): ejercicio estratégico del mandato 

de incidencia legislativa

•	 Acción concreta 1.1. La Presidencia de la CODHEM, a través del Ins-

tituto de Investigaciones y Formación en Derechos Humanos, deberá 

conformar un grupo de trabajo técnico multidisciplinario integrado por 

juristas, politólogos y politólogas, especialistas en participación ciudada-

na y representantes de sociedad civil. Su mandato será redactar el ante-

proyecto de Ley de Participación Ciudadana para el Estado de México.
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•	 Contenido mínimo del anteproyecto. La ley debe contener al menos los 

siguientes capítulos:

1.	 Disposiciones generales: objeto, principios rectores (universalidad, 

accesibilidad, transparencia, deliberación, vinculación, gradualidad), 

definiciones;

2.	 Mecanismos de participación ciudadana: catálogo exhaustivo que 

incluya, como mínimo, a) iniciativa popular legislativa (en los ámbi-

tos estatal y municipal, con umbrales de firmas accesibles y trámite 

obligatorio en el congreso), b) consulta ciudadana (vinculante y no 

vinculante, por iniciativa de la autoridad o por solicitud ciudadana, 

para temas de gran impacto), c) presupuesto participativo (estable-

ciendo un porcentaje mínimo del presupuesto anual de egresos esta-

tal y municipal que deba ser asignado mediante ese mecanismo), d) 

revocación de mandato (para cargos de elección popular en los ám-

bitos municipal y distrital), e) audiencias públicas vinculantes (para 

proyectos de obra pública, concesiones y políticas sectoriales de alto 

impacto).

3.	 Procedimientos y garantías: plazos máximos para cada trámite, for-

matos estandarizados, obligación de difusión en medios masivos y 

digitales, garantías de acceso para personas con discapacidad y co-

munidades indígenas;

4.	 Órgano rector y promotor: creación del Consejo Estatal de Parti-

cipación Ciudadana como órgano autónomo o adscrito al ieem con 

autonomía técnica), con composición plural (gobierno, CODHEM, 

ieem, academia, sociedad civil). Sus funciones serán promover los 

mecanismos, recibir y dar trámite a las iniciativas, capacitar a perso-

nas servidoras públicas y ciudadanía, y evaluar el sistema.

5.	 Régimen de sanciones y seguimiento: sanciones administrativas para 

personas servidoras públicas que obstruyan procesos participativos, 

y un sistema público de seguimiento y evaluación del impacto de la 

participación en la calidad de las políticas.
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•	 Acción concreta 1.2. Una vez elaborado el anteproyecto, la CODHEM 

deberá organizar un proceso de socialización y validación mediante foros 

regionales en las 16 regiones del estado, con el fin de asegurar  la partici-

pación de municipios, universidades, organizaciones civiles y ciudadanía 

en general.

•	 Acción concreta 1.3. Finalmente, la CODHEM presentará formalmen-

te la iniciativa de ley ante la LXIV Legislatura del Estado de México, 

acompañada de un informe técnico-justificativo basado en este artículo 

y en los insumos de la socialización. La Comisión hará un seguimiento 

público y activo del proceso de dictamen.

Recomendación 2 (para el Poder Legislativo del Estado de México): prioriza-

ción, dictamen y aprobación con enfoque de derechos humanos

•	 Acción concreta 2.1. Las mesas directivas de la Cámara de Diputados lo-

cal deben acordar la declaratoria de “preferencia” para la iniciativa de Ley 

de Participación Ciudadana a fin de reconocer su carácter fundamental 

para el cumplimiento del Objetivo 4.3 del Plan de Desarrollo Estatal y 

para la armonización con los estándares internacionales.

•	 Acción concreta 2.2. La comisión (o las comisiones) legislativa competen-

te deberá realizar un dictamen que preserve el espíritu y los mecanismos 

centrales del anteproyecto, así como evitar vaciarlo de contenido me-

diante umbrales imposibles o procedimientos engorrosos. El dictamen 

debe someterse a audiencias públicas obligatorias con las personas pro-

moventes y la sociedad civil.

•	 Acción concreta 2.3. La ley aprobada debe incluir una disposición transi-

toria que ordene la armonización de todas las leyes estatales y reglamen-

tos municipales en un plazo no mayor a 18 meses y establezca un presu-

puesto etiquetado para su implementación en el siguiente ejercicio fiscal.

Recomendación 3 (para el Poder Ejecutivo estatal y los ayuntamientos): im-

plementación operativa y cambio cultural
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•	 Acción concreta 3.1. Una vez promulgada la ley, la Secretaría de Finanzas 

debe etiquetar en los presupuestos de egresos los recursos necesarios para 

el funcionamiento del Consejo Estatal de Participación Ciudadana y para 

la ejecución de los mecanismos (ejemplo: consultas, plataformas digitales, 

procesos de presupuesto participativo).

•	 Acción concreta 3.2. La Secretaría de la Función Pública, en coordinación 

con la CODHEM y el ieem, debe diseñar e implementar un programa in-

tegral de capacitación en participación ciudadana dirigido a todas las perso-

nas servidoras públicas de mandos medio y superior, con énfasis en quienes 

atienden ventanillas y tienen contacto directo con la ciudadanía.

•	 Acción concreta 3.3. Los 125 ayuntamientos deben, en el marco de su 

autonomía, reglamentar la ley en el ámbito municipal en un plazo máxi-

mo de 12 meses, así como adaptar los mecanismos a su realidad local y 

designar unidades administrativas responsables.

Recomendación 4 (para el ieem): de la logística electoral a la promoción cívica 

permanente

•	 Acción concreta 4.1. El ieem debe transformar su Dirección de Participa-

ción Ciudadana en una Vicerrectoría de Participación Ciudadana y Edu-

cación Cívica, con un mandato ampliado que vaya más allá del análisis 

postelectoral.

•	 Acción concreta 4.2. Esa nueva vicerrectoría, en coordinación con el 

futuro Consejo estatal, debe desplegar una campaña masiva y permanen-

te de educación cívica (radio, TV, redes sociales, escuelas) en donde se 

expliquen los nuevos mecanismos de participación, sus procedimientos y 

su importancia.

•	 Acción concreta 4.3. El ieem debe ofrecer su infraestructura tecnológica 

y de personal (módulos de atención, página web) para servir como canal 

de recepción y primera validación de las iniciativas populares y solicitu-

des de consulta ciudadana a fin de garantizar  neutralidad y transparencia.
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La implementación de esa agenda no es la tarea de un solo gobierno o una sola 

legislatura; debe concebirse como una política de Estado para la consolidación 

democrática. El objetivo final no es solo tener una ley, sino cambiar la cultura 

política de la entidad: pasar de una democracia de personas espectadoras que 

se activa cada seis años, a una de personas protagonistas que se ejerce todos los 

días. La CODHEM, con esta investigación y con la incidencia que de ella se 

derive, tiene la oportunidad histórica de ser el catalizador institucional de ese 

cambio. El camino está trazado por el diagnóstico; la responsabilidad de re-

correrlo, por la voluntad política que esas recomendaciones buscan movilizar.
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Gráficas

Gráfica 1. Participación ciudadana en las elecciones locales  

del Estado de México, 2015 y 2018

Fuente: elaboración propia con datos del Instituto Electoral del Estado de México, Análisis histórico de la 

participación electoral 1996–2018.

Gráfica 2. Comparativo de participación ciudadana en el Proceso 

Electoral Concurrente 2023–2024 y en el Proceso Electoral Extraordinario 

del Poder Judicial de la Federación 2024–2025 en el Estado de México

Fuente: elaboración propia con datos del Instituto Nacional Electoral, Informe final del Programa de Promo-

ción de la Participación Ciudadana en el Proceso Electoral Extraordinario del Poder Judicial de la Federación 

2024–2025 y del Proceso Electoral Concurrente 2023–2024 en el Estado de México.
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Gráfica 3. Avances en la paridad de género en presidencias municipales 

y diputaciones locales en el Estado de México, 2015–2018

Fuente: elaboración propia con datos del Instituto Electoral del Estado de México, Análisis histórico de la 

participación electoral 1996–2018.

Gráfica 4. Incremento de la votación municipal en cuatro municipios 

seleccionados del Estado de México, elecciones locales 2015 y 2018

Fuente: elaboración propia con datos del Instituto Electoral del Estado de México, Análisis histórico de la 

participación electoral 1996–2018.
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Factores críticos de éxito del aprendizaje actitudinal 
de los derechos humanos en la escuela: revisión de la 

literatura y orientaciones para escuelas mexicanas

Critical Success Factors for Attitudinal Learning  
of Human Rights in Schools: Literature Review  

and Guidelines for Mexican Schools

Armando Gómez Villalpando*

Resumen: Este artículo examina factores que vuelven más probable un aprendizaje ac-

titudinal sólido de los derechos humanos en la escuela. Se basa en una síntesis analíti-

ca apoyada en revisiones sistemáticas ya publicadas, en resúmenes de investigación, 

en estudios empíricos influyentes y en documentos normativos mexicanos vigentes. La 

literatura converge en seis núcleos: clima escolar basado en derechos, participación 

real del estudiantado, formación e intervención docentes, pedagogía transformadora 

y reflexiva, conocimiento explícito del lenguaje de derechos y contextualización en des-

igualdades reales. Desde esa convergencia, el artículo traduce los hallazgos a condicio-

nes escolares factibles en México y propone recomendaciones y soluciones operativas. 

La tesis central es que la actitud hacia los derechos humanos no se forma de manera 

estable cuando se les reduce a contenido declarativo; se consolida cuando la escuela 

organiza su vida cotidiana, su enseñanza y su toma de decisiones desde una lógica cohe-

rente de dignidad, participación y justicia. 

Palabras clave: aprendizaje actitudinal, educación en derechos humanos, clima esco-

lar, participación estudiantil, Nueva Escuela Mexicana.

Abstract. This article examines the factors that make strong attitudinal learning of Hu-

man Rights more likely in school settings. Rather than presenting an original PRISMA 

review, it offers an analytical synthesis grounded in published systematic reviews, re-

search syntheses, influential empirical studies, and current Mexican policy documents. 

*	 Unidad UPN 111 Guanajuato. Profesor-investigador
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The literature converges around six major factors: rights-based school climate, genuine 

student participation, teacher preparation and intervention, transformative and reflec-

tive pedagogy, explicit human rights language, and contextualization in real inequali-

ties. Building on this convergence, the article translates research findings into feasible 

school conditions in Mexico and proposes practical recommendations and implementa-

tion-oriented solutions. Its central claim is that attitudes toward Human Rights do not 

develop robustly when rights are treated as merely declarative content; they become 

durable when schools organize everyday life, teaching, and decision-making through a 

coherent logic of dignity, participation, and justice. 

Keywords: Attitudinal Learning, Human Rights Education, School Climate, Student Par-

ticipation, New Mexican School.

Introducción

La educación en derechos humanos suele enfrentarse en la escuela a un 

problema bastante visible: se le enuncia más de lo que se practica. Se habla 

de dignidad, igualdad, inclusión, no discriminación y respeto, pero muchas 

veces esas palabras quedan detenidas en el discurso institucional, en una se-

cuencia didáctica aislada o en una conmemoración escolar. Mientras tanto, la 

vida cotidiana continúa marcada por rutinas que a veces contradicen abierta-

mente esos principios. Hay alumnado que puede repetir fórmulas moralmente 

aceptables y, al mismo tiempo, tolerar humillaciones, guardar silencio frente a 

la exclusión de otras personas o asumir como “normales” ciertas desigualda-

des. Ese contraste obliga a dirigir la mirada hacia un terreno menos especta-

cular que los contenidos declarativos, sin embargo, mucho más decisivo para 

la experiencia formativa: el aprendizaje actitudinal de los derechos humanos. 

La UNESCO y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 

los Derechos Humanos (2023) sostienen que la educación en derechos huma-

nos puede influir no solo en los conocimientos, sino también en las actitudes 

y los comportamientos del estudiantado. 

Cuando aquí se habla de aprendizaje actitudinal, no se está aludiendo a 

un conjunto de opiniones correctas o a una adhesión verbal de valores gené-
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ricos. El término remite a disposiciones relativamente estables para reconocer 

la dignidad propia y ajena, percibir injusticias, rechazar la humillación, nom-

brar vulneraciones, participar en la deliberación colectiva y orientar la propia 

conducta desde un marco de derechos. La literatura del campo no siempre 

usa la expresión “aprendizaje actitudinal” de forma explícita; con frecuencia 

trabaja con categorías cercanas, como percepciones de derechos, conciencia 

de derechos, ciudadanía democrática, autoestima social, tolerancia, agencia o 

disposición transformadora. Aun con esa diversidad conceptual, la convergen-

cia es suficiente para sostener que la dimensión actitudinal existe, es educable 

y depende de las condiciones escolares en que se desarrolla. Perry-Hazan 

(2021), por ejemplo, mostró que la percepción estudiantil de los derechos se 

configura a partir de conocimientos, experiencias y emociones, y que suele 

tener un carácter intuitivo si la escuela no ofrece marcos más explícitos. 

Esa discusión adquiere un peso especial en México porque el marco cu-

rricular vigente ya no permite tratar los derechos humanos como un asunto 

marginal. El Plan de Estudio para la Educación Preescolar, Primaria y Se-

cundaria 2022, de la Secretaría de Educación Pública (sep) (2022a), define  

la educación como un derecho humano y coloca a la dignidad, la igualdad 

sustantiva, la inclusión, la justicia social y la participación colectiva en el cen-

tro de la vida escolar; además, subraya el carácter regional, local, contextual y 

situacional del proceso de enseñanza y aprendizaje, y reconoce a las maestras 

y los maestros como agentes fundamentales de transformación social. Eso 

modifica el punto de partida: ya no se trata de justificar desde cero por qué 

la escuela mexicana debería interesarse por el aprendizaje actitudinal de los 

derechos humanos, sino de indagar qué condiciones lo hacen posible y cómo 

evitar que esa aspiración quede atrapada en el lenguaje oficial. 

El propósito de este artículo es responder a una pregunta concreta: ¿cuá-

les son los factores críticos de éxito del aprendizaje actitudinal de los derechos 

humanos en la escuela y de qué manera podrían traducirse en condiciones y 

acciones factibles para las escuelas mexicanas? Para ello, el texto se apoya en 

revisiones sistemáticas, síntesis de investigación, estudios empíricos amplia-

mente citados y documentos oficiales recientes. No se presenta una revisión 

sistemática original elaborada desde cero sobre todas las bases de datos posi-
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bles. Lo que se ofrece es una síntesis analítica, documentada y verificable de la 

literatura más pertinente, junto con una lectura aplicada al caso mexicano. Esa 

decisión metodológica importa porque permite distinguir entre dos niveles: 

por un lado, lo que la investigación ha mostrado con mayor consistencia; por 

otro, la manera en que esos hallazgos pueden aterrizarse en la vida escolar real. 

La tesis que recorre el artículo es sencilla, aunque exigente en sus impli-

caciones: el aprendizaje actitudinal de los derechos humanos no se consolida 

cuando los derechos se reducen a información normativa, sino cuando la es-

cuela ofrece una experiencia coherente de dignidad, participación, lenguaje 

explícito, reflexión crítica y lectura situada de las desigualdades. Desde esa te-

sis se organiza la revisión de la literatura, la exposición de los factores críticos 

principales y la propuesta de recomendaciones y soluciones para las escuelas 

mexicanas. 

El impacto social de promover el aprendizaje actitudinal de los derechos 

humanos rebasa por mucho los límites del aula. Cuando niñas, niños y adoles-

centes aprenden a reconocer la dignidad de las personas, a percibir la humilla-

ción como un problema público y no como un hecho menor, y a interpretar 

la desigualdad desde un marco de derechos, la escuela contribuye a formar 

disposiciones que favorecen la convivencia democrática, la disminución de 

prácticas discriminatorias y una mayor sensibilidad frente a la exclusión. La 

UNESCO y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 

los Derechos Humanos (2023) sostienen que la educación en derechos hu-

manos puede influir en actitudes y comportamientos; por su parte, Fernán-

dez Fonseca y Tabares Jiménez (2024) muestran que, en el contexto escolar 

latinoamericano, ese campo se vincula con pensamiento crítico, uso público 

de la razón y subjetividad política. Bajo esa lógica, fortalecer el aprendizaje 

actitudinal de los derechos humanos no solo mejora la experiencia escolar 

inmediata; también amplía las posibilidades de construir comunidades menos 

tolerantes a la violencia, más capaces de deliberar y más dispuestas a defender 

la dignidad propia y ajena.

Para la escuela y para el sistema educativo, ese aprendizaje ofrece bene-

ficios que son, a la vez, pedagógicos, institucionales y sociales. Perry-Hazan 

(2021) mostró que las percepciones estudiantiles de los derechos dependen, 
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en gran medida, del contexto escolar, mientras que Mager y Nowak (2012) 

documentaron que la participación auténtica del alumnado fortalece habi-

lidades democráticas, autoestima, relaciones alumno-adulto y ethos escolar. 

Eso significa que trabajar de manera intencional el plano actitudinal de los 

derechos humanos puede favorecer mejores climas de convivencia, mayor le-

gitimidad de la autoridad pedagógica, más capacidad para prevenir conflictos 

degradantes y una relación más sólida entre currículo, vida escolar y justicia 

educativa. En el caso mexicano, además, ese aprendizaje ayuda a que el ho-

rizonte normativo de la Nueva Escuela Mexicana no permanezca como una 

formulación abstracta, sino que se traduzca en prácticas escolares congruentes 

con la dignidad, la inclusión, la igualdad sustantiva y la participación colectiva 

que la sep (2022a) coloca en el centro del proyecto educativo.

Revisión de la literatura

La búsqueda de revisiones sistemáticas centradas de manera estricta en “apren-

dizaje actitudinal de los derechos humanos” conduce a un hallazgo inicial im-

portante: el campo existe, pero no siempre está nombrado con esa etiqueta. La 

evidencia aparece distribuida entre estudios sobre percepciones de derechos, 

participación escolar, escuelas respetuosas de derechos, pedagogía transforma-

dora, currículo de la educación en derechos humanos y revisiones regionales 

sobre educación en derechos. Ese mapa obliga a una lectura de convergencia 

más que a una estrechamente terminológica. Perry-Hazan (2021), en una re-

visión sistemática de 38 estudios empíricos, encontró que las percepciones del 

estudiantado sobre sus derechos en la escuela suelen ser intuitivas, esto es, no 

están necesariamente ancladas en normas jurídicas explícitas, sino en la expe-

riencia vivida del trato, de la justicia o de la arbitrariedad; también observó 

que esas percepciones varían según el contexto escolar, el contexto nacional, 

la pertenencia minoritaria, la religión, el nivel socioeconómico, el género y 

la edad. Esa revisión, por sí sola, coloca al entorno escolar como uno de los 

núcleos decisivos del aprendizaje actitudinal. 

Una segunda mirada a nuestro tema es la revisión sistemática de Ma-

ger y Nowak (2012) sobre la participación del estudiantado en la toma de 
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decisiones escolares. Aunque el artículo no fue concebido como una revi-

sión exclusiva sobre educación en derechos humanos, sus resultados son di-

rectamente relevantes para este tema. Las autoras sintetizaron 32 estudios 

empíricos y concluyeron que existe evidencia moderada de efectos positi-

vos de la participación sobre habilidades para la vida, autoestima, estatus 

social, habilidades democráticas y ciudadanía, relaciones alumna/o-adul-

ta/o y ethos escolar. Esa constatación es crucial para el argumento de este 

trabajo: cuando el alumnado participa de manera real en decisiones sig-

nificativas, no solo aprende procedimientos democráticos, sino que in-

corpora disposiciones, hábitos relacionales y formas de agencia estrecha-

mente vinculadas con el aprendizaje actitudinal de los derechos humanos. 

Brantefors y Quennerstedt (2016), en su síntesis de investigación sobre 

la enseñanza y aprendizaje de los derechos humanos de la niñez, ayudan a 

ensanchar la mirada. Su trabajo identifica categorías recurrentes como in-

volucramiento, agencia, conciencia, ciudadanía, respeto por los derechos y 

cambio social. Lo valioso de ese resumen es que no se limita a preguntar si 

el estudiantado sabe derechos, sino que reconstruye cómo la enseñanza y el 

aprendizaje de los derechos se entrelazan con formas de participación, posi-

cionamiento moral y construcción de ciudadanía. Desde el punto de vista de 

este artículo, su aporte es muy claro: el aprendizaje actitudinal puede pensarse 

como una zona donde convergen conciencia, respeto, agencia y compromiso 

con el cambio social. 

En el contexto latinoamericano, Fernández Fonseca y Tabares Jiménez 

(2024) aportan una revisión sistemática especialmente pertinente. Su análisis 

de trabajos publicados entre 2016 y 2022 caracteriza el desarrollo de la edu-

cación en derechos humanos en la escuela en América Latina y subraya las 

tensiones entre la dimensión político-jurídica y la dimensión moral del cam-

po; al mismo tiempo, reconoce que la educación en derechos humanos puede 

contribuir al pensamiento crítico, al uso público de la razón y a la configu-

ración de subjetividad política. Ese aporte resulta especialmente valioso para 

escuelas mexicanas, porque evita dos reduccionismos frecuentes: reducir los 

derechos a normas abstractas o reducirlos a exhortaciones morales desligadas 

de relaciones de poder y de ciudadanía. 
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A esas revisiones y síntesis se suman trabajos conceptuales y empíricos 

de alta influencia. Tibbitts (2002) propuso tres modelos para comprender 

la educación en derechos humanos: el modelo de valores y sensibilización, 

el de rendición de cuentas y el transformacional; más tarde, Tibbitts (2005) 

vinculó la educación en derechos humanos con el aprendizaje transforma-

dor, subrayó la necesidad de condiciones de seguridad, reflexión crítica, 

confianza y compromiso emocional. Parker (2018) sostuvo que la educa-

ción en derechos humanos tiene un problema curricular cuando carece de 

una estructura disciplinar o episteme clara. Jerome, Liddle y Young (2021) 

mostraron que es posible sostener discusiones aparentemente compatibles 

con el discurso de derechos sin que exista suficiente conocimiento explíci-

to sobre los propios derechos. Covell, Howe y McNeil (2010) compararon 

escuelas más y menos exitosas en la incorporación de los derechos a currí-

culo, políticas y prácticas. Bajaj (2012), por su parte, documentó cómo la 

educación en derechos humanos puede oscilar entre un time pass superficial 

y una fuerza transformadora según el apoyo docente y la conexión con des-

igualdades reales. Osler y Skarra (2021) agregaron un hallazgo incómodo 

pero revelador: la educación en derechos humanos suele quedar implícita 

y demasiado dependiente de las percepciones individuales del profesorado. 

La convergencia entre esas fuentes permite identificar seis factores crí-

ticos principales: a) clima escolar y enfoque integral basado en derechos; b) 

participación real del estudiantado; c) formación, convicción e intervención 

docentes; d) pedagogía transformadora y reflexiva; e) conocimiento explícito 

del lenguaje de derechos, y f ) contextualización en desigualdades reales. Esos 

aspectos no constituyen un inventario arbitrario; emergen de la reiteración 

de hallazgos, preocupaciones y propuestas a lo largo del campo. La literatura 

no sugiere que uno solo de ellos baste por sí mismo; más bien, muestra que el 

aprendizaje actitudinal se fortalece cuando esas condiciones se articulan entre 

sí y se sostienen en la vida cotidiana escolar. 
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Factores críticos principales de éxito del aprendizaje 
actitudinal de los derechos humanos

Los seis factores que se desarrollan a continuación no deben leerse como una 

lista fragmentada de requisitos independientes, sino como una trama de con-

diciones que se refuerzan entre sí. La literatura revisada sugiere que el apren-

dizaje actitudinal de los derechos humanos adquiere mayor solidez cuando la 

escuela articula clima escolar, participación, intervención docente, pedagogía 

reflexiva, lenguaje explícito de derechos y lectura situada de las desigualdades 

en una misma experiencia formativa. Perry-Hazan (2021), Mager y Nowak 

(2012), Tibbitts (2005) y Bajaj (2012), desde perspectivas distintas, permiten 

sostener que las actitudes no cambian de manera durable por un solo mensaje 

ni por una actividad aislada, sino cuando el alumnado encuentra coherencia 

entre lo que la escuela dice, lo que hace y lo que le permite comprender sobre 

su propio mundo. Por ello, esos seis factores conviene entenderlos como un 

sistema práctico de posibilidades pedagógicas, y no como un inventario me-

ramente descriptivo.

Clima escolar y enfoque integral basado en derechos

El primer factor es el clima escolar basado en derechos. Perry-Hazan (2021) 

mostró que las percepciones estudiantiles de los derechos no se construyen 

solo por vía cognitiva, sino a través de experiencias emocionales y relaciona-

les. Covell, Howe y McNeil (2010) observaron algo muy parecido al compa-

rar escuelas que habían incorporado con mayor o menor éxito la educación 

en derechos humanos: las experiencias más robustas eran aquellas donde los 

derechos atravesaban las políticas, el currículo y las prácticas escolares. En 

otras palabras, el alumnado no aprende actitudinalmente los derechos porque 

haya escuchado una definición correcta, sino porque vive en un espacio don-

de el trato, la regulación y la convivencia son coherentes con la dignidad que 

la escuela dice defender. 

Llevado al contexto mexicano, ese factor encuentra una base clara en la 

sep (2022a), cuyo plan de estudio 2022 define la educación como un derecho 
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humano y coloca a la dignidad, la inclusión y la igualdad sustantiva como 

coordenadas de la vida escolar. Esa base, sin embargo, no produce por sí sola 

un clima justo. Hace falta revisar qué mensajes reales transmite la escuela 

cuando disciplina, cuando distribuye la palabra, cuando resuelve conflictos o 

cuando tolera ciertas formas de humillación. El clima escolar no es un telón 

de fondo, sino una de las formas más poderosas de currículo vivido. 

Participación real del estudiantado

El segundo factor es la participación real del estudiantado. Mager y Nowak 

(2012) ofrecieron una de las demostraciones más sólidas de su importancia al 

sintetizar evidencia sobre sus efectos positivos en autoestima, habilidades de-

mocráticas, ciudadanía, relaciones alumna/o-adulta/o y ethos escolar. Desde 

el punto de vista de los derechos humanos, la participación no es un recurso 

decorativo ni un complemento metodológico, sino una experiencia formativa 

donde el o la estudiante deja de ser un/a receptor/a disciplinado/a del orden 

escolar y se reconoce como sujeto/a con voz, juicio y capacidad de incidir. 

Cuando esa experiencia se vuelve regular, la actitud hacia los derechos se 

desplaza. Ya no se trata solo de respetar en abstracto, sino de habitar relaciones 

más simétricas y corresponsables. 

El Plan de Estudio para la Educación Preescolar, Primaria y Secundaria 2022 

(sep, 2022b) y las Sugerencias metodológicas para el desarrollo de los proyectos edu-

cativos (sep, 2022 c) ofrecen condiciones favorables para eso al colocar a la 

comunidad y a los proyectos colectivos en el centro de la enseñanza, además 

de promover deliberación, trabajo colaborativo y análisis de problemas rea-

les. El reto está en distinguir la participación auténtica de la participación 

simulada. Una asamblea sin consecuencias visibles no enseña ciudadanía; 

enseña cinismo. Una consulta donde las personas adultas ya decidieron todo 

enseña obediencia envuelta en lenguaje democrático. Por eso, para que la 

participación tenga valor actitudinal, necesita efectos reales, aunque sean 

modestos al inicio. 
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Formación, convicción e intervención docentes

El tercer factor es la mediación del profesorado. Osler y Skarra (2021) mos-

traron que la educación en derechos humanos suele quedar implícita y res-

tringida, pues depende demasiado de las percepciones individuales de las y los 

docentes. Bajaj (2012) encontró también que el apoyo, el interés y la  interven-

ción del profesorado modifican profundamente el impacto de los programas 

de derechos humanos. Dicho de forma directa: los derechos entran a la escuela 

o se debilitan en ella a través de la acción cotidiana de quienes enseñan. El 

modo en que el profesorado interviene frente a una exclusión, distribuye la 

palabra, corrige una burla o legitima la voz de ciertos estudiantes es parte 

decisiva del aprendizaje actitudinal. 

La escuela mexicana cuenta con un recurso institucional importante para 

trabajar ese factor: los consejos técnicos escolares (cte), cuyos lineamientos vi-

gentes ubican al cte como el órgano colegiado de mayor decisión técnico-pe-

dagógica en cada escuela de educación básica, dentro del marco de la Nueva 

Escuela Mexicana (sep, 2024). Allí podrían construirse criterios compartidos 

sobre trato digno, discriminación, respuesta ante vulneraciones y uso del len-

guaje de derechos. Cuando esos acuerdos no existen, cada docente improvisa 

desde su historia personal, y el alumnado recibe mensajes contradictorios. 

Pedagogía transformadora y reflexiva

El cuarto factor es la pedagogía transformadora y reflexiva. Tibbitts (2005) 

vinculó la educación en derechos humanos con el aprendizaje transformador y 

describió la importancia de condiciones como confianza, seguridad, reflexión 

crítica y compromiso emocional. La UNESCO y la Oficina del Alto Comi-

sionado (2023) también destacan que la educación en derechos humanos puede 

tener mejores efectos cuando se trabaja mediante métodos participativos, inte-

ractivos y situados. Esto cambia el modo de pensar la enseñanza: no basta con dar 

el tema; hace falta trabajar con dilemas, conflictos, casos, experiencias cercanas 

y preguntas que le permitan al alumnado examinar relaciones de poder, injus-
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ticias y responsabilidades. La actitud se vuelve más robusta cuando la o el estu-

diante no solo escucha, sino que interpreta, contrasta, delibera y se posiciona. 

 Las Sugerencias metodológicas… (sep, 2022b) y las Metodologías para el desa-

rrollo de proyectos educativos (sep, 2022c) ofrecen un terreno muy fértil para esa 

pedagogía al proponer proyectos educativos, aprendizaje basado en problemas 

y aprendizaje basado en proyectos comunitarios como metodologías capaces 

de articular conocimientos, habilidades y actitudes en relación con el entor-

no. Lo relevante aquí es que esas metodologías no exigen una infraestructura 

excepcional, sino intencionalidad pedagógica, observación del contexto y una 

mediación docente capaz de convertir situaciones reales en oportunidades de 

pensamiento y acción. 

Conocimiento explícito del lenguaje de derechos

El quinto factor es el conocimiento explícito del lenguaje de derechos. Jero-

me, Liddle y Young (2021) mostraron que algunos estudiantes pueden partici-

par en discusiones con apariencia de derechos, sin comprender suficientemen-

te qué es un derecho, cómo se justifica o qué distingue una vulneración de 

una mera preferencia. Perry-Hazan (2021) encontró, asimismo, que muchas 

percepciones de derechos son intuitivas. Parker (2018) radicalizó el problema 

al sostener que la educación en derechos humanos padece una debilidad curri-

cular cuando no cuenta con una estructura conceptual clara. Todo eso apunta 

a la misma dirección: una actitud favorable pero conceptualmente vaga puede 

ser frágil, inconsistente o fácilmente manipulable. 

Aquí el caso mexicano vuelve a mostrar una oportunidad. La sep (2022a) 

ya formula el currículo desde un enfoque de derechos humanos. Por ello, no 

se requiere inventar un espacio curricular adicional para comenzar a trabajar 

un vocabulario explícito de dignidad, igualdad, discriminación, participa-

ción, integridad, inclusión o reparación; lo que sí se necesita es usar ese voca-

bulario de manera sostenida y aplicada, de tal forma que el alumnado aprenda 

a nombrar con precisión qué ocurre en un conflicto y qué marco de derechos 

permite interpretarlo. 
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Contextualización en desigualdades reales

El sexto factor es la contextualización en desigualdades reales. Bajaj (2012) mos-

tró que la educación en derechos humanos se vuelve transformadora cuando se 

conecta con relaciones de poder, violencia y desigualdad realmente vividas, y 

cuando el entorno escolar acompaña ese proceso. Perry-Hazan (2021) también 

llamó la atención sobre la importancia de agendas sensibles al contexto. En tér-

minos escolares, eso significa que los derechos no deberían enseñarse solo me-

diante ejemplos abstractos o remotos; también necesitan convertirse en lentes 

para leer el barrio, la comunidad, el aula y la propia institución. Allí es donde 

el alumnado puede descubrir que los derechos no son un repertorio decorativo, 

sino una forma de entender y cuestionar desigualdades concretas. 

La sep (2022a) insiste en el carácter local, regional, contextual y situa-

cional de la enseñanza y en la comunidad como núcleo integrador del apren-

dizaje. Desde esa perspectiva, resulta legítimo y pedagógicamente potente 

trabajar problemas como la discriminación por origen social, lengua, género, 

discapacidad, migración, rezago o pertenencia territorial. Cuando la escuela 

evita esas realidades porque las considera incómodas, la educación en derechos 

humanos corre el riesgo de volverse abstracta y desactivada; cuando las aborda 

con cuidado pedagógico, gana densidad ética y política. 

Recomendaciones puntuales para las escuelas

La primera recomendación es asumir que los derechos humanos no pueden 

quedar reducidos a un tema curricular aislado, la escuela necesita tratarlos 

como criterio organizador de la convivencia y del trabajo pedagógico. Pe-

rry-Hazan (2021) y Covell, Howe y McNeil (2010) coinciden, desde ángulos 

distintos, en que la experiencia escolar concreta pesa mucho en la formación 

de la conciencia y de las actitudes en torno a los derechos. En términos prác-

ticos, eso significa revisar reglamentos, acuerdos de convivencia, rutinas dis-

ciplinarias, formas de corrección y usos de la autoridad desde la pregunta por 

la dignidad. La interrogante clave no sería únicamente ¿enseñamos derechos 

humanos?, sino ¿la escuela hace sentir al alumnado que sus derechos cuentan? 
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La segunda recomendación es abrir espacios reales de participación estu-

diantil con efectos visibles. Mager y Nowak (2012) mostraron que la partici-

pación se asocia con mejores habilidades democráticas, autoestima y relaciones 

alumno/a-adulto/a. Las Sugerencias metodológicas… (sep, 2022b) y las Metodolo-

gías…(sep, 2022c) ya ofrecen un repertorio metodológico que permite pensar 

asambleas, proyectos, consultas y decisiones compartidas sobre problemas con-

cretos del aula o de la escuela. El punto decisivo es que la participación no sea 

ceremonial; debe tener alguna consecuencia reconocible, aunque al principio 

sea pequeña: una regla negociada, un proyecto elegido por el grupo, una me-

jora acordada en el aula o una forma nueva de seguimiento de los conflictos. 

La tercera recomendación es convertir la formación docente en construc-

ción colegiada de criterios de intervención. Osler y Skarra (2021) advirtieron 

que la educación en derechos humanos queda a menudo capturada por in-

terpretaciones individuales del profesorado. La sep (2024), al regular el fun-

cionamiento de los cte, ofrece una estructura institucional útil para revertir 

esa dispersión. Las escuelas podrían aprovechar esos espacios para acordar qué 

prácticas constituyen humillación, discriminación o exclusión, cómo deben 

responder las personas adultas y qué lenguaje usar para nombrar los derechos 

en juego. Cuando esos criterios se comparten, la intervención docente deja de 

ser azarosa y gana consistencia pedagógica. 

La cuarta recomendación es incorporar una pedagogía más reflexiva, si-

tuada y transformadora. Tibbitts (2005) y la UNESCO, con la Oficina del 

Alto Comisionado (2023), muestran que la educación en derechos humanos 

produce mejores resultados cuando incluye participación activa, análisis crí-

tico y compromiso con experiencias reales. Por ello conviene trabajar dile-

mas, casos, noticias locales, conflictos escolares y proyectos vinculados con el 

entorno. Las Sugerencias metodológicas… (sep, 2022b) y las Metodologías…(sep, 

2022c)) ya legitiman esas rutas metodológicas. El cambio clave consiste en no 

tratar los derechos como una lista para memorizar, sino como un marco para 

interpretar, discutir y actuar. 

La quinta recomendación es enseñar de manera explícita el lenguaje de 

los derechos. Jerome, Liddle y Young (2021), Perry-Hazan (2021) y Parker 

(2018) coinciden en que, sin conocimiento conceptual, los discursos sobre 
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convivencia pueden quedarse vagos o intuitivos. Las escuelas mexicanas po-

drían empezar con un repertorio básico y recurrente de nociones: dignidad, 

igualdad, discriminación, participación, integridad, inclusión, reparación, 

exigibilidad. Lo importante no es saturar de tecnicismos, sino crear un len-

guaje compartido para analizar situaciones concretas. 

La sexta recomendación es vincular el trabajo escolar con las desigualdades 

reales del entorno. Bajaj (2012) mostró que la educación en derechos humanos 

gana potencia cuando toca relaciones de poder, violencia y exclusión efectiva-

mente vividas. La sep (2022a) insiste en que la enseñanza debe ser contextual, 

comunitaria y situada. Por eso conviene que cada escuela identifique qué des-

igualdades atraviesan de manera más sensible su vida cotidiana: burlas por forma 

de hablar, estereotipos de género, exclusión de estudiantes con discapacidad, es-

tigmas asociados al barrio, silenciamiento de estudiantes indígenas o migrantes, 

o trato desigual ligado al capital cultural y económico. El trabajo sobre derechos 

cobra mayor importancia cuando esas realidades entran al análisis pedagógico. 

Conclusiones

Las recomendaciones anteriores marcan una trayectoria. Pero una escuela ne-

cesita algo más que una dirección general: requiere maneras de ponerla en 

marcha sin convertirla en una carga inviable o en un discurso vacío. Por eso 

conviene pensar las soluciones como una serie de decisiones graduales, obser-

vables y sostenibles. La primera solución consiste en traducir el enfoque de de-

rechos a los instrumentos y las rutinas que ya existen. No hace falta comenzar 

con un rediseño total de la escuela; puede empezarse revisando acuerdos de 

convivencia, observando cómo se ejerce la disciplina, identificando momen-

tos habituales de exclusión y preguntando qué mensajes reales se transmiten 

sobre la dignidad en los patios, los salones y los actos escolares. Esa línea de 

trabajo dialoga directamente con lo planteado por Perry-Hazan (2021) y por 

Covell, Howe y McNeil (2010): los derechos se aprenden también a través del 

clima escolar, no solo por medio del contenido formal. 

En ese sentido, una solución concreta para el factor del clima escolar es 

establecer una condición mínima de coherencia institucional. Una escuela no 
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necesita esperar grandes recursos para hacer eso; puede acordar, por ejemplo, 

que ninguna práctica disciplinaria humille públicamente al alumnado, que 

todo incidente de apodo discriminatorio sea atendido de inmediato y que 

exista una bitácora simple para registrar situaciones reiteradas de exclusión o 

maltrato. La utilidad de esta medida es doble: por un lado, permite intervenir; 

por otro, vuelve visible lo que antes se naturalizaba. El riesgo, desde luego, es 

la simulación: redactar acuerdos impecables que no transformen ni un cen-

tímetro del trato cotidiano. La solución real consiste en ligar acuerdos, dar 

seguimiento y hacer revisión periódica en espacios colegiados como el cte, 

tal como permiten los lineamientos de la sep (2024). 

Respecto de la participación estudiantil, una solución viable es crear es-

pacios de decisión con alcance limitado, pero verdadero. Mager y Nowak 

(2012) no respaldan la participación aparente; lo que su revisión ayuda a valo-

rar es la participación con efectos. Una escuela mexicana puede comenzar con 

asambleas mensuales de grupo, con un orden breve del día y acuerdos visibles; 

también puede incorporar la representación estudiantil en la revisión de nor-

mas de convivencia o en la identificación de problemas del aula. Aquí importa 

menos la espectacularidad del mecanismo que la constancia y la consecuencia. 

Un acuerdo sobre el uso del espacio común, de formas de participación en 

clase o respecto a un pequeño proyecto de mejora puede tener un valor for-

mativo enorme si el estudiantado percibe que su voz produjo un cambio real. 

La participación deja de ser, entonces, un ejercicio ornamental y se convierte 

en una experiencia de agencia y corresponsabilidad. 

Esa puesta en marcha exige cuidar un riesgo habitual: que la escuela llame 

participación a la simple colaboración del alumnado en tareas ya decididas por 

las personas adultas; para evitarlo, conviene que cada espacio participativo res-

ponda dos preguntas simples: ¿qué podía decidir realmente el grupo?, y ¿qué 

cambió a partir de esa decisión? Si ninguna respuesta es clara, probablemente 

se trató de una consulta decorativa. Las Sugerencias metodológicas… (sep, 2022b) 

y las Metodologías…(sep, 2022c) ofrecen marcos metodológicos suficientes para 

diseñar proyectos comunitarios y procesos de deliberación donde el alumna-

do no solo ejecute, sino que identifique problemas, negocie rutas de acción y 
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evalúe resultados. Eso vuelve más probable un aprendizaje actitudinal donde 

los derechos no se aprenden sobre otros, sino que se viven en primera persona. 

En el caso del profesorado, la solución más prometedora no consiste úni-

camente en cursos externos, sino en construir un repertorio común de inter-

vención escolar. Osler y Skarra (2021) mostraron que la educación en dere-

chos humanos se vuelve frágil cuando depende demasiado de la interpretación 

individual de cada docente. Una escuela puede responder a eso con acuerdos 

mínimos y muy concretos: cómo se intervendrá ante burlas racistas o sexistas, 

cómo se redistribuirá la palabra cuando siempre hablen los mismos, qué hacer 

cuando un/a estudiante es sistemáticamente ridiculizado/a, cómo nombrar 

el derecho implicado sin convertir cada conflicto en una clase magistral. La 

clave está en traducir principios amplios a criterios de acción observables. 

Aquí el cte adquiere una función estratégica; la sep (2024) le reconoce 

un carácter técnico-pedagógico y la capacidad de decisión colegiada, eso lo 

vuelve un espacio adecuado para revisar casos, ajustar criterios y compartir 

experiencias de aula. Una solución razonable sería dedicar, al menos una vez 

por bimestre, un momento breve del trabajo colegiado a revisar incidentes de 

convivencia desde una lógica de derechos. No se trata de burocratizar el pro-

ceso, sino de darle densidad profesional. Cuando las y los docentes observan 

juntos cómo un conflicto involucra dignidad, discriminación, participación o 

exclusión, la educación en derechos humanos deja de ser un tema externo y se 

vuelve un lenguaje de análisis pedagógico cotidiano. 

Para la pedagogía transformadora y reflexiva, una solución potente con-

siste en instalar una secuencia didáctica regular, aunque breve, en lugar de 

esperar grandes proyectos esporádicos. Tibbitts (2005) ayuda a comprender 

que el cambio no ocurre por acumulación mecánica de información, sino 

cuando hay condiciones para la reflexión crítica y el compromiso emocional. 

Una escuela puede empezar, por ejemplo, con un dilema quincenal relacio-

nado con la vida del grupo o con una situación del entorno; preguntar qué 

ocurrió, quién fue afectado, qué derecho estuvo en juego, cómo se justifica 

una postura y qué alternativas serían más justas. La rutina importa porque 

convierte los derechos en una forma de mirar y pensar, no en un aconteci-

miento excepcional. 
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A esa secuencia se le puede añadir una segunda capa: proyectos vinculados 

con problemas reales del entorno escolar o comunitario. Las Sugerencias metodo-

lógicas… (sep, 2022b) y las Metodologías…(sep, 2022c) ya ofrecen rutas metodo-

lógicas para ello. La solución práctica está en no plantear proyectos despropor-

cionados para la capacidad de la escuela, sino planes focalizados y realizables: 

analizar la distribución de la palabra en clase, revisar barreras de acceso para 

estudiantes con discapacidad, estudiar formas de exclusión en el recreo, indagar 

percepciones de discriminación lingüística o proponer una campaña de trato 

digno diseñada por el propio alumnado. Esas acciones, aunque modestas, tienen 

una ventaja pedagógica fuerte: muestran que el discurso de derechos puede en-

carnarse en una investigación y en una intervención colectiva. 

En relación con el lenguaje explícito de derechos, una solución simple y 

eficaz es construir un vocabulario escolar básico compartido. Jerome, Liddle 

y Young (2021) mostraron que el estudiantado puede conversar sobre dilemas 

sin poseer suficiente comprensión de los derechos. Parker (2018) advierte un 

problema curricular semejante. Para responder a ello, una escuela podría crear 

un glosario visible y vivo no como decoración, sino como herramienta de tra-

bajo. Ese glosario tendría que reaparecer en conflictos, proyectos, reflexiones 

y acuerdos. El objetivo no es tecnificar la convivencia, sino darle precisión. 

Cuando un/a estudiante logra decir que una situación no es solo fea o injusta, 

sino discriminatoria o lesiva de la dignidad, cambia su capacidad de interpre-

tación y también su posición ante el problema. 

Otra solución complementaria es integrar microsecuencias semanales de 

diez o quince minutos para aplicar un concepto de derechos en una situación 

concreta; este tipo de práctica evita dos errores frecuentes: el primero, pensar 

que la explicitud conceptual solo se logra en clases largas y teóricas; el se-

gundo, confiar en que el alumnado ya entenderá por intuición qué significan 

dignidad, igualdad o inclusión. Perry-Hazan (2021) mostró, precisamente, 

el peso de esa intuición cuando no hay un andamiaje más sólido. La escuela 

puede ayudar a transformar esa intuición en criterio, y ese paso es decisivo 

para el aprendizaje actitudinal. 

En cuanto a la contextualización en desigualdades reales, la solución más 

honesta es que cada escuela se mire a sí misma con mayor atención. Bajaj (2012) 
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mostró que la educación en derechos humanos cobra fuerza cuando se conecta 

con desigualdades realmente vividas. La sep (2022a) legitima, además, una en-

señanza situada y contextual; esto permite que la institución educativa levante 

un diagnóstico sencillo de exclusiones percibidas, no necesariamente median-

te instrumentos sofisticados, sino a través de observación, conversación con 

estudiantes, revisión de incidentes y escucha a familias o actores comunitarios. 

Lo importante es evitar que los derechos se trabajen siempre con ejemplos leja-

nos porque eso ofrece seguridad discursiva, pero poca transformación escolar. 

Una forma realista de avanzar sería escoger un problema local por periodo 

escolar y abordarlo como caso de derechos. No todos al mismo tiempo; uno a 

la vez, con cierta profundidad. En una escuela podría ser la burla sistemática a 

estudiantes con rezago; en otra, los estereotipos de género en la participación; 

en otra, la invisibilización de estudiantes indígenas o migrantes; en otra, la 

segregación informal según el capital cultural. La solución aquí consiste en 

pasar de una sensibilidad difusa a una focalización pedagógica. Cuando eso 

ocurre, la institución educativa no solo menciona derechos, sino que empieza 

a reorganizar su capacidad de mirar.

Hay, además, una solución transversal que conviene subrayar: documen-

tar. El aprendizaje actitudinal suele quedar sin seguimiento porque se conside-

ra demasiado intangible. Sin embargo, una escuela puede construir evidencia 

sencilla de avance: actas de asamblea, bitácoras de incidentes, productos de 

proyectos, listas de acuerdos cumplidos, registros de observación entre pares, 

reflexiones escritas del alumnado sobre derechos en juego y pequeños ba-

lances colegiados en cte. La UNESCO y la Oficina del Alto Comisionado 

(2023) insisten en que la educación en derechos humanos puede afectar acti-

tudes y comportamientos. Si eso es así, las escuelas necesitan alguna forma de 

observar esos cambios no para convertirlos en obsesión evaluativa, sino para 

no dejar que el tema se disuelva en buenas intenciones. 

Por último, la puesta en marcha de esas soluciones exige una lógica de 

progresión. La escuela no necesita intentar todo de una vez; puede comenzar 

por asegurar un clima de mayor dignidad y por explicitar un vocabulario 

básico; luego, abrir espacios de participación con consecuencias concretas; 

después, consolidar repertorios de intervención docente; más tarde, articular 
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proyectos y casos situados. Las Sugerencias metodológicas… (sep, 2022b),  las 

Metodologías…(sep, 2022c)y el Acuerdo número 05/04/24 por el que se emiten los 

Lineamientos para la integración, operación y funcionamiento de los Consejos Técnicos 

Escolares de Educación Básica (sep, 2024) permiten ese avance gradual porque 

ofrecen tanto marcos metodológicos como espacios institucionales de deci-

sión colegiada. La sostenibilidad del cambio depende, en gran medida, de 

aceptar esa progresividad y de no confundir profundidad con precipitación. 

La revisión aquí presentada permite sostener una idea bastante firme: el 

aprendizaje actitudinal de los derechos humanos en la escuela no depende 

de una sola estrategia ni de una lección especialmente bien diseñada, sino de 

una constelación de condiciones que se refuerzan mutuamente. Perry-Hazan 

(2021), Mager y Nowak (2012), Brantefors y Quennerstedt (2016), Fernán-

dez Fonseca y Tabares Jiménez (2024), Tibbitts (2002, 2005), Parker (2018), 

Jerome, Liddle y Young (2021), Covell, Howe y McNeil (2010), Bajaj (2012) 

y Osler y Skarra (2021) convergen, desde perspectivas distintas, en señalar 

que las actitudes hacia los derechos se forman mejor cuando la escuela ofrece 

dignidad vivida, participación real, mediación docente consistente, reflexión 

transformadora, lenguaje explícito y lectura situada de las desigualdades. 

En México la sep (2022a) ya proporciona un horizonte normativo su-

ficientemente potente al colocar la dignidad, la igualdad sustantiva, la co-

munidad y la participación en el corazón del currículo. La pregunta ya no 

es si hay justificación para una educación en derechos humanos con efectos 

actitudinales, sino si la escuela está dispuesta a aproximar su vida cotidiana a 

ese horizonte. Allí se juega la diferencia entre una institución que habla de 

derechos y una que enseña a vivirlos. 
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Habitar el cuerpo: maternidades, no maternidades y la 
dignidad como reflexión en derechos humanos

Inhabiting the Body: Motherhood, Non-Motherhood,  
and Dignity as a Human Rights Reflection

Yessica Berenice López Moreno*

Resumen. Este artículo analiza las maternidades y las no maternidades como fenóme-

nos sociojurídicos a partir de una lectura del cuerpo como espacio de articulación entre 

normatividad jurídica y experiencia social. Propone desplazar la noción de maternidad 

en singular hacia su comprensión plural, con el fin de problematizar la forma en que las 

trayectorias reproductivas se configuran bajo condiciones de desigualdad estructural.

Desde un enfoque cualitativo sociojurídico, se integran dimensiones normativa, ins-

titucional y experiencial en ejemplos del Estado de México.

El estudio sostiene que la pluralización de las maternidades y el reconocimiento de 

las no maternidades amplían el campo de los derechos humanos hacia una comprensión 

más compleja de la autonomía corporal. 

Palabras clave: maternidades, no maternidades, derechos humanos, autonomía corpo-

ral, Estado de México.

Abstract.  This article examines maternities and non-maternities as socio-legal pheno-

mena through a reading of the body as a site where legal normativity and social expe-

rience intersect. It proposes a shift from a singular conception of motherhood toward a 

plural understanding, in order to problematize the ways in which reproductive trajecto-

ries are shaped under conditions of structural inequality. Using a qualitative socio-legal 
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approach, the study integrates normative, institutional, and experiential dimensions, 

drawing on cases from the State of Mexico.

The analysis argues that the pluralization of maternities, along with the recognition 

of non-maternities, expands the scope of human rights toward a more complex concep-

tion of bodily autonomy.

Keywords: Maternities, Non-Maternities, Human Rights, Bodily Autonomy, State of Mexico.

Introducción

En el Estado de México la maternidad se configura en contextos atravesa-

dos por profundas diversidades sociales que se traducen en desigualdades 

estructurales, las cuales abarcan desde dimensiones culturales hasta el acceso a 

condiciones básicas de salud. Esa situación se refleja en indicadores recientes. 

Según la Secretaría de Salud (2024), en México se registraron 446 muertes 

maternas durante 2024, se concentra una proporción significativa en entida-

des con alta densidad poblacional, entre ellas esa entidad federativa. Si bien los 

marcos normativos nacionales e internacionales reconocen el derecho a una 

maternidad libre y digna, actualmente, persisten múltiples vulneraciones que 

evidencian tensiones entre el reconocimiento jurídico y su materialización 

efectiva en la vida cotidiana. 

Las mujeres y las personas gestantes enfrentan problemáticas como la 

violencia obstétrica, el acceso desigual a servicios de salud reproductiva, la 

criminalización en casos de aborto, así como obstáculos para conciliar la ma-

ternidad con el trabajo en contextos de precariedad laboral. Esas condiciones 

se intensifican en contextos atravesados por factores como la adolescencia, 

la pertenencia a pueblos originarios, la migración o la exclusión socioeco-

nómica, lo que evidencia la necesidad de un abordaje interseccional. En ese 

contexto, el estudio de las maternidades desde el enfoque de derechos huma-

nos resulta prioritario, particularmente en una entidad caracterizada por altos 

índices de violencia feminicida, desigualdad social y rezagos en salud materna. 
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De ese modo, el presente artículo se inscribe en un enfoque cualitativo 

de corte sociojurídico, sustentado en una estrategia metodológica que combi-

na el análisis documental, la hermenéutica jurídica y el análisis reflexivo del 

discurso. El corpus de estudio se delimita a partir de instrumentos normativos 

nacionales e internacionales en materia de derechos reproductivos, así como 

de políticas públicas implementadas en el Estado de México en los últimos 

años, con énfasis en aquellas orientadas a la salud materna y a la organización 

social de los cuidados. Este análisis se articula con una revisión teórica que 

problematiza las nociones de maternidad, maternidades y no maternidades 

desde una perspectiva interseccional, en diálogo con la categoría de corporei-

dad como eje del ejercicio de los derechos humanos.

De igual manera, la investigación se guía por la siguiente pregunta: ¿de 

qué manera los marcos normativos y las políticas públicas en el Estado de 

México garantizan o limitan el ejercicio del derecho a una maternidad libre 

y digna, considerando las desigualdades interseccionales y la dimensión de la 

corporeidad? Bajo esa interrogante, se sostiene que existe una brecha estruc-

tural entre el reconocimiento normativo del derecho a una maternidad digna 

y su implementación efectiva, derivada de la ausencia de un enfoque intersec-

cional y de la insuficiente incorporación de la corporeidad en el diseño y la 

implementación de políticas públicas.

Este estudio tiene como objetivo reflexionar sobre algunos de los marcos 

normativos en materia de maternidad en el Estado de México y analizar el 

papel de las políticas públicas estatales en la garantía o la limitación de los de-

rechos reproductivos y de cuidado. Asimismo, incorpora la corporeidad como 

categoría analítica central en el análisis sociojurídico de las maternidades, y, 

con ello, aporta nuevas visiones de la maternidad, desde lo humanístico.

Para su desarrollo, el texto se estructura en tres apartados. En el primero, 

“Maternidad, maternidades y no maternidades: una problematización teóri-

ca”, se propone una revisión conceptual orientada a cuestionar la noción de 

maternidad como experiencia homogénea, incorporando su carácter plural, 

situado y atravesado por relaciones de poder. En el segundo, “Del cuerpo a 

la norma: la maternidad como campo de derechos humanos”, se analizan los 

marcos de derechos que sostienen el ejercicio de las maternidades; se enfatiza 
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la centralidad del cuerpo como eje del acceso, de la garantía y la limitación de 

derechos. Finalmente, en el tercer apartado, “Cuerpo, maternidades y dere-

chos humanos: desafíos encarnados en el Estado de México”, se examinan las 

brechas entre el reconocimiento normativo y su implementación, a partir del 

análisis de políticas públicas y de las condiciones concretas que configuran las 

experiencias de las maternidades en la entidad.

En suma, este trabajo busca contribuir al campo de los estudios de género 

y derechos humanos mediante una lectura crítica de las maternidades en clave 

transversal, visibilizando las tensiones entre normatividad y realidad, así como 

los desafíos persistentes para la construcción de condiciones que garanticen el 

ejercicio pleno del derecho a una maternidad libre y digna.

Maternidad, maternidades y no maternidades:  
una problematización teórica

La maternidad ha sido históricamente presentada como una experiencia na-

tural, asociada casi de manera automática con la gestación, el embarazo y la 

crianza. Esa reducción a lo biológico no solo simplifica su complejidad, sino 

que también opera como un mecanismo de regulación social que fija expec-

tativas sobre los cuerpos y las vidas de las personas gestantes. Sin embargo, es 

importante considerar que la maternidad no puede unificarse. Como señala 

María Elisa Molina (2006), la maternidad constituye una categoría en perma-

nente transformación, atravesada por significados culturales, sociales y políti-

cos que desbordan su dimensión fisiológica.

Como señala Silvia Federici (2010, p. 29): 

… en la sociedad capitalista, el cuerpo es para las mujeres lo que la fábrica es para los 

trabajadores asalariados varones: el principal terreno de su explotación y resistencia, 

en la misma medida en que el cuerpo femenino ha sido apropiado por el Estado y 

los hombres, forzado a funcionar como un medio para la reproducción y la acumu-

lación de trabajo.  
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Desde esa perspectiva, el cuerpo no puede entenderse como un espacio neu-

tro, sino como un territorio en disputa donde se articulan relaciones de poder 

vinculadas con la reproducción, el trabajo y la organización social.

En este mismo sentido, Marcela Lagarde (2005) advierte que la mater-

nidad ha operado como uno de los principales organizadores de la identidad 

femenina, que produce una identificación casi total entre ser mujer y ser ma-

dre. En sus palabras, “la maternidad, como mandato social, ha organizado la 

vida de las mujeres en función del servicio, el sacrificio y la renuncia de sí” (p. 

363). Esa configuración no solo delimita las posibilidades de experiencia, sino 

que instala una moral del cuidado en la que el deber se confunde con el deseo, 

y la entrega, con la realización personal.

En diálogo con esas posturas, Adrienne Rich (1996) propone distinguir 

entre la maternidad como institución y la maternidad como experiencia; evi-

dencia cómo la primera ha funcionado como un dispositivo de regulación 

sobre el cuerpo y la sexualidad de las mujeres. Cuando afirma que “la insti-

tución de la maternidad asegura que las mujeres permanezcan principalmente 

responsables del cuidado, mientras el poder económico y político permanece 

en manos masculinas” (p. 61), pone de manifiesto que, aunque no toda expe-

riencia materna reproduce ese orden, sí se encuentra atravesada por él.

En ese sentido, las perspectivas de Silvia Federici, Marcela Lagarde y la 

propia Adrienne Rich permiten comprender que, en determinados contextos 

históricos, la maternidad ha operado como una categoría totalizante, capaz de 

organizar no solo la identidad femenina, sino también las expectativas socia-

les, los marcos normativos y las formas legítimas de habitar el cuerpo. Esa cen-

tralidad ha contribuido a consolidar un modelo hegemónico de maternidad 

que tiende a presentarse como universal, pero invisibiliza otras experiencias 

posibles y limita las condiciones de elección.

Dicho de otro modo, la maternidad puede entenderse como una cons-

trucción cultural multideterminada, definida por normas que responden  

a contextos históricos específicos. Al respecto, Raquel Royo Prieto (2011,  

p. 28) advierte que se trata de un “constructo social y simbólico que adquiere 

diferentes significados en distintos contextos sociohistóricos.” Esa construc-

ción no se limita al ámbito teórico, sino que se reproduce de manera constante 
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en la vida cotidiana a través de discursos y representaciones que refuerzan 

ciertos modelos de maternidad. Como señala la autora:

Son las madres quienes suelen aparecer junto a su bebé en los anuncios de pañales y  

las que reciben los “consejos y trucos para las mamás” de un conocido centro comer-

cial. El eslogan del anuncio de un medicamento contra el catarro, que representa a 

una madre con su bebé en brazos, expresa con la mayor claridad: “El cuidado que 

solo una madre puede dar” (Royo, 2011, p. 22).

Esos ejemplos permiten observar cómo se construye y difunde un ideal de ma-

ternidad asociado de manera casi exclusiva con el cuidado, la entrega y la res-

ponsabilidad afectiva, que refuerza la idea de que dichas cualidades son inhe-

rentes a las mujeres. En ese sentido, más que asumir la maternidad como una 

categoría dada, resulta necesario problematizar qué tipo de maternidad se ha 

legitimado y cuáles han sido históricamente invisibilizadas o desvalorizadas.

En México esa construcción se encuentra profundamente atravesada 

por una matriz cultural que ha vinculado la feminidad con el sacrificio, 

el cuidado y la abnegación; produce un ideal de madre que opera como 

mandato más que como elección. Tal como advierte Simone de Beauvoir 

(2005), la maternidad ha sido inscrita dentro de estructuras patriarcales que 

limitan la autonomía de las mujeres al reducirlas a funciones reproductivas y 

de cuidado. En contextos como el mexicano, esa lógica no solo persiste, sino 

que se reconfigura a través de discursos institucionales, religiosos y sociales 

que continúan colocando la maternidad como eje central de la identidad 

femenina. Esa imposición se expresa con particular claridad en indicadores 

como el embarazo adolescente. Según el Instituto Nacional de Estadística 

y Geografía (Inegi, 2023), en 2022, en el país, se registraron más de 340 

mil nacimientos en los que las madres eran menores de 20 años, lo que evi-

dencia que la maternidad no siempre se ejerce en condiciones de elección 

libre, sino en contextos atravesados por desigualdades estructurales. En ese 

sentido, más que asumir la maternidad como una experiencia generalizada, 

resulta necesario cuestionar las condiciones sociales que la producen y las 

limitaciones que enfrentan quienes la viven.
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Los procesos de incorporación de las mujeres al ámbito laboral no han 

significado un cambio sustantivo de esas estructuras, sino una reconfiguración 

que intensifica las tensiones entre producción y reproducción. Por ejemplo, en 

contextos como el mexicano, la inserción laboral de las mujeres ha ocurrido, 

en gran medida, en condiciones de precariedad, informalidad y desigualdad 

salarial, sin que esto haya implicado una redistribución efectiva de las tareas de  

cuidado (por el contrario, se ha consolidado una doble jornada que recae  

de manera desproporcionada en las mujeres). De acuerdo con el Inegi (2023), 

las mujeres destinan en promedio más del doble de tiempo al trabajo no re-

munerado que los hombres, lo que evidencia que la organización social del 

cuidado continúa siendo profundamente desigual. Esa situación adquiere par-

ticular relevancia en entidades como el Estado de México, donde las condi-

ciones de informalidad laboral y desigualdad en el acceso a servicios limitan 

la posibilidad de conciliar el trabajo remunerado con las tareas de cuidado, lo 

que profundiza, así, las brechas de género en el ejercicio de derechos.

Resulta necesario considerar la intervención de discursos médicos, cien-

tíficos y jurídicos que han contribuido a normar la experiencia materna es-

tableciendo parámetros sobre lo que significa ser una “buena madre”. Esas 

regulaciones no solo prescriben prácticas, sino que también producen formas 

de vigilancia sobre los cuerpos, pues configuran mecanismos de control sobre 

la reproducción y la experiencia materna. En ese marco, fenómenos como la 

violencia obstétrica permiten evidenciar cómo dichas lógicas se materializan 

en la atención en salud. De acuerdo con el Inegi (2022), un porcentaje signi-

ficativo de mujeres en México ha reportado haber experimentado algún tipo 

de maltrato durante la atención del embarazo, del parto o del puerperio, lo 

que da cuenta de que el cuerpo de las mujeres y las personas gestantes es un 

espacio no solo de experiencia, sino también de intervención institucional y 

ejercicio de poder.

En ese sentido, esas formas de regulación no operan de manera homogé-

nea, sino que impactan de manera diferenciada, según las condiciones sociales, 

económicas y etarias de quienes maternan. Como se ha señalado previamente 

en relación con el embarazo adolescente, la maternidad puede configurarse 

en contextos donde las condiciones de elección son limitadas, lo que pone en 
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evidencia la necesidad de pensar en maternidades en plural, atravesadas por 

desigualdades y por relaciones de poder que inciden directamente en el modo 

en que se viven y se ejercen.

Desde esa perspectiva, resulta fundamental desplazar la mirada hacia 

la pluralidad de las maternidades. Hablar en plural implica reconocer que 

no todas las experiencias de maternidad son iguales, pero también signifi-

ca nombrar aquellas que han sido sistemáticamente excluidas: maternidades 

precarizadas, racializadas, adolescentes o atravesadas por contextos de violen-

cia; asimismo, permite abrir el campo de análisis hacia las no maternidades, 

entendidas no como ausencia, sino como una posición legítima frente a los 

mandatos reproductivos.

La pluralidad de las maternidades exige, de manera correlativa, abrir un 

espacio analítico para las no maternidades no como una categoría residual 

definida por la ausencia de hijas o hijos, sino como un conjunto de posiciones 

corporales, afectivas y simbólicas que interrumpen la histórica equivalencia 

entre mujer y reproducción. En ese sentido, las no maternidades no constitu-

yen una carencia ni un déficit identitario, sino una forma legítima de habitar 

el cuerpo, incluso cuando ese desplazamiento continúe siendo socialmente 

problematizado, invisibilizado o moralizado.

En diálogo con lo anterior, Adrienne Rich advierte que la maternidad, 

cuando opera como institución, ha funcionado como un dispositivo de con-

trol sobre la vida de las mujeres, al punto de organizar su valor social en torno 

a la disponibilidad para el cuidado y la reproducción. En sus palabras, “… la 

institución de la maternidad ha sido una de las estrategias más eficaces para 

asegurar el control físico, económico y emocional de las mujeres” (Rich, 

1996, pág. 43). Leída desde las no maternidades, esa afirmación permite com-

prender que la negativa, el aplazamiento o la imposibilidad de maternar no 

constituyen meras decisiones individuales, sino posicionamientos que tensio-

nan el orden social. 

Desde esa perspectiva, las no maternidades no se sitúan como una cate-

goría opuesta a las maternidades, sino como una ampliación de su campo de 

comprensión, pues permiten desbordar los límites de una definición centrada 

exclusivamente en la reproducción. Pensarlas de ese modo implica reconocer 
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que la experiencia de no maternar también forma parte de las maneras en que 

los cuerpos se relacionan con el mandato reproductivo, ya sea a través de su 

aceptación, negociación o rechazo. En ese sentido, las no maternidades con-

tribuyen a complejizar el análisis, al evidenciar que la maternidad no puede 

reducirse a una experiencia homogénea ni obligatoria, sino que se configura 

en un entramado de posibilidades, decisiones y condiciones estructurales que 

delimitan su ejercicio.

En ese marco ampliado, las no maternidades no se sitúan al margen del 

campo de los derechos humanos, sino que lo reconfiguran y amplían, al colo-

car en el centro la autonomía corporal y la libre decisión reproductiva. Así, el 

derecho no solo opera como un mecanismo de garantía, sino también como 

un espacio de disputa en el que se definen los límites de la autonomía repro-

ductiva y las condiciones bajo las cuales los cuerpos pueden o no sustraerse de 

la lógica de la maternidad obligatoria. Esa tensión se vuelve particularmente 

visible en el contexto mexicano, donde, a pesar de la persistencia del mandato 

materno, se observan transformaciones sostenidas en los comportamientos re-

productivos. De acuerdo con el Consejo Nacional de Población (2022), la tasa 

global de fecundidad se ha reducido a niveles cercanos a 1.9 hijos por mujer, 

lo que refleja un cambio en las trayectorias reproductivas. Asimismo, inves-

tigaciones demográficas recientes indican que el porcentaje de mujeres que 

concluyen su vida reproductiva sin haber tenido hijas o hijos ha aumentado 

de manera significativa en las últimas décadas, alcanzando cerca del 18% en 

cohortes recientes, lo que evidencia que la no maternidad no constituye una 

excepción marginal, sino una tendencia en crecimiento.

En ese sentido, las no maternidades no pueden comprenderse únicamente 

como decisiones individuales, sino como expresiones de transformaciones so-

ciales más amplias vinculadas con el acceso a la educación, la inserción laboral, 

las condiciones económicas y la resignificación de los proyectos de vida. Así, 

el reconocimiento de las no maternidades no solo implica su inclusión en el 

discurso de los derechos humanos, sino la necesidad de garantizar condicio-

nes materiales, jurídicas y sociales que hagan posible el ejercicio efectivo del 

derecho a no maternar.
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Las nociones de maternidad, maternidades y no maternidades restituyen 

el carácter situado, encarnado y relacional de esas experiencias, al desplazar la 

idea de un sujeto abstracto hacia cuerpos concretos atravesados por condicio-

nes materiales, afectivas y sociales. En ese sentido, no se materna desde una 

universalidad homogénea, sino desde corporalidades marcadas por la edad, la 

clase, la salud, el deseo, la precariedad o el sostén comunitario. Lejos de ser 

unívoco, el cuerpo que materna se transforma, se tensiona y, en ocasiones, 

desborda los marcos normativos, produciendo formas de vínculo y sentido 

que no siempre encuentran reconocimiento en los discursos dominantes.

En ese marco, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-

rales, mediante la observación general Núm. 22 (2016) sobre el derecho a la 

salud sexual y reproductiva, ha establecido que los Estados deben garantizar 

que todas las personas puedan tomar decisiones libres, informadas y sin 

coerción respecto de su reproducción. En una línea convergente, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Artavia Murillo y otros 

vs. Costa Rica (2012), reconoció que las decisiones reproductivas forman 

parte del derecho a la vida privada y a la integridad personal. Esas referen-

cias permiten comprender la maternidad no como un destino, sino como un 

ámbito de ejercicio de derechos.

Así, el tránsito hacia una comprensión plural de las maternidades confi-

gura un campo analítico en el que el cuerpo deja de ser reducido a su función 

reproductiva para entenderse como un espacio de experiencia. Ese desplaza-

miento no solo tiene implicaciones teóricas, sino que plantea la exigencia, en 

el ámbito de los derechos humanos, de situar el cuerpo como eje de la auto-

nomía y como condición para el ejercicio efectivo de los derechos, cuestión 

que será desarrollada en el siguiente apartado.
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Del cuerpo a la norma: la maternidad como campo  
de derechos humanos

Como se señaló en el apartado anterior, la maternidad ha transitado de su ins-

cripción en el ámbito privado hacia su reconocimiento como asunto público. 

Ese desplazamiento exige abandonar su formulación en singular para pensar 

en maternidades, en plural, no como un giro meramente terminológico, sino 

como una reconfiguración de las relaciones entre cuerpo, experiencia, auto-

nomía y reflexión.

Las maternidades no constituyen una experiencia homogénea de gestar, 

parir o criar; más bien, se encuentran atravesadas por variables como la edad, 

la clase social, el territorio, la pertenencia étnica, el acceso a servicios de salud, 

las condiciones laborales y las redes de cuidado, las cuales no solo producen 

diferencias, sino que estructuran las posibilidades efectivas de ejercer una ma-

ternidad deseada y en condiciones dignas.

En ese marco, el cuerpo deja de ser concebido como soporte biológico 

para entenderse como un espacio que es, simultáneamente, objeto de regu-

lación médica, jurídica e institucional y territorio de agencia donde se nego-

cian, o bien, donde se resignifican las condiciones de la experiencia materna. 

En esa tensión se define el alcance real de una maternidad libre.

En México ese entramado adquiere una dimensión jurídica precisa. El 

artículo 1º constitucional establece la obligación de todas las autoridades de 

promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos bajo el prin-

cipio de progresividad, mientras que el artículo 4º reconoce el derecho a la 

protección de la salud. Esa arquitectura normativa vincula la maternidad con 

derechos como la integridad personal, la igualdad y la libertad reproductiva; 

evita su reducción a un hecho exclusivamente biológico o privado.

De igual manera, la Ley General de Salud amplía la noción de salud al 

incorporarla como un estado de bienestar físico, mental y social, lo que redefi-

ne la atención materna como un proceso integral. En consecuencia, el Estado 

tiene la obligación de garantizar atención prenatal, parto, puerperio, acceso 

a métodos anticonceptivos y servicios de emergencia obstétrica bajo criterios 
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de calidad, accesibilidad y no discriminación. Sin embargo, la existencia del 

marco normativo no garantiza su eficacia material.

En entidades como el Estado de México las desigualdades estructurales 

inciden directamente en el ejercicio de estos derechos. La Encuesta Nacio-

nal de la Dinámica Demográfica, realizada por el Inegi, (2018) documenta 

que una proporción significativa de mujeres declaró haber tenido más hijas 

o hijos de los deseados, lo que evidencia la persistencia de barreras en el ac-

ceso a información, a servicios de salud, a la libre elección y a métodos anti-

conceptivos. Esas cifras no deben entenderse únicamente como indicadores 

demográficos, sino como expresiones de experiencias corporales atravesadas 

por desigualdad o por mero desconocimiento, ya que el cuerpo gestante 

concentra carencias institucionales, tiempos de espera, prácticas médicas di-

ferenciadas y condiciones socioeconómicas que configuran la experiencia 

de la maternidad.

En ese sentido, el planteamiento del derecho a la maternidad puede des-

plazarse al plano jurídico en la medida en que se reconoce que las decisiones 

reproductivas deben ejercerse sin discriminación y en condiciones de igualdad 

sustantiva. En esa línea, el Comité para la Eliminación de la Discriminación 

contra la Mujer ha establecido que los Estados deben garantizar el acceso de las 

mujeres a servicios de salud adecuados durante el embarazo, el parto y el pos-

parto, sin restricciones discriminatorias y con pleno respeto a su autonomía, 

entendiendo que las desigualdades estructurales afectan de manera directa 

el ejercicio de los derechos reproductivos (CEDAW, 1999). Esa perspectiva 

permite sostener que las maternidades y las no maternidades no se reducen a 

decisiones individuales, sino que constituyen derechos cuya realización de-

pende de condiciones materiales, institucionales y sociales que hagan posible 

su ejercicio en igualdad sustantiva.

Dicho de otro modo, las maternidades y las no maternidades no constitu-

yen categorías excluyentes ni experiencias opuestas, sino dimensiones analíti-

cas que permiten complejizar el campo de la reproducción desde un enfoque 

de derechos humanos. Las primeras remiten a experiencias diversas de gestar, 

parir y criar, mientras que las segundas nombran formas igualmente situadas 

de habitar el cuerpo fuera del mandato reproductivo. Ambas se inscriben en 
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un mismo horizonte problemático: la autonomía corporal como condición 

material, situada y exigible del ejercicio de derechos.

Lejos de tratarse de decisiones plenamente individuales, ambas experien-

cias se encuentran mediadas por estructuras sociales, económicas e institu-

cionales que condicionan de manera efectiva la capacidad de decidir. En ese 

marco, la autonomía reproductiva no puede reducirse a una facultad abstracta, 

sino que debe entenderse como una capacidad situada que depende del acceso 

real a servicios de salud sexual y reproductiva, información oportuna, mé-

todos anticonceptivos, así como de condiciones libres de coerción, violencia 

institucional y trato discriminatorio.

Desde el plano internacional, ese enfoque ha sido reforzado por orga-

nismos especializados. La Organización Mundial de la Salud (oms) (2022) ha 

señalado que la atención en salud materna debe garantizar “experiencias de 

cuidado respetuosas, dignas y libres de violencia, que protejan la autonomía, 

la privacidad y la toma de decisiones informadas de las personas gestantes”. 

En la misma línea, el Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA) 

(2023) sostiene que la autonomía reproductiva constituye un componente 

central de los derechos humanos, pues no solo implica decidir si se desea o no 

tener hijas o hijos, sino también contar con las condiciones estructurales para 

ejercer esa decisión sin desigualdad.

En ese marco, el cuerpo adquiere una centralidad analítica ineludible. 

Desde una perspectiva feminista, Hélène Cixous permite comprenderlo no 

como un soporte biológico neutro, sino como un espacio de inscripción, pro-

ducción de sentido y disputa simbólica. Su propuesta de “escribir el cuerpo” 

evidencia que la experiencia encarnada, incluidas la materna y la no materna, 

no puede ser reducida a categorías normativas, sino que se constituye a partir 

de memoria, deseo, lenguaje y materialidad. En ese sentido, Cixous (1995, 

pág. 61) sostiene: “Escribe tú misma. Tu cuerpo debe hacerse oír”. Si bien esa 

formulación no fue concebida en el campo jurídico, su lectura permite ser 

trasladada de manera crítica al análisis de los derechos, ya que habilita pensar 

el cuerpo como sujeto de enunciación frente a los dispositivos que lo regulan. 

El cuerpo, así, no solo es objeto de regulación institucional, sino también un 

lugar de palabra que desborda los marcos normativos que intentan fijarlo. Esa 
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lectura, además, permite profundizar la noción de autonomía no como un 

principio externo al cuerpo, sino como su posibilidad de enunciar y decidir. 

La autonomía corporal, entonces, no se limita a elegir, sino a poder habitar 

el propio cuerpo sin ser reducido a función reproductiva, mandato social o 

dispositivo institucional.

En el contexto del Estado de México, esa tensión adquiere una expre-

sión concreta. La Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica (ENADID) 

(2018) evidencia que una proporción significativa de mujeres tuvo más hijas o 

hijos de los deseados, lo que da cuenta de brechas persistentes en el acceso a in-

formación, anticoncepción y servicios de salud reproductiva. Ese dato no solo 

describe un fenómeno demográfico, sino que expresa límites estructurales en el 

ejercicio efectivo de la autonomía. Asimismo, los diagnósticos de la Comisión 

de Derechos Humanos del Estado de México (CODHEM) han documentado 

la persistencia de violencias en la atención obstétrica, así como prácticas ins-

titucionales que vulneran derechos como la dignidad, la integridad personal 

y el consentimiento informado. Las recomendaciones generales 01/2022 y 

06/2025 evidencian que esas violaciones no son incidentes aislados, sino ex-

presiones de patrones estructurales vinculados con la organización del sistema 

de salud, la formación del personal y las condiciones materiales de atención.

En consecuencia, el cuerpo se constituye como el espacio donde la auto-

nomía se materializa, se limita o se vulnera. Las políticas públicas, los modelos 

de atención y sus omisiones no operan de manera abstracta, sino que se inscri-

ben en la vida corporal de las personas, producen experiencias diferenciadas 

de maternidad, cuidado o no maternidad.

En conjunto, ese enfoque permite comprender las maternidades y las no 

maternidades como fenómenos sociojurídicos encarnados, en los que la di-

mensión normativa no solo regula las prácticas reproductivas, sino que se en-

cuentra permanentemente interpelada por la experiencia situada de los cuer-

pos. Desde esa perspectiva, la autonomía reproductiva no puede entenderse 

como una declaración meramente formal, sino como una obligación reforza-

da del Estado en materia de derechos humanos, vinculada a los principios de 

igualdad sustantiva, no discriminación y debida diligencia en la garantía de 
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los derechos sexuales y reproductivos, conforme a los estándares internacio-

nales en la materia (CEDAW; oms; UNFPA).

Así, la maternidad, en su pluralidad, y la no maternidad se configuran 

como un campo de exigibilidad jurídica donde se ponen en juego no solo 

decisiones individuales, sino condiciones estructurales de posibilidad para su 

ejercicio. Es en el cruce entre cuerpo, norma y responsabilidad estatal donde 

la maternidad se consolida como un tema prioritario contemporáneo. En ese 

marco se inscribe el análisis del siguiente apartado, orientado a examinar los 

desafíos encarnados en el contexto del Estado de México para la garantía 

efectiva de esos derechos.

Cuerpo, maternidades y derechos humanos:  
desafíos encarnados en el Estado de México

El cuerpo no comparece en las políticas públicas como experiencia, sino como 

expediente, cifra, diagnóstico, protocolo o indicador. Sin embargo, la mater-

nidad, así como la decisión de no maternar, acontecen en cuerpos situados 

que sienten, se agotan, desean y resisten. Entre el cuerpo vivido y el  adminis-

trado se configura una tensión que no solo expresa la distancia entre norma y 

realidad, sino que remite a una problemática central de los derechos humanos 

contemporáneos que se puede traducir en la autonomía corporal.

En el plano del derecho internacional de los derechos humanos, la au-

tonomía reproductiva ha sido progresivamente consolidada como un com-

ponente del derecho a la salud, la igualdad y la integridad personal, lo que 

implica obligaciones estatales de garantía reforzada en contextos de atención 

obstétrica. En esa línea, el Comité para la Eliminación de la Discriminación 

contra la Mujer (CEDAW) (1999) ha sostenido que las desigualdades estruc-

turales en el acceso a servicios de salud materna constituyen formas de discri-

minación que los Estados deben prevenir, sancionar y erradicar mediante me-

didas efectivas de debida diligencia. Asimismo, los estándares internacionales 

en materia de salud materna han enfatizado que la calidad de la atención no 

puede reducirse a la dimensión clínica, sino que debe incorporar el respeto a 
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la autonomía, la toma de decisiones informadas y la prohibición de toda forma 

de trato degradante en los servicios de salud reproductiva.

En ese marco, Jean-Luc Nancy (2003, pág. 33) permite complejizar la 

comprensión del cuerpo al señalar que no se trata de una entidad cerrada, 

sino de una existencia expuesta: “…un cuerpo es siempre un cuerpo abierto, 

entregado al contacto, a la alteración, a la presencia de otros”. Esa condición 

de exposición adquiere relevancia jurídica en el campo de las maternidades, 

donde el cuerpo entra en contacto con dispositivos médicos e institucionales 

que pueden operar tanto como mecanismos de cuidado como de normaliza-

ción o violencia institucional. 

En el Estado de México, esa tensión adquiere una expresión particular 

debido a la desigualdad territorial y a la heterogeneidad en el acceso a servicios 

de salud. Informes de organismos de derechos humanos han documentado la 

persistencia de prácticas que vulneran la dignidad de las personas gestantes, lo 

que evidencia que las violencias no son incidentes aislados, sino expresiones 

de patrones institucionales vinculados con la organización del sistema de salud 

y la formación del personal médico (CODHEM, 2022 y 2025).

Las recomendaciones emitidas por la CODHEM han señalado la necesi-

dad de fortalecer la capacitación del personal sanitario, garantizar infraestruc-

tura adecuada y asegurar protocolos de atención con enfoque de derechos hu-

manos, lo que evidencia que la problemática no se reduce a fallas individuales, 

sino a condiciones estructurales del sistema de salud.

En consecuencia, el análisis de las maternidades y no maternidades como 

fenómenos sociojurídicos encarnados permite desplazar la discusión del plano 

estrictamente normativo hacia el problema de su efectividad material, pero 

también hacia los límites del propio derecho para traducir la autonomía en 

experiencia vivible. En ese punto, el desafío no es únicamente la ampliación 

de la cobertura institucional, sino el cambio de las formas en que el derecho 

concibe, nombra y regula los cuerpos.

Lo anterior plantea al menos tres tensiones estructurales. En primer lugar, 

la persistencia de un modelo de atención que, aun bajo marcos de derechos 

humanos, continúa operando desde lógicas jerárquicas que reducen la auto-

nomía corporal a un principio formal más que a una práctica efectiva. En se-
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gundo término, la dificultad del aparato jurídico-institucional para reconocer 

la pluralidad de las experiencias reproductivas, incluidas las no maternidades, 

sin reconducirlas a marcos normativos de excepción, desviación o déficit. Fi-

nalmente, la brecha entre reconocimiento normativo y garantía material, que 

se expresa en la distancia entre estándares internacionales de derechos huma-

nos y su implementación situada en contextos como el Estado de México. 

Los desafíos mencionados no son únicamente técnicos o administrativos, sino 

profundamente humanistas, ya que remiten a la pregunta por las condiciones 

de posibilidad de una vida digna para los cuerpos que gestan, cuidan o deci-

den no hacerlo. En ese sentido, la autonomía reproductiva no puede reducirse 

a una declaración de voluntad individual, sino a un tópico que exige un en-

tramado institucional capaz de sostenerla material, simbólica y afectivamente.

El tránsito entre cuerpo y norma no constituye un punto de llegada, sino 

un espacio de interrogación permanente sobre la capacidad del derecho para 

responder a las experiencias encarnadas que pretende regular. En esa tensión 

se define el sentido contemporáneo de los derechos reproductivos no como un 

enunciado cerrado, sino como una práctica en constante verificación material, 

ética e institucional. Desde esa perspectiva, el análisis se desplaza hacia los 

desafíos específicos que enfrenta el Estado de México en la garantía efectiva 

de las maternidades y no maternidades.

Conclusiones 

A partir del análisis propuesto, se puede establecer que el cuerpo no constitu-

ye un objeto pasivo de gestión institucional, sino el espacio donde el derecho 

se materializa se tensiona o se frustra. En él se inscriben no solo las políticas 

públicas, pues el cuerpo funciona como una categoría analítica y empírica, a 

la vez, que permite observar la distancia entre la racionalidad normativa del 

Estado y la experiencia efectiva de los derechos.

Desde una perspectiva sociojurídica encarnada, las experiencias de ma-

ternar y no maternar no pueden ser comprendidas como decisiones indivi-

duales aisladas, sino como procesos situados que emergen en contextos de 

desigualdad estructural. La autonomía corporal, en consecuencia, no se agota 
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en su reconocimiento jurídico, sino que depende de condiciones materiales, 

institucionales y simbólicas que hagan posible su ejercicio efectivo. Cuando 

dichas condiciones son precarias o desiguales, la autonomía se vuelve nomi-

nal; produce trayectorias marcadas por sobrecarga, silenciamiento o adap-

tación forzada a estructuras normativas que no contemplan la diversidad de 

experiencias reproductivas.

Ese hallazgo permite sostener que la noción de maternidad debe ser com-

prendida en plural no solo en términos descriptivos, sino como una categoría 

analítica y normativa. La pluralización de las maternidades y la inclusión de 

las no maternidades permiten desestabilizar el modelo hegemónico que ha 

vinculado de manera histórica, casi obligatoria, cuerpo femenino y repro-

ducción. Desde esa clave, el análisis jurídico no puede limitarse a la garantía 

formal del derecho, sino que debe incorporar la evaluación de sus condiciones 

de posibilidad, es decir, las estructuras institucionales que lo hacen o lo im-

posibilitan en la práctica.

En este trabajo de investigación se resume que las maternidades se pueden 

articular en tres niveles de lectura: el normativo (marcos constitucionales e 

internacionales), el institucional (políticas públicas, sistemas de salud y reco-

mendaciones de organismos de derechos humanos) y el experiencial (viven-

cias encarnadas de las personas gestantes y no gestantes). Esa triangulación 

permite superar una lectura exclusivamente normativa del derecho, pues sitúa 

la discusión en el campo de su efectividad material; en ese sentido, el cuerpo 

no es solo objeto de regulación, sino también fuente de evidencia sobre el 

funcionamiento real del sistema jurídico.

En el caso del Estado de México, esa aproximación permite identificar 

una brecha persistente entre reconocimiento normativo y acceso efectivo a 

derechos reproductivos. Las desigualdades territoriales, la saturación de los 

servicios de salud, las limitaciones en la infraestructura hospitalaria y la per-

sistencia de prácticas de violencia obstétrica configuran un escenario en el 

que la autonomía reproductiva se ejerce de manera desigual. Esas condiciones 

no son contingentes, sino estructurales, y evidencian la necesidad de políticas 

públicas con enfoque diferenciado, interseccional y territorial.
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De ese modo, a partir de este análisis, se identifican tres líneas propositi-

vas para las agendas pública y jurídica en materia de derechos reproductivos:

•	 Fortalecer el enfoque de derechos humanos en la atención obstétrica, con énfasis 

en la autonomía decisional, el consentimiento informado y la erradica-

ción de prácticas de violencia institucional, incluyendo la capacitación 

obligatoria y evaluable del personal de salud con perspectiva de género e 

interseccionalidad.

•	 Implementación de políticas públicas territorialmente diferenciadas que reconoz-

can las desigualdades entre zonas urbanas, semiurbanas y rurales del Esta-

do de México, a través de las cuales se garanticen infraestructura, perso-

nal y acceso efectivo a servicios de salud reproductiva sin discriminación 

geográfica o socioeconómica.

•	 Reconocimiento ampliado de la autonomía reproductiva, que incluya tanto el de-

recho a maternar como el derecho a no hacerlo, para evitar la persistencia 

de mandatos culturales o institucionales que naturalicen la reproducción 

como destino, e incorporar esta dimensión en el diseño, la evaluación y 

el monitoreo de políticas públicas.

En conjunto, esos elementos permiten sostener que la garantía de los derechos 

reproductivos no puede entenderse únicamente como un problema norma-

tivo, sino como un desafío estructural que involucra la transformación de las 

formas en que el Estado organiza el cuidado, distribuye los recursos y recono-

ce la diversidad de los cuerpos. 

Finalmente, este estudio confirma que los derechos humanos en materia 

reproductiva no se agotan en su enunciación normativa, sino que adquieren 

sentido en su realización encarnada. Es en el vínculo entre cuerpo, institución 

y experiencia donde se define su alcance real, lo que exige un desplazamiento 

continuo entre los planos jurídico, el institucional y el vivido para compren-

der y transformar las condiciones en las que se habitan las maternidades y las 

no maternidades en contextos como el del Estado de México.
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El espejo roto: memoria, cuerpo y resistencia en la 
configuración de los derechos humanos en Argentina

Broken Mirror: Memory, Body and Resistance  
in the Configuration of Human Rights

Iván Ariel Viera,1 Rodolfo Castelau,2 Irene Concepción Duarte3  

y Carlos Dante González4

Resumen. Este artículo analiza la configuración histórica de los derechos humanos en 

Argentina durante el período 1976-2023, mediante una metodología cualitativa basada 

en revisión documental y análisis hermenéutico. La hipótesis central sostiene que su 

evolución no responde a una lógica acumulativa, sino a un proceso deconstructivo don-

de la experiencia concentracionaria, la acción de los organismos de derechos humanos 

como productores de verdad y las luchas por la autonomía corporal redefinieron los 

sentidos de la vida digna y la justicia. El análisis abarca tres ejes: la ruptura del pacto  

social durante el terrorismo de Estado, las tensiones entre impunidad y justicia en la 

transición democrática, y la expansión de derechos frente a los discursos negacionistas.  

Se concluye que esta historia constituye una herida que se niega a cicatrizar bajo el olvido 

y exige una vigilancia permanente.
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Palabras clave: derechos humanos, memoria colectiva, resistencia social, terrorismo 

de Estado, impunidad, Argentina.

This article analyzes the historical configuration of human rights in Argentina from 1976 

to 2023, using a qualitative methodology based on documentary review and hermeneu-

tic analysis. The central hypothesis argues that its evolution does not follow a cumulati-

ve logic, but rather a deconstructive process in which the concentrationary experience, 

the action of human rights organizations as producers of truth, and the struggles for 

bodily autonomy redefined the meanings of dignified life and justice. The analysis covers 

three axes: the rupture of the social pact during state terrorism, the tensions between 

impunity and justice in the democratic transition, and the expansion of rights against 

denialist discourses. It concludes that this history constitutes a wound that refuses to 

heal under oblivion and demands permanent vigilance.

Keywords: Human Rights, Collective Memory, Social Resistance, State Terrorism, Impu-

nity, Argentina.

Introducción: La herida fundante

Hablar de derechos humanos en Argentina es, inevitablemente, sumer-

girse en la paradoja de una nación que construyó su modernidad sobre 

la base de exclusiones sistemáticas, pero que, en su crisis más profunda, parió 

un movimiento de resistencia que se convirtió en faro para el mundo. No 

es un relato lineal de progreso; se trata de una topografía de fracturas. La 

memoria colectiva argentina no es un depósito pasivo del pasado, sino un 

campo de batalla donde se disputan sentidos sobre la verdad, la justicia y la 

propia humanidad. Al emprender este análisis, nos apoyamos en la premisa de 

que comprender los derechos humanos en esta tierra requiere abandonar las 

perspectivas jurídicas formales para adentrarse en la materialidad del cuerpo 

sufriente y la potencia del lazo comunitario roto y recompuesto.

El problema que este artículo se propone abordar puede formularse en los 

siguientes términos: ¿de qué manera la memoria, el cuerpo y la resistencia han 
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configurado —y continúan configurando— el campo de los derechos huma-

nos en Argentina desde la última dictadura cívico-militar hasta el presente? La 

hipótesis que orienta el trabajo sostiene que la evolución de los derechos hu-

manos en el país no responde a una lógica acumulativa de ampliación norma-

tiva, sino a un proceso deconstructivo en el cual la experiencia concentracio-

naria, la acción colectiva de los organismos de derechos humanos y las luchas 

por la autonomía corporal han redefinido en cada coyuntura qué se entiende 

por vida digna y por justicia. Los objetivos específicos son tres: (a) caracterizar 

el modo en que el terrorismo de Estado operó como negación sistemática del 

otro y, simultáneamente, como condición de emergencia de nuevas formas de 

resistencia social; (b) analizar la transición democrática como un campo de 

tensión entre las demandas de verdad y justicia y las políticas de impunidad; 

y (c) examinar la expansión de derechos ocurrida en el siglo xxi y los desa-

fíos que representan los discursos negacionistas y las violencias estructurales 

contemporáneas.

La relevancia de esta investigación radica en que permite comprender los 

derechos humanos no como un catálogo abstracto de garantías, sino como 

una configuración histórica que se redefine en el conflicto. Frente a la ame-

naza que representan los viejos monstruos del autoritarismo —que hoy rea-

parecen bajo nuevas máscaras—, volver sobre esta memoria no constituye un 

ejercicio nostálgico, sino una forma de inteligencia política sobre los riesgos 

que acechan cuando el Estado abandona su función protectora y la impunidad 

se naturaliza en el tejido institucional.

La metodología empleada es la revisión documental crítica de un corpus 

organizado en tres tipos de fuentes: (a) producción académica especializada —

como las obras de Pilar Calveiro (2019), Hugo Vezzetti (2020), Emilio Cren-

zel (2021) y Diego Tatián (2020)—; (b) fuentes testimoniales y documentos 

fundacionales como el Nunca Más (Comisión Nacional sobre la Desaparición 

de Personas [CONADEP], 1984) y los relatos de sobrevivientes como Jacobo 

Timerman (1981), y (c) normativa nacional vinculada a los derechos humanos. 

Dichas fuentes no se abordan de manera meramente descriptiva, sino que se 

someten a un análisis hermenéutico-crítico que busca identificar recurren-

cias, tensiones y desplazamientos de sentido a lo largo del período estudiado. 
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La estructura del artículo sigue un orden cronológico-analítico que permite 

avanzar desde la ruptura dictatorial hasta los desafíos del presente, integrando 

en cada apartado la fundamentación teórica con la evidencia documental.

La ruptura del pacto: el terrorismo de Estado  
como negación del otro

El poder concentracionario y la desaparición forzada

La dictadura autodenominada “Proceso de Reorganización Nacional” no fue 

un golpe de Estado más en una historia de inestabilidad política; constituyó, 

en los términos de Pilar Calveiro (2019), la puesta en marcha de un poder 

concentracionario que no se circunscribió a los centros clandestinos de deten-

ción, sino que irradió sus lógicas de control y aniquilación al conjunto de la 

sociedad. Este poder no solo buscó eliminar físicamente a los militantes polí-

ticos; persiguió, de manera sistemática, la desarticulación de los lazos sociales 

primarios mediante la siembra del terror en la cotidianidad. La desaparición 

forzada de personas operó como la tecnología de poder más perversa de aquel 

período, pues se asentaba sobre una ontología de la incertidumbre. Al desapa-

recer el cuerpo, se negaba el duelo a las familias, se le arrebataba a la víctima 

su condición de testigo y se fracturaba la posibilidad misma de un relato social 

compartido sobre el horror.

Santiago Garaño (2023), en sus investigaciones sobre la vida cotidiana 

en los centros clandestinos, ha documentado que la dictadura buscó disci-

plinar los cuerpos hasta el extremo de borrar la subjetividad, convirtiendo a 

la persona detenida en una “pieza” dentro de una maquinaria burocrática de 

la muerte. En ese dispositivo, el otro dejó de ser un ciudadano portador de 

derechos para transformarse en la figura del “subversivo”, un significante que, 

en la lógica castrense, designaba a quien había perdido todo atributo humano. 

Hugo Vezzetti (2020), en su análisis sobre la psicología durante el período 

represivo, mostró que la construcción del adversario como “enemigo interno” 

operó mediante una patologización que presentó la violencia estatal como 

una intervención terapéutica sobre el cuerpo social. Esta operación discursiva 
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no fue accesoria: permitió que vastos sectores de la sociedad, atrapados por el 

miedo y la propaganda oficial, observaran con pasividad el funcionamiento de 

la maquinaria de muerte.

Un aspecto que merece atención particular por las implicancias que tuvo 

en la configuración posterior del movimiento de derechos humanos es el pa-

pel desempeñado por la Iglesia Católica argentina durante el terrorismo de 

Estado. Emilio Mignone (1991) documentó de manera exhaustiva cómo la 

jerarquía eclesiástica, salvo contadas excepciones individuales, no solo guardó 

silencio cómplice frente a las desapariciones, sino que en muchos casos legi-

timó doctrinariamente la persecución contra el “enemigo subversivo”. Esta 

complicidad institucional resultó particularmente gravosa porque la Iglesia 

era, para vastos sectores de la población, una autoridad moral de referencia.  

Su silencio contribuyó a naturalizar la excepcionalidad represiva y a privar  

a las víctimas de un espacio de amparo que, por su propia doctrina, debió 

haberles ofrecido.

Junto a la Iglesia, existió un entramado de cómplices civiles que ha sido 

menos estudiado, pero que resulta igualmente relevante para comprender la 

capilaridad del terror. Se trata de empresarios que aportaron logística y ve-

hículos, jueces que rechazaron sistemáticamente los habeas corpus presentados 

por los familiares, médicos que participaron en sesiones de tortura monito-

reando los límites fisiológicos de los detenidos, y periodistas que construyeron 

la narrativa de un país en guerra donde la eliminación del adversario aparecía 

como una necesidad. Hugo Vezzetti (2020) ha señalado que esta trama de 

complicidades civiles fue la que permitió que el poder concentracionario no 

quedara confinado a los cuarteles, sino que se derramara sobre el conjunto del 

cuerpo social.

Lo que esta complicidad extendida revela es que la dictadura no fue una 

maquinaria impuesta exclusivamente desde las fuerzas armadas contra una 

sociedad que la padecía de manera homogénea, sino, más bien, un proyecto 

refundacional que contó con apoyos y tolerancias en sectores amplios de la 

población, lo cual complejiza cualquier lectura simplista del período y obliga 

a interrogarse sobre las condiciones subjetivas que hicieron posible esa acepta-

ción. Este señalamiento no busca equiparar responsabilidades —la diferencia 
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entre quien tortura y quien mira hacia otro lado es jurídica y moralmente 

insalvable—, sino comprender que los derechos humanos, para arraigar efec-

tivamente en una sociedad, requieren algo más que la derrota de los perpetra-

dores: necesitan una cultura compartida de rechazo a la violencia estatal, que 

no puede darse por sentada.

La resistencia como acontecimiento político

Sin embargo, en el corazón mismo de esa noche dictatorial, germinó una 

resistencia que alteró las categorías políticas disponibles. Las Madres de Plaza 

de Mayo introdujeron una innovación radical: la maternidad como espacio de 

lucha política; su marcha silenciosa y circular frente a la casa de gobierno no 

era un pedido de clemencia, sino una exigencia pública de verdad y de apa-

rición con vida. Pilar Calveiro (2019) sintetiza esa potencia al señalar que “la 

experiencia de las Madres mostró que la resistencia no nace necesariamente de 

una organización política previa, sino del amor que se transforma en acción 

cuando el Estado abandona su función protectora” (p. 87). Ellas, despojadas 

de cualquier mediación partidaria, se constituyeron en sujetos políticos por la 

vía del dolor.

La resistencia, no obstante, fue un fenómeno molecular que excedió am-

pliamente el caso de las Madres. Incluyó a sobrevivientes de los campos de 

concentración como Jacobo Timerman (1981), quien narró con crudeza la 

descomposición moral del proyecto dictatorial, y a quienes, desde sus barrios, 

escondieron perseguidos o mantuvieron viva la memoria de los ausentes. Este 

período lega una enseñanza fundamental para la teoría de los derechos hu-

manos: cuando el Estado se convierte en perpetrador, la defensa de la vida 

recae en la solidaridad horizontal. La fragilidad del individuo aislado solo se 

transforma en potencia cuando se anuda a un colectivo que se reconoce en el 

sufrimiento compartido.
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La transición y el precio de la democracia:  
entre la justicia y la impunidad

El juicio a las juntas y el Nunca Más como acto fundacional

El retorno a la democracia en 1983 estuvo signado por una tensión que Carlos 

Nino (1997), el gran jurista del constitucionalismo argentino, definió como el 

dilema entre justicia y paz. El gobierno de Raúl Alfonsín impulsó el juicio a 

las juntas militares, un hecho inédito en América Latina que representó, por 

un momento, la posibilidad de clausurar la impunidad desde el derecho. El 

Nunca Más (CONADEP, 1984) se convirtió en el texto fundacional de la me-

moria colectiva; mediante la compilación de miles de testimonios, inscribió 

en la esfera pública una verdad que el poder militar había intentado sepultar. 

Emilio Crenzel (2021), en su análisis sociológico sobre este informe, demos-

tró que no fue un simple registro documental, sino una narrativa que logró 

convertir el testimonio individual en un alegato universal sobre la necesidad 

de la memoria.

Las leyes de impunidad y la claudicación democrática

Esa primavera democrática, sin embargo, resultó efímera. Las presiones mili-

tares, materializadas en los levantamientos carapintada, condujeron a la san-

ción de las leyes de punto final (1986) y obediencia debida (1987), y, más 

tarde, a los indultos dispuestos por el presidente Carlos Menem (1989-1990). 

Para Horacio Verbitsky (2005), este proceso significó una segunda derrota: 

el Estado democrático claudicó ante los mismos actores que habían perpe-

trado el genocidio, y la impunidad se institucionalizó bajo el argumento  

de la gobernabilidad. Emerge aquí una lección incómoda: la democracia pro-

cedimental no garantiza por sí sola la justicia sustantiva y puede convertirse 

en refugio para los perpetradores si la soberanía popular no se ejerce de  

manera continua.
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Los organismos de derechos humanos como productores de verdad

En este contexto de desencanto institucional, los organismos de derechos hu-

manos profundizaron su transformación: de ser grupos de familiares que bus-

caban a sus hijos, devinieron custodios de la memoria colectiva y productores 

de verdad jurídica. Emilio Mignone (1991), fundador del Centro de Estudios 

Legales y Sociales (CELS), comprendió que la lucha por los desaparecidos no 

podía disociarse de la lucha por un sistema jurídico y penal capaz de garantizar 

la no repetición; su trabajo, junto con el de otras organizaciones como “Abue-

las de Plaza de Mayo” y la “Asamblea Permanente por los Derechos Huma-

nos”, consistió en construir el andamiaje legal y social que permitiría, décadas 

después, la reapertura de los juicios. Los años ochenta y noventa muestran, así, 

que los derechos humanos no son una conquista irreversible, sino una praxis 

que exige vigilancia constante, especialmente cuando los poderes económico 

y político se alían para imponer lógicas de olvido.

Fue también en esos años cuando comenzó a visibilizarse otra dimensión 

del daño: la apropiación sistemática de hijos e hijas de personas desapareci-

das durante la dictadura. La lucha de las Abuelas de Plaza de Mayo puso de 

manifiesto que el terrorismo de Estado había inoculado una herencia tóxica 

en el tejido genético y simbólico de la nación. María Isabel Sívori (2015) 

analizó cómo la restitución de la identidad se convirtió en una metáfora de 

la restitución de la memoria histórica, al articular la ciencia genética con la 

reconstrucción del lazo filial.

Memoria, verdad y justicia: la reapertura de  
los procesos judiciales

La crisis de 2001 como catalizador

El cambio de milenio trajo consigo un viraje tectónico. La crisis de 2001, 

aunque de naturaleza económica y política, operó como un catalizador de la 

subjetividad social. Diego Tatián (2020) argumenta que la crisis reactivó un 

imaginario de lo común que conectaba directamente con las luchas de los 
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años setenta, rompiendo con el individualismo neoliberal que había caracteri-

zado la década anterior. En ese contexto de descreimiento hacia las institucio-

nes tradicionales, emergió con fuerza la demanda de justicia por los crímenes 

de la dictadura. Fue en esa grieta política donde la anulación de las leyes de 

impunidad —declaradas nulas por inconstitucionales por la Corte Suprema  

de Justicia en 2005— encontró un suelo fértil.

Los juicios por crímenes de lesa humanidad como política de Estado

La reapertura de los juicios por crímenes de lesa humanidad significó un 

cambio de paradigma en la justicia penal argentina. Ya no se trataba de juzgar 

únicamente a las juntas militares, sino de desmontar la totalidad de la estruc-

tura represiva, incluyendo a perpetradores de menor rango y a los civiles que 

colaboraron activamente con el aparato concentracionario. Paula Bistagnino 

(2022) observa que los juicios argentinos se convirtieron en un modelo inter-

nacional no solo por la cantidad de condenas obtenidas —más de un millar 

hasta la actualidad—, sino por la incorporación de perspectivas de género y 

por la centralidad otorgada a las víctimas en el proceso judicial.

     Paralelamente, durante las presidencias de Néstor Kirchner (2003-2007) y 

Cristina Fernández de Kirchner (2007-2015), se institucionalizó la política de 

derechos humanos como política de Estado. La creación del Archivo Nacio-

nal de la Memoria, la recuperación de la Escuela de Mecánica de la Armada 

(ESMA) como Espacio para la Memoria y la Promoción de los Derechos 

Humanos, y la implementación de programas de reparación económica para 

exdetenidos-desaparecidos, consolidaron un relato oficial que, si bien generó 

consensos amplios en la sociedad, también atrajo críticas por su carácter a 

veces monumentalista. Vera Carnovale (2011) ha examinado la tensión entre 

la memoria oficial y las memorias subterráneas, advirtiendo sobre el riesgo de 

fosilizar el pasado en un relato único que inhiba la reflexión crítica. El desafío, 

en suma, no reside solo en recordar, sino en mantener viva la pregunta por el 

sentido de aquello que se recuerda.
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El giro corporal y los nuevos sujetos de derecho

La expansión hacia la autonomía corporal

La última década en Argentina se ha caracterizado por una expansión sin pre-

cedentes en el reconocimiento de derechos, que desplazó el eje desde la vida 

amenazada por el terrorismo de Estado hacia la vida digna en sus múltiples 

expresiones. La Ley de Identidad de Género (2012), que permite el cambio 

registral del sexo sin necesidad de cirugías ni diagnósticos psiquiátricos, situó 

al país a la vanguardia mundial en materia de derechos de las personas traves-

tis y trans. Este avance no fue una concesión estatal, sino el resultado de una 

lucha histórica de un colectivo que había sido sistemáticamente excluido del 

acceso a la salud, de la educación y del trabajo formal. Lohana Berkins (2015), 

referente indiscutido de ese movimiento, sostenía que la calle y la visibilidad 

constituían las únicas herramientas para romper el círculo de la exclusión y el 

gatillo fácil; su legado se inscribe en una genealogía de resistencia que conecta 

directamente la lucha de las Madres con aquella por el reconocimiento de la 

diversidad corporal.

El movimiento feminista como nuevo motor de los derechos humanos

Ese giro hacia los derechos corporales y reproductivos alcanzó un punto cul-

minante con la sanción de la Ley de Interrupción Voluntaria del Embarazo 

(2020) y la creación del Plan de los 1000 Días. El movimiento feminista, or-

ganizado bajo la consigna “Ni una menos” a partir de 2015 contra la violencia 

machista, demostró una capacidad de movilización social que reconfiguró 

la agenda pública argentina. Rita Segato (2018), aunque desde una mirada 

latinoamericana más amplia, ha analizado cómo estos movimientos encarnan 

una “contra-pedagogía de la crueldad” que revela las estructuras patriarcales 

subyacentes a la violencia política y social. En Argentina la lucha feminista se 

ha convertido en el nuevo motor de los derechos humanos, demostrando que 

el Nunca Más no puede restringirse a un período histórico específico, sino que 

debe operar como un principio activo contra todas las formas de opresión.
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Los desafíos contemporáneos

Ahora bien, este avance no ha sido unidireccional ni carente de contradic-

ciones. El crecimiento de discursos negacionistas y de extrema derecha, que 

cuestionan la cifra de 30 000 personas desaparecidas y atacan a los organismos 

de derechos humanos catalogándolos como “militantes”, evidencia una frac-

tura profunda en el consenso democrático construido durante las últimas dos 

décadas. Pablo Semán (2021), en sus estudios sobre los sectores populares, ha 

observado que el negacionismo no constituye un mero error fáctico, sino una 

forma de resentimiento social que busca deslegitimar las políticas de inclusión 

y el propio Estado de derecho. Este fenómeno plantea un desafío inédito para 

quienes defienden los derechos humanos: cómo transmitir la memoria a las 

nuevas generaciones en un contexto donde las certezas se han fragmentado 

y las redes sociales funcionan, con frecuencia, como máquinas de desinfor-

mación. La respuesta no puede consistir únicamente en la reiteración de los 

datos cuantitativos; exige una pedagogía de la memoria capaz de interpelar 

las condiciones subjetivas del presente y de reconstruir los lazos entre pasado 

y futuro.

Conclusiones: el aprendizaje como resistencia

El recorrido realizado permite extraer cuatro conclusiones principales que 

retoman los objetivos planteados en la introducción y dialogan con las bases 

teóricas que sustentaron el análisis.

En primer lugar, la evidencia analizada confirma, en línea con los de-

sarrollos de Pilar Calveiro (2019) sobre el poder concentracionario, que la 

dictadura cívico-militar no solo representó la negación más radical de los 

derechos humanos, sino que, al clausurar los canales institucionales de recla-

mo, operó como condición de emergencia de formas inéditas de resistencia 

—singularmente, las Madres de Plaza de Mayo— que transformaron el dolor 

privado en un reclamo público por verdad y justicia. Este proceso demostró 

que la defensa de la vida no depende exclusivamente de las garantías estatales, 
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sino que puede sostenerse desde la solidaridad horizontal cuando el Estado se 

convierte en perpetrador.

En segundo lugar, retomando los planteos de Emilio Crenzel (2021) acer-

ca de la construcción narrativa de la memoria, el análisis de la transición de-

mocrática muestra que la institucionalidad formal no garantiza por sí misma la 

justicia sustantiva. Las leyes de impunidad sancionadas bajo presión castrense y 

los indultos posteriores revelan que la democracia procedimental puede con-

vivir con la impunidad cuando las correlaciones de fuerza no son confronta-

das por una movilización social sostenida. Fue, precisamente, la persistencia 

de los organismos de derechos humanos —en cuanto productores de verdad y 

de argumentos jurídicos— lo que permitió, dos décadas después, la reapertura 

de los juicios y la reconstrucción del andamiaje de la memoria colectiva.

En tercer lugar, la expansión de derechos del siglo xxi —identidad de gé-

nero, interrupción voluntaria del embarazo, matrimonio igualitario— dialo-

ga con la noción de Diego Tatián (2020) sobre la reactivación del imaginario 

de lo común, y demuestra que el campo de los derechos humanos en Argen-

tina posee una capacidad de reinvención que le permite incorporar demandas 

emergentes, sin perder su anclaje en la memoria del terrorismo de Estado. Sin 

embargo, esa capacidad no es espontánea: depende de la posibilidad de los 

movimientos sociales para articular sus reclamos con el acervo simbólico del 

Nunca Más.

En cuarto lugar, y recuperando la advertencia de Hugo Vezzetti (2020) 

sobre las condiciones subjetivas que hicieron posible la aceptación social del 

terror, el auge de los discursos negacionistas y las nuevas formas de violencia 

estructural —desde la represión en barrios populares hasta los discursos de 

odio en plataformas digitales— indican que la disputa por los derechos hu-

manos no se libra únicamente en el terreno de la memoria, sino en el de las 

condiciones materiales y simbólicas del presente. Como advierte Pilar Calvei-

ro (2019), “el terror no solo fue un pasado; es una forma de poder que puede 

actualizarse bajo nuevas formas si no estamos atentos” (p. 203).

En síntesis, la historia de los derechos humanos en Argentina es la his-

toria de una herida que se niega a cicatrizar bajo el manto del olvido. No es 

una narración de héroes perfectos, sino de mujeres y hombres comunes que, 
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ante el abismo, decidieron sostener la pregunta por el otro. Como nos enseña 

Hugo Vezzetti (2020), “la memoria no es un recuerdo sino un trabajo, una 

elaboración que no termina nunca porque el pasado irrumpe en el presente 

con nuevas preguntas” (p. 154). Esta idea nos libera de la nostalgia y nos sitúa 

en el terreno de la responsabilidad. La atención, el cuidado y una memoria 

activa —capaz de interrogar tanto el archivo del pasado como las violencias 

de la coyuntura— constituyen los únicos antídotos contra la repetición de la 

barbarie.
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Abstract: This article aims to present the legal context of disappearances and missing 

persons in Mexico. It will also outline the mechanisms for monitoring cases of enforced 

disappearance before international human rights organizations. Furthermore, it explains 

the actions taken by the Ministry of the Interior, the Mexican Ministry of Foreign Affairs, the 

Executive Commission for Victim Assistance, the State Executive Commission for Victim 

Assistance, specialized prosecutors’ offices, and the National Human Rights Commission 

when a person disappears; it also offers some proposals for what these agencies should do 

to mitigate this problem.

Keywords: missing persons, enforced disappearance, disappearances by individuals, 

public politics, Committee on Enforced Disappearances.

Introducción

Todos los seres humanos por nuestra propia naturaleza somos titulares de 

derechos, los cuales se encuentran positivados a través de diversos instru-

mentos jurídicos internacionales y nacionales. Así, en el ámbito internacional, 

los Estados Unidos Mexicanos suscribieron la Declaración Universal de De-

rechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la 

Declaración Americana y la Convención Americana de Derechos Humanos, 

entre otras, y por virtud de la reforma constitucional de 2011 adoptó el con-

trol de convencionalidad.

Asimismo, debemos atender al criterio sustentado en la contradicción 

de tesis 293/2011 a través del cual la Suprema Corte de Justicia de la Na-

ción, determinó que “los derechos humanos, con independencia de su fuente, 

constituyen el parámetro de control de regularidad constitucional, conforme 

al cual debe analizarse la validez de todas las normas y actos de autoridad que 

forman parte del ordenamiento jurídico mexicano (2013)” . Por otro lado, 

en dicho criterio se señala que: “la jurisprudencia emitida por la Corte Inte-

ramericana de Derechos Humanos es vinculante para los todos los órganos 

jurisdiccionales, siempre que dicho precedente favorezca en mayor medida a 

las personas (2013)”. 
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Es así que todas las personas gozamos de derechos humanos por el sim-

ple hecho de serlo y como tal tenemos derecho a la vida, a la integridad 

física, el derecho humano a la permanencia, a ser buscado, así como el de-

recho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas de derecho 

internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones, por 

señalar algunos.

Los Estados Unidos Mexicanos enfrentan una crisis en materia de desa- 

parición. Al seis de julio de 2023, según el Registro Nacional de Personas 

Desaparecidas y No Localizadas realizado por la Secretaría de la Gobernación 

(2023) existe una estadística de 111,147 personas desaparecidas y no localiza-

das, no obstante, dicha cifra únicamente responde a aquellas personas de las 

cuales se cuenta con una denuncia o reporte.

Por lo anterior, los Estados deben consolidar mecanismos efectivos de 

búsqueda de personas y establecer garantías de no repetición, implementar 

políticas públicas para la búsqueda con enfoque diferenciado y perspectiva 

de género y para la prevención y mitigación de delitos, específicamente, nos 

referiremos al de desaparición.

Definición de desaparición forzada, desaparición cometida por 
particulares en relación a persona no localizada

El delito de desaparición forzada tiene fundamento en los Tratados Inter-

nacionales, por lo cual, es importante, establecer su concepción desde el ius 

cogens internacional.1

El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional en el artículo sépti-

mo, numeral 1, inciso i) clasifica la desaparición forzada de personas como un 

delito de lesa humanidad; asimismo, en el inciso i) del numeral dos señala que 

por desaparición forzada de personas se entenderá como: 

1	 De conformidad con el artículo 53 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, se en-
tenderá por ius cogens internacional a “una norma imperativa de derecho internacional general es una 
norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su conjunto como norma 
que no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho 
internacional general que tenga el mismo carácter” (Organización de los Estados Americanos, 1969).
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“… la aprehensión, la detención o el secuestro de personas por un Estado o una 

organización política, o con su autorización, apoyo o aquiescencia, seguido de la 

negativa a admitir tal privación de libertad o dar información sobre la suerte o el 

paradero de esas personas, con la intención de dejarlas fuera del amparo de la ley por 

un período prolongado (Organización de Estados Americanos, 1998).”

Así también, de conformidad con el artículo segundo de la Convención In-

ternacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones 

forzadas,2 la desaparición forzada consiste

“… en el arresto, la detención, el secuestro o cualquier otra forma de privación de la 

libertad que sea obra de agentes del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha 

privación de la libertad o del ocultamiento de la suerte o paradero de la persona 

desaparecida, sustrayéndola a la protección de la ley (Organización de las Naciones 

Unidas, 2010).”

Por otro lado, tal como lo establece el artículo 2º de la Convención Intera-

mericana Sobre Desaparición Forzada de Personas,3 se considera desaparición 

forzada a:

(…) la privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, 

cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen 

con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de 

información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar 

sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos 

legales y de las garantías procesales pertinentes. (Organización de las Naciones 

Unidas, 1992).

2	 En lo sucesivo se le denominará como Convención ICPPED, por sus siglas en inglés (International 
Convention for the Protection of All Persons from Enforced Disappearance). 

3	 En lo sucesivo se le denominará como Convención Interamericana. Aprobada por la Cámara de Senado-
res del Honorable Congreso de la Unión, con la Reserva y Declaración Interpretativa, el 10 de diciembre 
de 2001, según decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación del 18 de enero de 2002 (Orga-
nización de los Estados Americanos, 2023).
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Ahora bien, en la legislación mexicana, en términos de la Ley General en 

Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por 

Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas de la Cámara 

de Diputados del H. Congreso de la Unión (2017),4 en su artículo 27 esta- 

blece que:

“… comete el delito de desaparición forzada de personas el servidor público o el parti-

cular que, con la autorización, el apoyo o la aquiescencia de un servidor público, prive 

de la libertad en cualquier forma a una persona, seguida de la abstención o negativa 

a reconocer dicha privación de la libertad o a proporcionar la información sobre la 

misma o su suerte, destino o paradero.”

En tratándose del delito de desaparición de personas el elemento común es 

que se haya realizado por algún agente estatal, denomínese, elemento de algún 

cuerpo de la policía, de la Secretaría de Defensa Nacional, Secretaría de Mari-

na, Guardia Nacional o algún otro servidor público en el ámbito federal, esta-

tal o municipal por sí o bien que, medie su autorización, apoyo o aquiescencia.

Asimismo, de conformidad con el artículo 34 de la Ley General (2017), 

incurre en desaparición cometida por particulares “a quien prive de la libertad 

a una persona con la finalidad de ocultar a la víctima o su suerte o paradero”.

Por su parte, el artículo 4, fracción XVI, de la Ley General (2017) esta-

blece que una persona desaparecida es aquella “cuyo paradero se desconoce 

y se presuma, a partir de cualquier indicio, que su ausencia se relaciona con 

la comisión de un delito»; en tanto en la fracción XVII, señala que, la perso-

na no localizada es aquella «cuya ubicación es desconocida y que de acuerdo con la 

información que se reporte a la autoridad, su ausencia no se relaciona con la probable 

comisión de algún delito”.

En cuanto a la definición de persona desaparecida, tiene la característica 

de que, su ausencia se vincula con un hecho delictivo, ya sea desaparición o 

algún delito de carácter conexo, a saber, trata de personas, trabajos forzados, 

secuestro, delincuencia organizada, prostitución o privación ilegal de la libertad, 

4	 En lo sucesivo se identificará como la Ley General.
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entre otros; en contraposición a la persona no localizada, verbigracia, quienes  

dejan de tener contacto con sus familiares o bien, de alguna persona en particular 

pero su no localización no está relacionada con la comisión de una conducta 

tipificada como delito.

Sistemas de protección de Derechos Humanos

Sistema Universal de Derechos Humanos

En 1970 se da el reconocimiento de la práctica de desaparición por parte de 

las dictaduras del cono sur como una violación grave de los derechos huma-

nos; en la década de 1980 se crea el Grupo de Trabajo sobre desapariciones 

forzadas e involuntarias dentro del Comité de Derechos Humanos, en apoyo 

a los familiares y como un canal de comunicación entre estos y los países, del 

mismo modo, asegurar la debida investigación y la diligencia en la búsqueda 

y localización de personas, a través del mecanismo de peticiones individuales.

En 1990 se da a conocer la Declaración sobre la protección de todas las 

personas contra las Desapariciones Forzadas. Dicha Declaración fue aprobada 

por la Asamblea General en su resolución 47/133 de 18 de diciembre 1992. 

Para 2001, uno de los expertos del Comité de Derechos Humanos, advirtió 

que, el marco jurídico del delito de desaparición carecía de un instrumento 

internacional jurídicamente vinculante, medidas de prevención y la falta del 

reconocimiento de un derecho que protegiera a las personas contra las desapa-

riciones forzadas; así como de un órgano con jurisdicción universal.

Por lo que, tras la redacción de dicha Declaración, y después de tres años 

de negociaciones, finalmente, la Convención Internacional para la Protec-

ción de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas fue aprobada 

por la Asamblea General en la resolución A/RES/61/177 de diciembre de 

2006 y entró en vigor el 23 de diciembre de 2010, toda vez que, de confor-

midad con el artículo 39 de la referida Convención, esta entraría en vigor el 

trigésimo día en que se hubiere depositado el vigésimo instrumento de ratifi-

cación o adhesión ante la Secretaría General de las Naciones Unidas.
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La Convención prevé que ninguna persona puede ser sometida a la desa-

parición forzada; ni aún en casos de guerra ni emergencia pública (en México,  

ni aún en los supuestos del artículo 29 constitucional);5 asimismo, prevé la 

incorporación del derecho internacional al nacional al establecer que los Es-

tados parte deberán tipificar la desaparición forzada; establece que siempre 

que se trate de una práctica generalizada la desaparición se considerará un 

delito de lesa humanidad; de igual forma, se establece el derecho humano de 

toda persona a ser buscada, toda vez que, con anterioridad no se consideraba 

dentro del catálogo de derechos humanos; así también el derecho a la repara-

ción integral como parte de la responsabilidad internacional de los Estados y, 

muy importante, a través de la Convención Interamericana sobre desaparición 

forzada de personas se crea el Comité contra la Desaparición Forzada6 para 

conocer y resolver las Acciones Urgentes (en lo sucesivo se abreviarán como 

AU) con fuerza coercitiva que le presenten.

Como es sabido, en el sistema universal de protección de derechos huma-

nos, es la Organización de las Naciones Unidas (ONU) a través de los órganos 

de la Carta de las Naciones Unidas y los denominados órganos de tratados, 

la encargada de velar por el cumplimiento de los Tratados Internacionales  

en las diversas materias, estos últimos son los diez comités,7 cuya creación  

5	 Artículo 29, párrafo segundo: «(…) En los decretos que se expidan, no podrá restringirse ni suspenderse 
el ejercicio de los derechos a la no discriminación, al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la 
vida, a la integridad personal, a la protección a la familia, al nombre, a la nacionalidad; los derechos de 
la niñez; los derechos políticos; las libertades de pensamiento, conciencia y de profesar creencia religiosa 
alguna; el principio de legalidad y retroactividad; la prohibición de la pena de muerte; la prohibición de la 
esclavitud y la servidumbre; la prohibición de la desaparición forzada y la tortura; ni las garantías judiciales 
indispensables para la protección de tales derechos.»

6	 En lo sucesivo se identificará como Acciones Urgentes (AU), y Comité CED, por sus siglas en inglés 
(Committee on Enforced Disappearances): Se compone de 10 expertos independientes que, son nombrados 
por los Estados Parte y cuenta con un presidente, tres vicepresidentes y un relator, quienes son elegidos 
por dos años renovables. Actualmente, el Comité CED está conformado por Carmen Rosa Villa Quinta-
na como Presidenta, Mohammed Ayat, Milica Kolakovic-Bojovik, Barbara Lochbihler, en su carácter de 
vicepresidentes, Juan Pablo Alban Alencastro, como relator, Matar Diop, Oliver de Frouville, Suela Janina, 
Juan José López Ortega y Horacio Ravenna.

7	 Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD); Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (CESCR); Comité de Derechos Humanos (CCPR); Comité Para la Eliminación 
de la Discriminación Contra la Mujer (CEDAW); Comité contra la Tortura (CAT); Comité de los De-
rechos del Niño; Comité para la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y 
sus Familiares; Subcomité para la Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
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deriva de un Tratado o de un Protocolo Facultativo y cuya función consiste en 

examinar los informes de los Estados Partes, revisar denuncias individuales, 

visitar y realizar investigaciones a los Estados, adoptar observaciones generales 

y organizar debates temáticos para la interpretación de las disposiciones del 

tratado por el cual fueron creados (Organización de las Naciones Unidas, s/f ).

Trámite de las acciones urgentes ante el comité contra  
la desaparición forzada

Las AU son solicitudes del Comité CED a los Estados Parte, para que, justa-

mente, actúen de manera inmediata y urgente ante un caso de desaparición y 

exigen una coordinación entre las autoridades competentes del Estado Parte.

Ahora bien, partiendo de la interposición de las AU, son necesarios tres 

elementos:

1.	 Señalar la identidad de la persona desaparecida (nombre completo, edad, 

fecha de nacimiento, género, estado civil, si tiene hijos y si la respuesta 

es afirmativa se deberá señalar nombres y edades, descripción física, in-

cluyendo tatuajes y padecimientos médicos); así como de la persona que 

insta la petición de AU que, puede ser un familiar, su representante legal, 

abogados y sus autorizados, o bien, cualquier persona que tenga interés en 

la búsqueda y localización de la persona desaparecida, básicamente cual-

quier persona puede interponer la solicitud de AU (a quien se le conocerá 

como el autor). 

2.	 Precisar las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la desaparición; así 

es necesario señalar cómo ocurrieron los hechos, debiendo informar to-

dos los detalles al Comité CED; recordemos que el Comité conoce casos 

de orden mundial, por lo que, es menester señalar calle, colonia, muni-

cipio o alcaldía, entidad y Estado (país) que, consideramos responsable.

Degradantes (SPT); Comité de los Derechos de las Personas con Discapacidad (CRPD) y Comité contra 
la Desaparición Forzada (CED).
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3.	 Ante que instancias judiciales y autoridades ha acudido el autor de la 

petición. Esto es relevante, toda vez que, el autor es quien cuenta con la 

información de las autoridades que han tenido conocimiento del caso y, 

en su caso, que no haya acudido ante algún otro organismo internacional 

o haya instado una petición individual con el Grupo de Trabajo sobre 

Desapariciones Forzadas e Involuntarias. Esta información se deberá re-

mitir, vía correo electrónico a la siguiente dirección ohchr-petition@

un.org (Organización de las Naciones Unidas, 2014). 

Posterior a ello, el Comité CED, en un término de 48 horas, analiza la proce-

dencia de petición de AU, por lo que, de determinar su admisibilidad, emite 

un número del caso, las cuales se identifican por el número de acción (1,800) 

y el año en la cual se promovió, identificando cada caso con un número.8 Una 

vez que se admite la petición y habiéndose asignado un número a cada caso (si 

es que, una misma petición hace referencia a diversas personas desaparecidas), 

se remite la AU a la Autoridad Central, para que las autoridades competentes 

del Estado, emitan un informe detallado en relación con la desaparición y 

realice lo siguiente:

1.	 Una investigación exhaustiva e imparcial y una estrategia integral que 

incluya un plan de acción y un cronograma para la búsqueda9 exhaustiva 

de la víctima, de conformidad con los Principios Rectores en Materia 

de Búsqueda de Personas Desaparecidas de las Naciones Unidas10, en sus 

numerales 10, 11 y 12.

2.	 En su caso, tome en consideración el enfoque diferenciado de la víctima 

directa, de conformidad con los Principios Rectores en su numeral cuatro.

  8	 El número exacto de casos se desconoce, toda vez que, las cifras del Comité CED no se encuentran 
actualizadas, al respecto, remítase al vínculo web donde se aprecian el número de AU en trámite y los 
Estados ante el cual se hace el llamamiento, en el apartado Lista de solicitudes de acciones urgentes registradas 
(Organización de las Naciones Unidas, s/f).

  9	 Hace referencia al Plan de Búsqueda entendido como un modelo sistemático con el objeto de dirigir la 
búsqueda de personas desaparecidas, se debe tener uno con el carácter de inicial y otro complementario.

10	 En lo sucesivo, los Principios Rectores. 

mailto:ohchr-petition@un.org
mailto:ohchr-petition@un.org
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3.	 Se establezcan líneas de investigación y se identifiquen a los perpetrado-

res, de conformidad con el artículo 12 de la Convención ICPPED y los 

Principios Rectores en su numeral 13.

4.	 Se permita la participación de la familia y allegados, en términos del 

artículo 24 de la Convención ICPPED y los Principios Rectores en su 

numeral cinco.

5.	 Se adopten medidas de protección y asistencia, a saber:  medidas caute-

lares y la garantía de medidas alimentarias, de vivienda, salud, educación 

para la familia y sus allegados, en términos del artículo 24 de la Conven-

ción ICPPED y los Principios Rectores, en su numeral 14.

Se destaca que las AU no son litigiosas, a diferencia de los procedimientos que 

se siguen ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y continúan 

abiertas hasta la localización y/o entrega del cuerpo y/o restos de la persona 

buscada o bien, son susceptibles de suspensión a petición de los autores.

El Comité CED (ONU, 2020) recibió la AU número 1,000, lo cual 

daba cuenta de la grave situación a escala mundial: el 49% de los casos corres-

pondían a Irak, en tanto el 42% a México, bajo una situación apremiante de 

crimen organizado.

Sistema Interamericano de Derechos Humanos

El sistema interamericano de derechos humanos se compone por la Comisión 

(en lo sucesivo CIDH) y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en 

lo sucesivo CoIDH), como los organismos defensores de derechos humanos 

en el ámbito regional.
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En ese sentido, las personas que consideren que sus derechos humanos11 

han sido vulnerados por algún Estado12 que haya ratificado los tratados inter- 

americanos de derechos humanos13 pueden acudir mediante el sistema de pe-

ticiones y casos de la CIDH (peticionarios). Cabe mencionar que, la CIDH 

también puede recibir peticiones por violaciones a la Declaración Americana 

de Derechos Humanos.

México al haber ratificado la Convención Americana de Derechos Hu-

manos (OEA, 1969) el tres de febrero de 1981 y depositar el instrumento de 

mérito el día 24 de marzo del mismo año, es país miembro y como tal reco-

noció la competencia contenciosa de la Corte IDH.

Por otra parte, los peticionarios no pueden acudir directamente ante la 

Corte IDH, sino por conducto de la CIDH. En esa tesitura, la petición deberá 

ser presentada ante la CIDH, en contra de uno o varios Estados Parte, previo 

agotamiento de los recursos judiciales internos (salvo algunas excepciones) 

dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que se haya notificado una 

decisión judicial con carácter definitivo.

La referida petición de denuncia de violación de derechos humanos, 

puede ser presentada por una persona, grupo de personas u organización, la 

primera de ellas puede tener un doble carácter como presunta víctima y peti-

11	 Reconocimiento a la personalidad jurídica, a la vida, a la integridad personal, el derecho de toda persona 
a no ser sometida a esclavitud y servidumbre, a la libertad personal, a las garantías judiciales, al principio 
de legalidad y de no retroactividad, el derecho de toda persona a ser indemnizada, en caso de haber sido 
condenada en sentencia firme por error judicial, a la protección de la honra y de la dignidad, a la libertad 
de conciencia y de religión, a la libertad de pensamiento y de expresión de rectificación o respuesta, de 
libertad de asociación, protección a la familia, al nombre, los derechos de niñas, niños y adolescentes, a la 
nacionalidad, a la propiedad privada, de circulación y de residencia, derechos políticos, a la igualdad ante 
la ley, a la protección judicial, al desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales, 
así como el derecho a ser buscado, entre otros.

12	 Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Granada, Gua-
temala, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, 
Suriname, Uruguay y Venezuela.

13	 Convención Americana sobre Derechos Humanos; Convención Interamericana para Prevenir y Sancio-
nar la Tortura; Protocolo Adicional a la Convención Americana en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales; Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo 
a la abolición de la Pena de Muerte; Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer; Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas; Con-
vención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contras las Personas 
con Discapacidad  y la Convención Interamericana de los Derechos y Deberes del Hombre.
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cionaria; siendo que, a petición de parte y previa exposición de los motivos, 

su nombre puede mantenerse bajo reserva.

La petición debe plantearse a través de un formulario (CIDH, 2023), el 

cual deberá contener a) los datos de las presuntas víctimas y sus familiares; b) 

nombre completo y datos de localización de las peticionarias; c) las circuns-

tancias de modo, tiempo y lugar de los hechos; d) las autoridades estatales a 

las cuáles se considera responsables; e) los derechos que, a su parecer, se ha 

violentado por el Estado Parte; f ) las instancias judiciales a las cuales ha acu-

dido; g) el pronunciamiento de las autoridades y en particular, de los órganos 

jurisdiccionales; h) en su caso, las documentales que obren en los expedientes 

y que, sean de relevancia e i) informar si la petición se ha interpuesto ante 

diverso organismo jurisdiccional con competencia para conocer del caso.

Una vez recibida la petición, se analizará para a) no abrir a trámite la pe-

tición; b) requerir a la peticionaria información o documentación adicional y 

c) abrir a trámite, con lo cual se inicia la etapa denominada «de admisibilidad 

» y la petición se remitirá al Estado Parte, con la finalidad de solicitar mayor 

información y posteriormente, socializarla con la peticionaria y con base en 

ello, la CIDH decidirá si la petición se admite o no.

Admitida la petición se estudiarán las pruebas y alegatos de las partes, 

etapa en la cual, la CIDH puede solicitar mayor información y en su caso, 

convocar a audiencias o reuniones de trabajo, supuesto en el cual las partes 

pueden arribar a una solución amistosa, en caso contrario la CIDH continuará 

con el análisis del caso y emitirá un informe de fondo el cual consistirá en a) el 

cese de los actos violatorios de los derechos humanos; b) el esclarecimiento de 

los hechos y desarrollo de una investigación; c) reparar los daños ocasionados 

y/o d) adoptar el ius cogens internacional al ordenamiento jurídico interno, 

primordialmente.

Por lo anterior, el Estado, estrictamente deberá acatar la resolución, de lo 

contrario, la CIDH podrá publicar el caso o bien, someterlo a la Corte IDH, 

para que conozca del mismo y en su caso, emita una sentencia internacional 

(OEA, s/f ).

Ahora bien, en la Corte IDH los casos adquieren carácter contencioso, 

por lo que, seguido el juicio en todas sus etapas, esta emitirá una Sentencia de 
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Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas en la que, determi-

nará si existe responsabilidad internacional.

Las sentencias de la Corte IDH, refiriéndonos específicamente en materia 

de desaparición en el Estado Mexicano versan, de manera general, respecto 

los siguientes puntos:

1.	 Conducir la investigación con debida diligencia, dentro de un pla-

zo razonable, para determinar las correspondientes responsabilidades 

penales y aplicar efectivamente las sanciones y consecuencias que la 

ley prevea.

2.	 Continuar con la búsqueda efectiva y la localización inmediata y, en 

su caso, entrega de los restos mortales.

3.	 Publicar el resumen de la sentencia o su parte resolutiva en el Diario 

Oficial de la Federación y en una página electrónica oficial de la 

entidad.

4.	 Realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad in-

ternacional, en relación con los hechos y en honor o desagravio, 

según opere, a la memoria de la víctima directa.

5.	 Levantar un monumento o busto en memoria de la víctima directa, 

el cual deberá develarse en la misma ceremonia en la que el Estado 

reconozca públicamente su responsabilidad internacional.

6.	 Realizar una semblanza de la vida de la víctima directa.

7.	 Brindar atención psicológica y/o psiquiátrica gratuita y de forma in-

mediata, adecuada y efectiva, a las víctimas indirectas.

8.	 Pagar las cantidades fijadas en la sentencia, por concepto de indem-

nización por daño material e inmaterial y el reintegro de costas y 

gastos, según corresponda.

9.	 Brindarles a los familiares que, así lo soliciten, la inclusión en pro-

gramas o beneficios con la intención de cubrir o reparar su proyecto 

de vida.

10.	 Aplicar las sanciones a los responsables e investigar a las personas ser-

vidoras públicas acusadas de irregularidades y sancionarlos conforme 

corresponda.
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11.	 Homologar su legislación con los estándares internacionales de bús-

queda de personas desaparecidas o Tratados Internacionales que se 

refieran los casos específicos; así como, la creación de bases de datos 

y registros con la finalidad de prevenir y erradicar las situaciones de 

violencia en el contexto concreto.

12.	 Y cumplir con las garantías de no retorno, mediante la adopción de 

medidas de prevención y capacitaciones en determinadas materias; 

así como el establecimiento de indemnizaciones compensatorias.

Divergencias entre los sistemas universal y regional de  
Derechos Humanos

Como puede advertirse, el trámite inicial ante los sistemas universal y regio-

nal de derechos humanos son similares, no obstante, el del Comité CED, se 

distingue por su expedites en cuanto a su admisión, trámite y seguimiento.

Por su parte, en el sistema regional se determina la responsabilidad inter-

nacional con la consecuente reparación integral del daño, la cual comprende 

las compensaciones pecuniarias; las medidas de restitución, rehabilitación, sa-

tisfacción y garantías de no repetición. Si bien, no se puede acudir ante ambas 

instancias, dependerá de la pretensión de los accionantes acudir a una u otra vía.

Por lo anterior, es sumamente importante que las víctimas indirectas, 

sean correctamente asesoradas, se privilegie el derecho de participación de las 

víctimas y que exista coordinación en la actuación de las autoridades compe-

tentes.

Si bien que, las víctimas acudan ante los organismos internacionales ha 

resultado un mecanismo eficaz para que sus demandas sean atendidas; tanto el 

Comité CED, la CIDH y la Corte IDH, han sido rebasados en su capacidad, 

por lo que, la atención y resolución de los casos se han tornado tardíos y se 

traducen en años. Ante dicha situación, es menester que la ONU y la OEA, 

respectivamente, atiendan esta problemática, y se hagan reformas al interior, 

considerando los recursos necesarios; asimismo, se haga un enérgico llamado 

a los Estados a definir y establecer políticas públicas encaminadas a la preven-
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ción, atención y seguimiento de las denuncias, en particular, por el delito de 

desaparición.

Cabe señalar que, ante la crisis de desapariciones que enfrenta el Estado 

Mexicano, el pasado 22 de septiembre de 2022, la Federación Internacional 

por los Derechos Humanos (FIDH), Litigio Estratégico en Derechos Huma-

nos (IDHEAS) y el colectivo de familiares Solecito de Veracruz presentaron 

un informe ante la Corte Penal Internacional solicitando abrir un examen 

preliminar sobre México catalogando la situación como crímenes de lesa hu-

manidad.

Migrantes desaparecidos en territorio mexicano

En capítulos precedentes se comentaba que, uno de los grupos vulnerables son 

los migrantes que, aunado a otras categorías sospechosas pudieran estar en ma-

yor situación de vulnerabilidad; así podemos sumar su minoría de edad, sexo, 

pertenencia a la comunidad LGBTTTIQ+,14 nacionalidad, color, entre otras.

América del Norte se caracteriza por ser una importante región de des-

tino, origen y tránsito de personas migrantes, pues en ella confluyen diversos 

flujos migratorios conformados por personas de distintas nacionalidades. De 

acuerdo al Consejo Nacional de Población (2019) en 2017, Estados Unidos 

y Canadá registraron alrededor de 57.6 millones de personas migrantes; es 

decir, 22.4% del total de la población migrante internacional; así EUA se 

ubicó como el principal país de destino al recibir 19.3% del total de personas 

migrantes.

México, por su parte, se ha situado como el principal país de origen de las 

personas migrantes que residen en la Unión Americana y como el principal 

corredor en la ruta migratoria de personas centroamericanas y de otras nacio-

nalidades que transitan con rumbo a esa nación, posicionándolo en un espacio 

de intensa migración temporal y transfronteriza.

14	 Las personas lesbianas, gais, bisexuales, travestis, transgénero, transexuales, intersexuales y queer con orien-
tación sexual, identidad y expresión de género y características sexuales diversas.
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Migrantes nacionales desaparecidos en México

Por virtud de la Ley General se creó el Mecanismo de Apoyo Exterior de 

Búsqueda e Investigación dentro del cual dio origen a la Mesa de Búsqueda 

de Personas Migrantes Desaparecidas, y recientemente se aprobaron los Li-

neamientos del citado Mecanismo, no obstante, las diversas reuniones inte-

rinstitucionales a la fecha no se ha consolidado una forma de trabajo entre los 

enlaces de las dependencias, se duplican las solicitudes de información, no se 

orienta de manera integral a la familia y no se da seguimiento a los casos, al 

respecto, es necesario que si bien los enlaces estén capacitados, también actúen 

y lo hagan coordinadamente.

De forma adicional se sostenía comunicación con la Dirección General de 

Protección de Mexicanos en el Exterior y la Dirección General de Protección 

Consular y Planeación Estratégica de la Secretaría de Relaciones Exteriores.15

En tratándose de mexicanos desaparecidos en el extranjero, por conducto 

de la Cancillería, se entabla contacto con personal de la Sección Consular co-

rrespondiente en el extranjero; para llevar a cabo las gestiones pertinentes de 

asistencia y/o protección consular; asimismo, en contacto con los familiares 

se les proporciona la línea telefónica del Centro de Información y Asistencia 

a Mexicanos (CIAM) la cual se encuentra disponible las 24 horas, los 7 días 

de la semana.

Es importante precisar que, la Cancillería y el personal de las Embajadas y 

Consulados de nuestro país en el exterior, además de contar con el equipo ne-

cesario, están capacitados para tomar muestras genéticas, para posteriormente 

remitirlas de México al extranjero y viceversa; asimismo apoyan en la emisión 

de visas humanitarias, resultando un gran aliado.

De igual forma, se solicita colaboración con la FGR, FGJ, la CEB y Em-

bajadas, de conformidad con el ámbito de competencia.

15	 Artículo 4, fracción XIII de la Ley General. Conjunto de acciones y medidas tendientes a facilitar el 
acceso a la justicia y el ejercicio de acciones para la reparación del daño, a personas migrantes o sus 
familias que se encuentren en otro país, coadyuvar en la búsqueda y localización de personas migrantes 
desaparecidas con la CNB. El Mecanismo de Apoyo Exterior funciona a través del personal que labora 
en los Consulados, Embajadas y Agregadurías de México en otros países.
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Así también se realizaba búsqueda en 47 bases de datos de los Estados 

Unidos de América; no obstante, se enfrentan a homonimias e información 

poco precisa para llevar a cabo una búsqueda rigurosa, dicha relación se ad-

junta como Anexo 2, Bases de Datos para búsqueda de personas en Estados 

Unidos de América.

En tratándose de sustracción internacional de personas menores, la CNB 

mantenía estrecha comunicación con el Departamento de Restitución In-

ternacional de Menores de la Cancillería; asimismo, a los familiares se les  

brindaba la información pertinente, los formatos a requisitar y el contacto de 

las autoridades con quienes se pueden dirigir.

Migrantes extranjeros desaparecidos en México

En tratándose de migrantes extranjeros, el método de trabajo que, hasta 2022 

la CNB seguía era remitir oficio al Instituto Nacional de Migración para ve-

rificar si en el Sistema de Control de Aseguramientos y Traslados en Estacio-

nes Migratorias (SICATEM), Sistema Electrónico de Trámites Migratorios 

(SETRAM) y en el Sistema Integral de Operación Migratoria (SIOM), se en-

cuentra registro de alojamiento, trámite de regularización de situación migra-

toria, ingresos y egresos en el territorio mexicano de la persona en particular.

Asimismo, se remitían oficios a la FGJ o PGJ competente, en términos del 

artículo 25 de la Ley General y a la CEB; con la finalidad de identificar informa-

ción que permitiera generar una estrategia de búsqueda para lograr dar con el 

paradero de las personas desaparecidas. Adicionalmente, se establece contacto 

con la Embajada de la cual es connacional la persona desaparecida para que, en 

su caso, brinden asistencia y protección consular y a los familiares se les insta 

para que, denuncien a través de la Fiscalía General de su país o bien, en la FGR.16

Por otro lado, se giran los oficios correspondientes a la Comisión Mexi-

cana de Ayuda a Refugiados (COMAR), para que, ésta informe si las personas 

han solicitado la condición de refugiado en México y cuentan con una Clave  

16	 Específicamente en la Fiscalía Especial de Investigación de Delitos relacionados con Personas Migrantes 
y Refugiadas, dependiente de la Fiscalía Especializada en materia de Derechos Humanos.
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Única de Refugiado (CUR) y finalmente, se mantiene colaboración con  

la CEAV.

Políticas públicas encaminadas a la prevención del delito  
y atención, seguimiento y mitigación de la problemática

Se considera que, el Estado Mexicano ha logrado importantes avances en  

materia de búsqueda, investigación e identificación de personas, siendo los 

últimos de ellos: la publicación del Programa Nacional de Búsqueda de Perso-

nas, la creación del Centro Nacional de Identificación Humana, el Mecanis-

mo de Seguimiento de Recomendaciones Internacionales en materia de Des-

apariciones Forzadas y el Anteproyecto del Reglamento de la Ley General.

Por cuanto hace a la Fiscalía General de la República:

1.	 Se considera que, su Estatuto Orgánico significa un retroceso en los de-

rechos humanos, transparencia y rendición de cuentas; así como inde-

pendencia en la investigación y su nula participación en las búsquedas de 

personas desaparecidas. Asimismo, conformidad con el artículo 111 de la 

Ley General, tanto el Banco Nacional de Datos Forenses y el Registro 

Nacional de Personas Fallecidas y No Identificadas, están a cargo de la 

FGR, siendo que, hasta el 11 de mayo de 2023, la FGR (2023) dio a 

conocer que, el 29 de mayo se daría inicio a la operación de ambas pla-

taformas.

Por lo que, se refiere a la Secretaría de Gobernación:

1.	 Toda vez que, la Unidad para la Defensa de los Derechos Humanos asumió 

formalmente un papel trascendente en la atención de casos internaciona-

les por desaparición es importante que haya una debida coordinación 

entre esta con la CNB, CEB, FGR, FGJ, PGJ, CEAV, CEEAV, CNDH y 

CEDH, —primordialmente, como las instituciones encargadas de la pre-

vención; búsqueda, localización e identificación de personas y/o restos; 

investigación y persecución de los delitos; sanción; reparación integral y 
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promoción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos— y 

promueva la interrelación respetuosa entre las autoridades, los familiares 

y los colectivos de familiares de personas desaparecidas, no solamente 

asigne actividades a arbitrio y sin plazos razonables para su ejecución.

2.	 Es necesario que haya mayor coordinación entre el Mecanismo de Pro-

tección para Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas 

de la SEGOB y las Fiscalías, no obstante que, en fechas recientes se han 

celebrado diversos convenios de capacitación entre esta y el Gobierno de 

diversas entidades, se considera que, lo importante es la materialización 

en la garantía de la vida, de las libertades de prensa, derecho al trabajo y 

derecho a la protesta; así como la disminución en los ataques.

3.	 Una crítica constante por parte de los colectivos de familiares de personas 

desaparecidas es que las acciones de búsqueda tienden a ejecutar búsqueda 

forense y no en vida, máxime que la mayoría de ellas son convocadas por 

las Fiscalías y la CEB.

4.	 Con relación al Centro Nacional de Identificación Humana (CNIH) se 

apuesta para que, por virtud de este, se configure una base de informa-

ción genética en el ámbito nacional a través de las campañas de tomas de 

muestras referenciales en diversos Estados y mediante la celebración de 

convenios con las FGJ se logre la identificación humana; respecto lo cual, 

se debe atender al uso de datos personales en posesión de sujetos obliga-

dos, en términos de la materia, asimismo, el Mecanismo Extraordinario 

de Identificación Forense (Secretaría de Gobernación, 2019) ha reporta-

do nulos resultados, si bien se prevé el trabajo en conjunto con el CNIH 

y el Centro Regional de Identificación Humana. 

5.	 Es importante precisar que, la confronta genética es una tarea compleja 

pues en la mayoría de casos las Fiscalías no han compartido el perfil ge-

nético de la familia con la totalidad de los estados.

6.	 Respecto el RNPDNO y su Bitácora de acciones de búsqueda y el Aná-

lisis de Contexto que, opera y administra la CNB, es una herramienta 

tecnológica importante, no obstante, gran cantidad de los reportes ca-

recen de información completa, y se precisa que pueda contribuir a la 

búsqueda de una persona, por lo que se ha limitado a ofrecer información 
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estadística; sin señalar que cada CEB hace uso de una plataforma estatal 

distinta e idéntica.

7.	 Finalmente, la CNB, dadas sus facultades, se ha limitado a solicitar hue-

llas dactilares de las personas desaparecidas, con base en el Convenio de 

Colaboración con el INE y sumarse a operativos o brigadas de búsqueda 

coordinadas por otras autoridades o desde la sociedad civil y reciente-

mente, a realizar campañas para toma de muestras referenciales, por lo 

que, resulta necesario que, desarrolle con eficacia sus funciones actuales 

y en su caso, a esta y a las CEB se le dote de mayores facultades como so-

licitar geolocalizaciones para realizar búsqueda inmediata en los casos de 

su competencia, previo reporte de desaparición y control judicial y crear 

un área de búsqueda acuática.

8.	 Se precisa que, el personal de la CNB cuente con la certificación y es-

pecialización en materia de búsqueda, de conformidad con el artículo 

55 de la Ley General, toda vez que, redundará en la profesionalización y 

atención con empatía y escucha activa a los familiares de personas desa-

parecidas, por lo cual la CNB debe tener un Reglamento Interior y un 

Manual de Organización y Procedimientos. 

Por su parte, se considera que, la Cancillería Mexicana:

1.	 Debe reformular las contestaciones en los litigios internacionales, esto 

implicaría reconocer que existen falencias al interior y además de mejorar 

la imagen del Estado Mexicano, se asumiría el compromiso de un fortale-

cimiento institucional, la incorporación de buenas prácticas y la necesaria 

la implementación de políticas públicas.

2.	 Tanto la Guardia Nacional (respecto de su personal) y la Cancillería Mexi-

cana, son las únicas instituciones que cuentan con los datos biométricos, 

la segunda en tratándose de aquellos nacionales que tramitan pasaporte, 

por lo que, se propone ampliamente que, previo consentimiento de los 

particulares y mediante un convenio de coordinación con las Fiscalías 

ésta pueda compartir dicha información para su posterior incorporación 

a la Plataforma Automatic Biometric Identification System (ABIS).
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De la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas y Comisión Ejecutiva Esta-

tal de Atención a Víctimas, en pocos casos los familiares de personas desapa-

recidas, de manera individual, cuentan con un asesor jurídico de la Comisión 

de Atención a Víctimas o asesoría jurídica particular, no obstante, el impulso 

procesal y el acompañamiento victimal puntual es nulo. Lo anterior obedece 

a la excesiva carga de trabajo de los asesores, en los cuales tienen asignadas 

hasta más de 1,000 carpetas de investigación y averiguaciones previas de di-

versos delitos, no únicamente de desaparición; además de realizar actividades 

de notificación, elaboración de oficios, celebración de mesas y revisión de 

expedientes en todo el Estado, por señalar algunas.

Es así que:

1.	 Resultaría idóneo que, a cada víctima indirecta se le designara un asesor 

jurídico y, en ese sentido, debiera dotarse a la CEAV y el CEEAV de 

mayores recursos (humanos, técnicos y presupuestales); así como crear 

Manuales y Protocolos para establecer procesos que, permitan eficientar 

su labor.

Por lo que respecta, a las Fiscalías Especializadas en materia de desaparición 

carecen de personal suficiente y capacitado para abatir las cargas de trabajo 

y que las Averiguaciones y Carpetas se encuentren actualizadas en cuanto 

a actos de investigación y operativos de búsqueda. Por otro lado, hay una 

constante rotación de personal, principalmente en las Fiscalías, situación que 

constituye un atraso en las investigaciones; así:

1.	 Se propone la creación de un expediente electrónico, como ya sucede con 

el juicio en línea del Tribunal Federal de Justicia Administrativa y en el 

Poder Judicial del Estado de México, toda vez que, es necesario migrar a 

tecnologías de información. Este mismo expediente servirá para solicitar 

y compartir información y documentos a otras Fiscalías e instituciones 

encargados de la búsqueda de personas, investigación y sanción en los jui-

cios de orden criminal relacionados con desaparición, como lo son la trata 
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de personas, secuestro, homicidio, feminicidio, sustracción, otras formas 

de privación de la libertad contrarias a la Ley, entre otros.

2.	 Es importante que cada uno de los Estados cuente con un Centro de 

resguardo temporal e identificación forense, tal como lo impulsó Tamau-

lipas con los ubicados en El Mante y Miguel Alemán.

Por lo que respecta a la Comisión Nacional de Derechos Humanos, se consi-

dera que, su participación y coadyuvancia con otras instituciones ha sido nula, 

limitándose a resolver la queja planteada, sin analizar el fondo del asunto, in-

cluyendo los casos de desplazamiento forzado de las víctimas de delitos.

Asimismo, dentro del Programa Especial de Personas Desaparecidas, se 

creó el Sistema de Información Nacional de Personas Extraviadas y Fallecidas 

No Identificadas, no obstante la existencia del RNPDNO, al cual es posible 

que, personal de ciertas instituciones con clave y usuario puedan acceder para 

verificar si se cuenta con reporte de una persona en particular.

Por lo anterior, se considera que la CNDH y las Comisiones Estatales de  

Derechos Humanos y la Defensoría de los Derechos Humanos del Pueblo  

de Oaxaca:

1.	 Deben tener un involucramiento activo en el proceso penal, lo cual sólo 

se logrará en la medida que haya personas servidoras públicas capacitados 

en la materia y con voluntad para apoyar a las víctimas;

2.	 Coadyuven con las instituciones e incidir en la ejecución de actos de  

investigación y operativos de búsqueda;

3.	 Emitan recomendaciones de carácter general en la materia;

4.	 Otorguen el carácter de víctimas a los familiares de personas desapareci-

das para que puedan acceder a medidas de reparación, en aquellos casos 

en los que la Fiscalía o la Comisión Ejecutiva han sido omisas;

5.	 Promuevan cursos y capacitaciones de derechos humanos en las institu-

ciones educativas y centros de trabajo; y

6.	 La CNDH debe conminar a la SSP para que, de manera inmediata realice 

el registro de una persona detenida y mantenga actualizado el Registro 

Nacional de Detenciones.
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Asimismo, es sabido que, el personal de FGR, la FGJ, PGJ, CEB, CEAV y 

CEEAV tienen excesivas cargas de trabajo, en algunos casos un sueldo in-

suficiente y carecen de atención psicológica, presentando factores de riesgo 

psicosocial que se deben identificar, analizar y prevenirse de conformidad con 

la Norma Oficial Mexicana NOM-035-STPS-2018 (Secretaría de Goberna-

ción, 2018).

Habida cuenta lo anterior, el Estado Mexicano debe continuar y procu-

rar una estrecha alianza con organismos e instituciones internacionales, para 

compartir experiencias y analizar la incorporación de métodos de trabajo en 

México; así es necesaria la interrelación con la Oficina del Alto Comisionado 

para las Naciones Unidas, en específico con los Comités CED y CEDAW, el 

Comité Internacional de la Cruz Roja, Embajadas y Consulados, en particular 

con Estados Unidos, United States Agency International Development (USAID), 

Deutsche Gesellschaft fur Internationale Zusammenarbeit (GIZ), Equipo Argentino 

de Antropología Forense (EAAF), Fundación de Antropología Forense de 

Guatemala (FAFG), Instituto Nacional de Ciencias Forenses de Guatemala, 

INTERPOL, Administración de Control de Drogas (DEA) y la Organiza-

ción Internacional de las Migraciones (OIT), la Conferencia Regional sobre 

Migración, Fondo de las Naciones Unidas para la infancia (Unicef ), Fondo de 

Población de las Naciones Unidas (UNFPA), entre otras.

Por último, con la finalidad de prevenir la desaparición y no localiza-

ción, en especial en relación a los grupos vulnerables como niñas, niños, ado-

lescentes y mujeres, migrantes, miembros de alguna comunidad indígena17, 

miembros de la comunidad LGBTTTIQ+ y otras categorías sospechosas, se 

proponen las acciones siguientes:

1.	 Se realicen campañas de concientización de la ciudadanía y cursos en 

materia de Derechos Humanos, desde nivel preescolar orientados a los 

alumnos, profesores y padres de familia;

17	 Tratándose de personas que pertenecen a una comunidad indígena se dificulta su búsqueda ya que se 
hace necesario contar con traductores y/o intérpretes, aunado a una condición de extranjería y que, por 
vivir en zonas rurales la comunicación es nula o intermitente.
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2.	 Se implementen capacitaciones en Derechos Humanos y Desaparición 

para cuerpos policiales; y

3.	 Se incentive a la población a mantener comunicación entre los integran-

tes del núcleo familiar y tener datos mínimos en caso de que necesiten 

denunciar o reportar la desaparición de alguna persona desaparecida o no 

localizada, para lo cual se adjunta como Anexo 3, Tríptico para prevenir 

las desapariciones.

No obstante lo anterior, es importante contar con un Manual que, de manera 

clara y sencilla, oriente a las personas para saber qué hacer, paso a paso, en 

caso de una desaparición y que, se distribuya en español, lenguas indígenas y 

braille, con la finalidad de que un mayor número de personas puedan acceder 

a esta información, al respecto se adjuntan tres trípticos orientativos como 

Anexo 4, Trípticos para la Búsqueda de Personas Desaparecidas.18

Conclusiones

Por lo antes expuesto, a manera de conclusión, se arriba a lo siguiente:

1.	 El Estado Mexicano carece de políticas públicas encaminadas a la pre-

vención; búsqueda, localización e identificación de personas y/o restos; 

investigación y persecución de los delitos; sanción; reparación integral y 

promoción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos; por 

lo que, se propone que, a través de las secretarías de Relaciones Exteriores 

y de Gobernación, primordialmente, además de las diversas de Seguridad 

y Protección Ciudadana, Defensa Nacional y Marina, la creación, imple-

mentación y evaluación de las políticas públicas en referencia como las 

señaladas en el Capítulo V anterior.

18	 Texto y elaboración del documento por Sofía Oribio, con la autorización de la Oficina en México del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos e imágenes de la ilustradora 
Rafaela López Bravo, tomadas de los “Principios Rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas” 
del Comité de la ONU contra la Desaparición Forzada.
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2.	 Es necesario que, se consolide la coordinación entre Fiscalías, Comisio-

nes de Búsqueda y Comisiones de Víctimas de conformidad con el marco 

jurídico aplicable, atendiendo a la necesaria interrelación de atribuciones 

y mediante el establecimiento de un Directorio de Enlaces de perso-

nas servidoras públicas que opere las 24 horas que, privilegie la atención 

oportuna y correcta asesoría a los familiares de personas desaparecidas.

3.	 Es necesario que, las Fiscalías operen bajo un sistema electrónico homo-

logado que permita que las actuaciones se realicen y compartan, previo 

convenio de colaboración y coordinación, de manera simultánea, expe-

dita y eficaz; particularmente que, los oficios de búsqueda de gabinete y 

el Cuestionario AM/PM se remitan de manera inmediata y se realicen 

las confrontas genéticas del grupo familiar completo; así como que, las 

huellas dactilares se compartan de manera inmediata por parte del INE.

4.	 Es primordial la celebración de convenios de coordinación entre las Co-

misiones de Búsqueda estatales y los municipios y/o alcaldías para la con-

formación de células de búsqueda, como ya operan en algunos Estados, 

para agilizar la búsqueda inmediata y privilegiar la búsqueda en vida.

5.	 El Estado Mexicano debe combatir la impunidad y crear una cultura de 

la paz, a través de la realización y promoción de capacitaciones en materia 

de derechos humanos y campañas de difusión de prevención de las des-

apariciones y no localización dirigidas principalmente a las instituciones 

de seguridad pública y de Fiscalías; así como a estudiantes, profesores y 

padres de familia que cursan la educación básica. Asimismo, las campañas 

existentes tengan amplia y constante difusión, tal es el caso de la Red por 

los derechos de la infancia.

6.	 En materia de prevención del delito de desaparición, el Gobierno debe 

estructurar una política pública que privilegie a la población en situación 

de vulnerabilidad o categorías sospechosas.

7.	 Expedir el Reglamento de la Ley General, la Ley de Desaparición y re-

glamento de la misma en los Estados que aún no cuentan con ley local, así 

como el Reglamento Interior de la CNB y de cada comisión de búsqueda 

estatal.
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Anexo 1. Solicitud de actos de investigación  
ante el agente del Ministerio Público

C.I. ______________/2023 
 
AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO, 
FISCALÍA ESPECIALIZADA EN INVESTIGACIÓN DE LOS 
DELITOS DE DESAPARICIÓN FORZADA 
FISCALÍA GENERAL DE JUSTICIA DE _________________ 
 
P R E S E N T E 
 
____________________________________________, en mi calidad de víctima indirecta; 
señalando como domicilio para oír y recibir notificaciones el ubicado en 
____________________________________________, teléfono _________________ 
y correo electrónico _________________ con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1º párrafo 
tercero, 8, 20 Apartado C, Fracción I y II, y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 109 fracciones I, II,III,V, VII, VIII, IX, XIV, XV, XVII y XXIX, 110, 129,131, fracción 
I, III, IV, VII, VIII, IX, X y XXIII, 212, 216, 251, 252, 267, 290 y 303 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales; 137 fracción II y 138 fracciones I, II, III, VII de la Ley General en Materia 
de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema 
Nacional de Búsqueda de Personas; 7, 12 fracción III, IV, XI, XII, 14, 42, 125 y 169 de la Ley 
General de Víctimas y 14 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, me dirijo a 
Usted para solicitar la realización de diversos  actos de investigación, mismos que se enlistan a 
continuación: 
 
1. Se requiera la geolocalización en tiempo real y los datos conservados por los concesionarios 
de telecomunicaciones, los autorizados o proveedores de servicios asociados al número telefónico 
______________________, propiedad de la víctima de nombre ______________________, 
específicamente a partir de la fecha ______________________, víctima que hasta la fecha se 
encuentra desaparecida. 

Lo anterior, con la finalidad de obtener la información de los registros de llamadas entrantes y 
salientes nacionales e internacionales, a teléfonos fijos y a celulares, así como mensajes de texto y 
demás datos de prueba que se relacionen de manera directa con los hechos investigados en la 
indagatoria citada al rubro. 

Aunado a lo anterior, dicho acto de investigación tiene como finalidad obtener el posicionamiento 
geográfico de la actividad registrada en dichas líneas telefónicas, posterior a los días en que fue 
privado de su libertad y en donde posiblemente se encuentre la persona desaparecida o se encuentren 
indicios que permitan dar con su paradero. 

En el supuesto que la empresa telefónica se reúse a remitir la información solicitada, pido se solicite 
inmediatamente lo anterior, a través del Juez de Control, para que su señoría ordene la remisión de 
la información, toda vez que, la misma es de medular importancia para la búsqueda de la persona 
desaparecida, de conformidad con los artículos 301 y 303 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales. 

2. Una vez que se cuente con los datos conservados del número ______________________ 
que portaba la víctima directa, al momento de su desaparición, se realice análisis de la información, 
red de cruces y mapeos. 
 
3. Se disponga implementar de manera urgente y prioritaria un operativo para la búsqueda de 
la persona desaparecida, específicamente en ______________________,  solicitando que dicho 
operativo sea de manera coordinada con la distintas autoridades que participarán en las diligencias 



a fondo
Las desapariciones y no localizaciones y sus políticas públicas encaminadas  

a la prevención seguimiento y mitigación

139

de esta naturaleza, citando de manera enunciativa mas no limitativa a las siguientes: Comisión Estatal 
de Búsqueda, Dirección General de Servicios Periciales de la Fiscalía General de Justicia del Estado 
para que designe peritos en materia de criminalística, antropología, manejo de georradar, etc., 
asimismo, se convoque a personal de la Policía Estatal, Policía Municipal, Guardia Nacional, con 
binomios caninos y Secretaría de la Defensa Nacional, para que brinden seguridad perimetral. 
 
Una vez concertada la fecha de dicho dispositivo de búsqueda, se solicita se informe oportunamente 
a las víctimas indirectas, para estar en condiciones de participar activamente en las diligencias a 
implementarse por ser un derecho que nos es reconocido en el artículo 12 fracción III de la Ley 
General de Víctimas y el artículo 2 fracción VII de la Ley General en Materia de Desaparición 
Forzada de Personas, Desaparición cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda 
de Personas; así como el Principio 5º de los Rectores para la búsqueda de personas desaparecidas. 
 
4. Se practique inspección física en ______________________, lugar donde se vio por última 
ocasión a la víctima. 
 
5. Derivado de los numerales anteriores, al practicarse dicha inspección, se identifiquen cámaras 
de seguridad pública o cámaras de establecimientos privados que se ubiquen en los puntos recorridos; 
se recaben las entrevistas que sean necesarias de las personas que se encuentren en dicho lugar, 
posibles negocios, establecimientos, vecinos que habiten en casas o departamentos aledaños a los 
citados lugares, a fin de que puedan proporcionar datos útiles para el esclarecimiento de los hechos. 
 
6. Derivado de las inspecciones que se realicen y una vez identificadas cámaras de seguridad 
pública, se solicite a la Secretaría de Seguridad Ciudadana de ______________________ las 
videograbaciones de fecha ______________________ de las cámaras de seguridad pública que se 
encuentren ubicadas en los lugares donde se desarrollaron distintos hechos, propiamente en 
______________________. 
 
7. Se gire oficio a la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas a efecto de solicitar la 
inscripción en el Registro Estatal de Víctimas de las víctimas en la presente Carpeta de Investigación. 
Particularmente se priorice la solicitud de proporcionar atención psicológica a la suscrita y a su núcleo 
familiar, derivado de la afectación emocional que sufrimos derivado del hecho delictivo. 
 
8. Se tomen muestras genéticas del grupo familiar completo. 
 
9. Se practique el Cuestionario Ante Mortem. 
 
10. Se gire oficio al Instituto Nacional Electoral, para solicitar las huellas de la víctima directa 
en electrónico y posterior a ello, incorporarlas a la Plataforma AFIS para su confronta. 
 
11. Se solicité el expediente clínico de la víctima directa en la institución médica de nombre 
______________________. 
 
12. Se giren los oficios de protocolo a la SEDENA, Guardia Nacional, Hospitales públicos y 
privados, central de autobuses, Instituto Nacional de Migración, CERESOS, CEFERESOS, entre 
otros. 
 
13. Se permita el acceso al Catálogo de Restos y/o cuerpos sin identificar del Servicio Médico 
Forense, desde la fecha de desaparición de la víctima a la actualidad. 
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14. Se permita el acceso al Catálogo de Prendas y Objetos del Servicio Médico Forense, desde 
la fecha de desaparición de la víctima a la actualidad. 
 
15. Se solicite a la ______________________ las bitácoras de radio o libretas de cobertura de 
servicios de fechas (FECHA) ______________________, en las que se registra, asienta y transcribe 
toda actividad de elementos de esa corporación. 
 
16. Se solicite a la ______________________ las grabaciones de las frecuencias de radio de las 
Bases de Operaciones en ______________________, que se reprodujeron en fechas 
______________________, en las que se recibió o transmitió cualquier tipo de información. 
 
17. Se requiera a la ______________________ las fatigas o listas de asistencia de los elementos 
adscritos o comisionados en la Base o Bases de Operaciones en ______________________ del 
______________________. 
 
18. Se requiera a la ______________________ álbum fotográfico de los elementos adscritos o 
comisionados en la Base o Bases de Operaciones en ______________________ a partir del 
(FECHA) ______________________. 
 
19. Se solicite a la ______________________ el estado de fuerza de los vehículos con los que 
cuenta, sean adquiridos, arrendados o facilitados por Gobierno Estatal o Municipal, a partir del 
(FECHA) ______________________, en el que se detalle el tipo de vehículos que utilizan los 
elementos de la corporación para realizar labores propias de sus funciones en 
______________________;  
 
20. Se solicite a la ______________________, relación de armamento asignado al personal 
comisionado en ______________________ del (FECHA) ______________________, en el que se 
deberá detallar marca, calibre, serie y asignación. 
 
21. Se solicite a la ______________________, un informe detallado de las municiones o 
artillería que se le doto a cada elemento de la ______________________, adscrito o comisionado en 
______________________, del (FECHA) ______________________; en dicho informe deberá 
especificarse el número de municiones que dotó a cada elemento por día al momento de iniciar su 
jornada laboral, así como las municiones que devolvía cada elemento al culminar su jornada laboral. 

Cabe hacer la aclaración, que, si fuera el caso, de los actos de investigación solicitados ya se hayan 
efectuado o se haya recabado a cabalidad información en ese sentido, se solicita se informe al respecto 
y se deje sin efectos la solicitud de la práctica de los mismos. 

 
Por lo anteriormente expuesto y fundado a Usted C. Agente del Ministerio Público atentamente pido 
se sirva: 
 
ÚNICO. - Acordar de conformidad lo solicitado, por estar ajustado a derecho. 
 
 

ATENTAMENTE 
 
 

______________________ 

Firma de la víctima indirecta 
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Anexo 2. Bases de Datos para búsqueda de personas  
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EN GENERAL

Mantén comunicación con
tus familiares, para saber a

dónde van y con quién.    
De ser posible que,

proporcionen su dirección
y teléfono.

En la calle evita
distractores y pon atención

a tu entorno.

  Cuando viajes comparte
tu ubicación y recorrido

con una persona de
confianza.

Se recomienda que los
adultos mayores porten, a

la vista, un número de
teléfono en caso de

emergencia.

Cómo
prevenir una

Desaparición
Imágenes de la ilustradora Rafaela López Bravo, extraídas
de la publicación de los "Principios Rectores para la
Búsqueda de Personas Desaparecidas" del Comité de las
Naciones Unidas contra la Desaparición Forzada
elaborada por la Oficina en México del Alto Comisionado
de la ONU para los Derechos Humanos.
 
Texto y elaboración del documento por Sofía Oribio.

Difusión por la Comisión de Derechos Humanos del
Estado de México (www.codhem.org.mx).

EJEMPLAR GRATUITO

Debes saber que puedes hacer
llamadas por cobrar marcando el
*040 y el número al cual deseas

hablar.

Si marcas *#06# puedes conocer el
IMEI de tu celular, que es un código

internacional único. En caso de robo,
sirve para el reporte y bloqueo del
equipo y en caso de desaparición,

sirve para hacer rastreo del mismo.
Guarda estos datos en un lugar

seguro y a la mano.
 

Aquí te damos algunas
recomendaciones

PARA NIÑAS, NIÑOS Y
ADOLESCENTES (NNA)

NO compartas fotografías
de su rostro, uniforme, su

casa y matrícula del
vehículo donde viajan.

Es importante que, las niñas
y niños conozcan su nombre

y domicilio completo.

Revisa sus redes sociales
con frecuencia.

Procura que no salgan
solos a la calle.

Establezcan una palabra
clave en situaciones de

peligro.
¡Cuida a tus hijos!

Una persona desaparecida es
aquella “cuyo paradero se
desconoce y se presuma, a partir
de cualquier indicio, que su
ausencia se relaciona con la
comisión de un delito." La
diferencia con la persona no
localizada es que, su ausencia
no se relaciona con la probable
comisión de algún delito.

Cuando se trate de niñas, niños,
adolescentes y mujeres siempre
se presume que son víctimas de
un delito, en razón de un
enfoque diferencial y
especializado,

La desaparición forzada
(cometida por autoridades) y la
desaparición por particulares
son conductas castigadas por
las leyes mexicanas y pueden
relacionarse con otros delitos  
como: la trata de personas,
secuestro, homicidio, trabajos
forzosos, explotación sexual,
entre otros. 

¿Cómo
prevenir una

desaparición?

En México, al 18 de agosto de
2025, existen 132,694 personas
desaparecidas y no localizadas,
según el Registro Nacional de
Personas Desaparecidas y No
Localizadas que opera la
Comisión Nacional de
Búsqueda.

Anexo 3. Tríptico para prevenir las desapariciones
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¿Qué sigue?

El AMP deberá:

   Ejecutar búsquedas
inmediatas, principalmente si

se trata de niñas, niños,
adolescentes y mujeres. 

 Solicitar las
videograbaciones de casas,

negocios y del Centro de
Control, Comando,

Comunicación, Cómputo y
Calidad (C4 y C5).

     Otorgar el carácter de
víctimas indirectas a los

familiares.

Este documento es el
1 de 3.

Búsqueda
 de personas

desaparecidas

PARTE 1

Imágenes de la ilustradora Rafaela López Bravo, extraídas
de la publicación de los "Principios Rectores para la
Búsqueda de Personas Desaparecidas" del Comité de las
Naciones Unidas contra la Desaparición Forzada
elaborada por la Oficina en México del Alto Comisionado
de la ONU para los Derechos Humanos.
 
Texto y elaboración del documento por Sofía Oribio.

Difusión por la Comisión de Derechos Humanos del
Estado de México (www.codhem.org.mx).

EJEMPLAR GRATUITO

¿Qué datos me pedirán?

Cuando sucedió la desaparición o
cuando se dejó de tener
comunicación (día, mes, año y
hora).
El lugar donde fue visto, se supo de
la PD o a donde se dirigía (calle,
número, colonia, alcaldía o
municipio, estado y código postal).
Describir físicamente a la PD y la
ropa que vestía.
Si se trasladaba en vehículo los
datos de éste.
Número celular, compañía telefónica e
IMEI; así como Redes Sociales de la
PD (si cuenta con esa información).

 
¿Qué debo solicitarle al Agente del

Ministerio Público (AMP)?

Alerta Amber (niñas, niños y
adolescentes), Protocolo Alba
(mujeres) o Alerta Plateada
(personas adultas mayores).
Que se solicite la geolocalización
del teléfono celular de la PD.
Cita para toma de muestras
genéticas.
Llenado del Cuestionario Ante
Mortem.

Llama a la Comisión de
Búsqueda del Estado donde
ocurrió la desaparición para
hacer un reporte (es distinto
a la denuncia) y que se
emita un boletín de
búsqueda.

En Google busca el
Directorio como: Directorio
Comisiones Locales de
Búsqueda.

NO hagas publicaciones en
Redes Sociales, ya que, eres
susceptible de ser víctima de
extorsiones.

Consulta el Registro
Nacional de Detenciones
https://consultasdetenciones
.sspc.gob.mx/

¿Qué hago
en caso de

desaparición
de una

persona?

     
     Acudir inmediatamente a la    
Agencia del Ministerio Público a
denunciar la desaparición.
NO es necesario esperar 72 horas.

¿Qué documentación necesito?

2 copias del Acta de nacimiento
de la Persona Desaparecida (PD)
2 copias de la CURP de la PD
1 fotografía en digital de la PD
2 copias de la credencial para
votar de quien denunciará.

Anexo 4. Trípticos para la Búsqueda de Personas Desaparecidas
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Búsqueda
 de personas

desaparecidas

PARTE 2

La geolocalización se
puede solicitar desde el

momento de la
desaparición y hasta en
un plazo máximo de 2

años.

Es necesario que el
celular este

encendido y con
cobertura de red

para que registre o se
obtenga datos sobre
la  geolocalización.

El celular puede
señalar un punto
aproximado de
localización, no

obstante, se puede
dar el caso que la

persona no hubiere
estado en ese lugar.

Este documento es el
2 de 3.

El Agente del Ministerio
Público debe sostener

una reunión con la
familia para explicarles

el resultado de la
geolocalización y el

análisis de la sábana.

Finalmente, solicita a tu
Agente del Ministerio
Público que, requiera la
geolocalización y la sábana
de llamadas del teléfono
celular de tu familiar
desaparecido.

Imágenes de la ilustradora Rafaela López Bravo, extraídas
de la publicación de los "Principios Rectores para la
Búsqueda de Personas Desaparecidas" del Comité de las
Naciones Unidas contra la Desaparición Forzada
elaborada por la Oficina en México del Alto Comisionado
de la ONU para los Derechos Humanos.
 
Texto y elaboración del documento por Sofía Oribio.

Difusión por la Comisión de Derechos Humanos del
Estado de México (www.codhem.org.mx).

EJEMPLAR GRATUITO

La Geolocalización o
localización geográfica en
tiempo real: Es la ubicación
aproximada en el momento
que se busca un equipo
celular.

La Geolocalización nos
puede orientar donde fue el

último lugar donde pudo
estar la persona ahora

desaparecida, no obstante,
se deberá tomar en cuenta

el azimut (orientación: norte,
sur, este u Oeste) y el radio

de la antena, dependiendo si
es zona urbana o rural (un

rango de hasta 12 km.
Aproximadamente).

El Agente del Ministerio
Público la solicitará y, en su

caso, requerirá la
autorización del Juez de

Control.

¿Qué hago
en caso de

desaparición de
una persona?

PARTE 2

En este momento ya se
debe contar con la petición

de Geolocalización y
Sábana de llamadas, pero

¿qué son? y ¿para qué
sirven?

La Sábana de llamadas, es un
registro de las llamadas
entrantes y salientes de un
número celular, mensajes de
texto y uso de datos móviles,
destacando las antenas de
telefonía  y el procesamiento con
base en dicha información se
llama “análisis”; de ahí también
se desprende el mapeo y la red
de vínculos, estos son los lugares
en los cuales estuvo la persona y
la relación que pudiera existir con
las personas con las cuales tuvo
comunicación.
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Búsqueda
 de personas

desaparecidas

PARTE 3

Este documento es el
 3 de 3.

¿Qué sigue?

Ahora que conoces la función de
cada institución, sugerimos que,
el Agente del Ministerio Público
envíe un oficio a la CEEAV, para
que:

a) Se designe un asesor jurídico
para tu caso, quien brinda sus
servicios de manera gratuita.

b) Se te pueda otorgar apoyo
psicológico, sólo si así lo decides.
 
c) Analice tramitar la Declaración
Especial de Ausencia en caso que
haya bienes, algún crédito
hipotecario o bancario, se deba
decidir sobre la guarda y
custodia de menores, etcétera.

d) Se te pueda otorgar algún tipo
de apoyo educativo o alimentario.

¿Qué sigue?

De igual forma, existe la Comisión
Nacional de Búsqueda que, conoce de
casos en todo el país y el Sistema
Nacional de Búsqueda, como un
cuerpo colegiado que, revisa y
propone la implementación de mejoras
en materia de búsqueda.

Imágenes de la ilustradora Rafaela López Bravo, extraídas
de la publicación de los "Principios Rectores para la
Búsqueda de Personas Desaparecidas" del Comité de las
Naciones Unidas contra la Desaparición Forzada
elaborada por la Oficina en México del Alto Comisionado
de la ONU para los Derechos Humanos.
 
Texto y elaboración del documento por Sofía Oribio.

Difusión por la Comisión de Derechos Humanos del
Estado de México (www.codhem.org.mx).

EJEMPLAR GRATUITO

Pero ¿qué hacen? Y ¿en qué
me pueden apoyar?

La Comisión Estatal de
Búsqueda solicita

información sobre el
paradero de personas
desaparecidas a los

hospitales, centros de
detención, albergues,

Secretaría de la Defensa
Nacional, Guardia Nacional,

al Instituto Nacional de
Migración, autobuses, entre

otros.

También elaboran boletines
de búsqueda y los difunden,
brindar asesoría jurídica y

contención psicológica
primaria. De igual forma,

colaboran estrechamente con
las Fiscalías para realizar
operativos de búsqueda. 

Hemos hablado de algunos
actos de investigación; no

obstante, en la búsqueda de
personas desaparecidas, la

labor de la Comisión de
Búsqueda y Comisión de

Víctimas es imprescindible.

Por otro lado, la
Comisión de Víctimas

brindan apoyo a
través de la figura
del asesor victimal,
quien funge como

vínculo entre la
familia y las

autoridades  y
coadyuva con el

Agente del Ministerio
Público aportando

información,
solicitando la

ejecución de actos de
investigación y, en su
caso, operativos de

búsqueda.

¿Qué hago
en caso de

desaparición de
una persona?

PARTE 3

Comisión
Ejecutiva Estatal

de Atención a
Víctimas
(CEEAV)



147

breviario 
bibliográfico 





149

Estévez, Ariadna (2024). El Discurso de los Derechos 
Humanos en Norteamérica. Una Gramática en Disputa. 

unam-cisan, uam Cuajimalpa

Alma Cossette Guadarrama Muñoz*

El reconocimiento de los derechos humanos se gestó a partir de los ho-

rrores de la Segunda Guerra Mundial, con la Declaración Universal de 

los Derechos Humanos, cuyo fin primordial fue evitar el flagelo de la guerra 

a las futuras generaciones. El noble propósito de ese instrumento, y el de los 

que después se conformarían, de proteger a los individuos de las arbitrarieda-

des de los gobiernos hoy día queda cuestionado ante un capitalismo caníbal, 

estrategias políticas subordinadas a intereses económicos y acciones sociales 

desarticuladas. En ese escenario, el libro El Discurso de los Derechos Humanos en 

Norteamérica. Una Gramática en Disputa se convierte en un faro, cuya luz per-

mite comprender cómo la gramática conformadora de los derechos humanos 

ha sido modificada y adaptada para justificar discursos que subyugan derechos 

como la vida y el asilo.

Así, dicha obra se conforma por un prólogo magistralmente escrito por el 

doctor Daniel Vazquez. Él no solo cumple con el fin de prologarlo, sino que 

vuelve a los orígenes del propio libro, cuando coincidió con la doctora Estévez 

en la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (Flacso-México), donde 

consolidaron una amistad que se reflejó a través de la creación del Semanario 

de Investigación Multidisciplinar de Derechos Humanos, el cual duró casi 

diez años y permitió que tres libros vieran la luz producto de reflexiones y 

discusiones de varias personas académicas. Ello permitió a la doctora Estévez 

construir la arena para pensar y buscar las posibilidades de contrarrestar las 

lógicas de dominación que se asienta en la gubernamentalidad, el biopoder, 

y la necropolítica, elementos que se desarrollan en los cinco capítulos que in-

*	 Doctora en Derecho. Profesora-investigadora de la Universidad La Salle, México. Correo electrónico: 
lancelot56@gmail.com/alma.guadarrama@lasalle.mx. Teléfono: 7221688239. ORCID: https://orcid.
org/0000-0003-0101-4167
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tegran esa obra, en donde desde las primeras páginas la autora nos confronta 

con una pregunta incómoda pero fundamental: ¿cómo es posible que el mis-

mo discurso de los derechos humanos sirva simultáneamente para proteger 

la dignidad humana y al mismo tiempo justificar mecanismos de violencia, 

exclusión y control?

El libro parte de una idea central que atraviesa toda la obra: los derechos 

humanos no son solamente normas jurídicas o ideales éticos universales, sino 

también un discurso político en disputa. La autora denomina a ese fenómeno 

“los derechos humanos discursivamente existentes”, es decir, aquellos dere-

chos reconocidos formalmente en declaraciones y tratados, cuya aplicación 

material depende de las relaciones de poder, los intereses estatales y las diná-

micas de dominación.

Uno de los mayores méritos de esta obra es que rompe con la visión tra-

dicional esencialmente jurídica y romántica de los derechos humanos, al de-

mostrar que también pueden convertirse en tecnologías de control. La autora 

explica que los derechos humanos oscilan permanentemente entre la eman-

cipación y la dominación, permiten defenderse frente al poder y, al mismo 

tiempo, le ofrecen al Estado una gramática legitimadora para crear y mante-

ner dispositivos de administración del sufrimiento a través de necropolíticas 

públicas.

La reflexión cobra especial fuerza cuando se analizan los casos de Mé-

xico y Estados Unidos, ya que el texto muestra cómo, a pesar de que existen 

sistemas universales y regionales de protección, se continúan produciendo 

desapariciones, deportaciones masivas, militarización, violencia estructural y 

negación del derecho al asilo. La autora menciona, por ejemplo, las políticas 

de expulsión de personas migrantes haitianas en Estados Unidos y la mili-

tarización de la seguridad pública en México, fenómenos que evidencian la 

distancia entre el discurso oficial de derechos humanos y las prácticas reales 

del poder estatal.

El eje central de pensamiento es el de Foucault, al tiempo de situarse 

dentro de una perspectiva posestructuralista; esto significa que el análisis no 

se limita al estudio jurídico de las normas, sino que examina cómo el discurso 

produce realidades sociales y relaciones de poder. La influencia de Foucault 
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es evidente a lo largo de todo el libro, particularmente en conceptos como 

biopolítica, necropolítica y gubernamentalidad. Desde esa óptica, los dere-

chos humanos no son verdades absolutas ni categorías neutrales, sino cons-

trucciones históricas atravesadas por luchas políticas. 

Es menester resaltar cómo la doctora Ariadna Estévez utiliza la categoría 

analítica de necropolítica, acuñada por Ashil Mbembe; las definiciones de 

capitalismo gore, de Sayak Valencia, y la de necropolitica del imperio de la 

ley, de su propia autoría, para explicar cómo las narrativas de violencias a de-

rechos humanos como la vida y el asilo en México y Estados Unidos excluyen 

a miles de personas a través de la borrosa línea entre lo público y lo privado, 

que ha permitido legitimar o descalificar la espacialización de las violaciones 

a los derechos humanos.

Un aspecto particularmente valioso es la reconstrucción histórica y nor-

mativa de los sistemas universal e interamericano de derechos humanos, al 

revisar instrumentos fundamentales como la Declaración Universal de los De-

rechos Humanos y la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951. 

Sin embargo, la autora insiste en que los derechos humanos no deben enten-

derse únicamente como normas positivas. Su existencia también depende de 

las luchas sociales, de los movimientos colectivos y de las resistencias políticas. 

De facto, uno de los argumentos más importantes del libro El Discurso de los De-

rechos Humanos en Norteamérica. Una Gramática en Disputa es que muchos dere-

chos reconocidos actualmente surgieron precisamente de las disputas sociales 

impulsadas por grupos históricamente excluidos, como mujeres, migrantes, 

pueblos indígenas, comunidad LGBTIQ+ y personas mayores.

En ese sentido, el libro ofrece una crítica relevante al debilitamiento con-

temporáneo de las obligaciones estatales en materia de derechos humanos. La 

doctora Estévez advierte que instrumentos recientes, como los pactos globales 

sobre migración y refugio derivados de la Declaración de New York, tienden 

a desplazar la responsabilidad del Estado hacia actores privados y organiza-

ciones civiles, lo que ha generado una transformación preocupante: el Estado 

deja de ser el principal garante de derechos y se convierte solamente en un 

actor más dentro de un esquema de gobernanza compartida.
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Uno de los capítulos más impactantes del libro es “El análisis sobre necro-

política en México”. La autora desarrolla el concepto de gubernamentalidad 

del proceso ilegal de muerte, mediante el cual explica cómo la violencia, las 

desapariciones forzadas y las fosas clandestinas no son fenómenos aislados, sino 

parte de mecanismos sistemáticos de administración política de muerte. Este 

análisis resulta especialmente poderoso porque conecta la violencia física con 

las estrategias institucionales de administración del sufrimiento y neutraliza-

ción de la resistencia social.

Igualmente, relevante es el capítulo dedicado al derecho de asilo en Es-

tados Unidos, en donde la autora analiza cómo las políticas migratorias con-

temporáneas han construido dispositivos necropolíticos dirigidos a contener, 

expulsar y precarizar a las personas migrantes y solicitantes de refugio. El 

libro evidencia cómo el discurso de seguridad nacional y la securitización de 

las políticas migratorias han sido utilizados para restringir derechos funda-

mentales y legitimar medidas de exclusión. Ejemplo ilustrativo es el caso de 

Australia, que la doctora Estévez toma como referente para distinguir entre 

los conceptos de tercer país seguro y países de procesamiento de off shore, lo 

que sirve para distinguir prácticas como las de la Unión Europea y Turquía, 

que también es mencionada en el libro.

Ahora bien, además de la profundidad teórica, esta obra tiene un enorme 

valor metodológico, porque no se limita a plantear criticas abstractas, también 

propone herramientas concretas para investigar derechos humanos desde una 

perspectiva discursiva. La autora desarrolla estrategias genealógicas, anatomo-

políticas y biopolíticas para analizar practicas institucionales, tecnologías de 

poder y mecanismos de control social. 

Las líneas de investigación que deja abiertas la autora son las luchas de 

contraconducta, que, en palabras de la propia Estévez, merecen un análisis 

discursivo más profundo en materia de desaparición forzada de personas en 

México, colectivos de madres y familias buscadoras, los cuales han empujado 

al Estado gubernamentalizado a emitir leyes, protocolos y planes presupuesta-

les para buscar a sus seres queridos, o bien, en relación con el derecho de asilo, 

el acompañamiento legal que se hace a las personas solicitantes en México y 

Estados Unidos, a través de organizaciones civiles y despachos pro bono que 



breviario bibliográfico
El discurso de los derechos humanos en norteamérica.  

Una gramática en disputa. unam-cisan

153

colaboran con la introducción de solicitudes en lo que era el CBPOne, (dejó 

de funcionar en marzo de 2025 y hoy se le conoce como CBPHome; su pro-

pósito es la autodeportación), o el apoyo a quienes buscan alternativas de vida 

en México.

Es de destacar la pertenencia actual de El Discurso de los Derechos Huma-

nos en Norteamérica. Una Gramática en Disputa para el momento histórico que 

se vive, marcado por crisis migratorias, violencia estructural, expansión de 

tecnologías de vigilancia, militarización de fronteras y debilitamiento de ins-

tituciones democráticas; la obra obliga a repensar críticamente qué se entiende 

por derechos humanos y cómo estos pueden evitar convertirse en instrumen-

tos de legitimación de poder.

La lectura de este texto deja claro que los derechos humanos no son un 

campo neutral, sino espacios en disputa política permanente. La defensa de la 

dignidad humana requiere no solamente normas jurídicas, sino también mo-

vilización social, pensamiento crítico y vigilancia constante frente a las formas 

contemporáneas de dominación. 

Finalmente, esta obra tiene una doble virtud: por un lado, posee una 

enorme solidez académica y teórica; y, por otro, mantiene un fuerte compro-

miso ético y político con las víctimas de violencia, la población migrante, las 

personas refugiadas y los sectores históricamente excluidos. La doctora Ariad-

na Estévez logra construir un texto crítico sin perder la sensibilidad humana, 

y eso convierte a este libro en una lectura indispensable para estudiantes, 

investigadoras e investigadores, activistas y cualquier persona interesada en 

comprender los desafíos contemporáneos de los derechos humanos.
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